




Transparencia
Años 

Colombia

de

por



Corporación Transparencia por Colombia

Junta Directiva
Alejandro Linares Cantillo, Presidente
Andrés Echavarría Olano
Catalina Ortiz Lalinde
Guillermo Carvajalino Sánchez
Gustavo Bell Lemus
Rodrigo Gutiérrez Duque
Rosa Inés Ospina Robledo
Rubén Darío Lizarralde

Consejo Rector
Alejandro Linares Cantillo
Andres Echavarría Olano
Gustavo Bell Lemus
Rodrigo Gutiérrez Duque
Rosa Inés Ospina Robledo

Directora Ejecutiva
Margareth Flórez

10 años de Transparencia por Colombia

Dirección editorial
Margareth Flórez

Editor
Bernardo González G.

Textos
Fernando Chaves

Diseño y armada electrónica
Sandra Barbón D.

Impresión
Gente Nueva Editorial Ltda.

isBn:  978-958-97535-5-2

© Corporación Transparencia por Colombia
Bogotá, Colombia, septiembre de 2008



Contenido

	 7	 Presentación

	 11	 Diez años de transparencia por colombia	
Nuestro orgullo y nuestra responsabilidad

	15	 10 años de Transparencia por Colombia 
La línea de tiempo

	83	 10 logros 
de Transparencia por Colombia en diez años de trabajo

	91	 10 desafíos 
en la lucha contra la corrupción en Colombia	

	101	Cuatro ensayos 
sobre la corrupción en Colombia

	103	 Logros y esfuerzos en una lucha que sigue adelante

Huguette Labelle

	111	 Colombia en los últimos diez años, avances 	
en probidad y mutación hacia una corrupción violenta

Antanas Mockus

	123	 Lecciones de la Captura y Reconfiguración Cooptada 	
del Estado en Colombia

Luis Jorge Garay Salamanca, Eduardo Salcedo-Albarán

	133	 La corrupción armada

Juan Carlos Flórez



�

	141	 Los aliados 
de Transparencia por Colombia (1998-2008)

	145	Los miembros 
de Transparencia por Colombia

	147	Los Colaboradores 
de Transparencia por Colombia



�

Para una organización como Transparencia por Co-
lombia completar sus primeros diez años de actividades 
constituye en sí mismo un importante logro. No ha sido 
una tarea fácil, pero sí un desafío estimulante y promisorio 
para quienes han contribuido con sus ideas y su trabajo al 
crecimiento de la Corporación y para quienes la han apoyado 
de manera irrestricta y generosa desde su creación. 

En este quizá breve pero intenso periodo Transparencia por 
Colombia ha logrado consolidar la organización social de 
lucha contra la corrupción más importante en Colombia, 
posicionando en la agenda nacional el tema de la corrupción. 
Ha desarrollado información y herramientas para reducir 
el impacto de la corrupción, ha convocado a los sectores 
público, privado y a la sociedad civil para incidir en las polí-
ticas públicas y hacer más transparentes las costumbres del 
ejercicio del poder en municipios, departamentos y agencias 
del gobierno en los distintos poderes del Estado.

La Corporación ha desarrollado o adaptado metodologías y 
herramientas innovadoras para luchar contra la corrupción, 
como los Índices de Transparencia, los programas Votebien 
o Rumbo Pymes, Internet para la Rendición de Cuentas, los 
Pactos de Integridad o la Cátedra Transparencia por Colom-
bia, por mencionar unos pocos. Además, ha involucrado al 
sector privado en pro de la transparencia y ha llevado sus 
conocimientos y experiencias a todas las regiones del país.

Hay resultados, hay hechos, en este libro se documentan 
de manera sucinta todos ellos. Pero a la vez, hay grandes 
desafíos. 

Presentación
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La corrupción se hace cada vez más compleja y sofisticada, 
se involucra más en la estructura del Estado y en la cultura 
y la política de los colombianos. La irrupción de las mafias 
del narcotráfico y su entronque con miembros de la clase 
política y con grupos armados de derecha e izquierda, el 
proyecto de captura del Estado, las prácticas degradadas 
como el asesinato de funcionarios y líderes, el desplazamien-
to forzado y la corrupción armada amenazan con cada vez 
más fuerza a la democracia, a la igualdad y al bienestar de 
los colombianos, siendo esa vulnerabilidad más grande a 
medida que nos alejamos del centro a la periferia. 

De la corrupción simple del soborno, el clientelismo y el me-
noscabo de los recursos públicos se ha pasado a proyectos 
político-militares de captura del Estado y de su utilización 
para el enriquecimiento y empoderamiento desmedido de 
unos pocos.

Los retos son múltiples. Volver a posicionar la corrupción en 
la agenda pública, vencer el círculo perverso entre violencia, 
narcotráfico, delincuencia organizada y política orientado 
a la captura del Estado y actuar con eficacia frente a este 
fenómeno constituyen algunos de los principales desafíos 
del esfuerzo del pueblo colombiano frente a la corrupción. 

Transparencia por Colombia asume en forma decidida el 
liderazgo del tema y pone toda su capacidad, su conoci-
miento y sus esfuerzos al servicio de esta causa, una causa 
a la que deben incorporarse todos los colombianos, desde 
los ciudadanos de a pie, los empresarios, los funcionarios 
del Estado, los dirigentes gubernamentales, los jueces, los 
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legisladores y los estamentos políticos, una causa que es de 
Colombia entera.   

Una causa a la que ya se han incorporado cientos, miles de 
personas, empresas, organizaciones e instituciones. Sea esta 
la oportunidad para agradecer sinceramente el aporte hecho 
por los fundadores de la Corporación, por su Consejo Rector 
y su Junta Directiva, órganos y personas que han orientado 
de manera visionaria y acertada el rumbo de la Corporación; 
también a nuestros aliados, entre los que se encuentran des-
tacadas instituciones internacionales dedicadas a promover 
la transparencia y la democracia, organismos de cooperación 
multilaterales y de diversas naciones, empresas colombianas 
y extranjeras, familias y personas que han visto en este un 
propósito definitivo para la salud de la nación. 

Gracias sentidas y profundas a todos ellos, así como a quienes 
han laborado de manera esforzada y creativa en Transparen-
cia durante estos años. Todos han dejado una huella que 
hemos tratado de recoger en estas páginas. Gracias también 
a quienes aportaron sus visiones de la corrupción en estos 
diez años para completar con sus ensayos esta publicación, 
memoria de una década de trabajo por la transparencia en 
Colombia.

Margareth Flórez

Directora Ejecutiva

Corporación Transparencia por Colombia.

Presentación
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La lucha contra la corrupción desde la sociedad civil 
es ante todo una apuesta ética y política por la profundi-
zación de la democracia, la consolidación del Estado de 
Derecho y la defensa de los derechos humanos de todas 
las personas, desde la construcción de “lo Público” integro 
en Colombia. 

Es por esto que el reto asumido en 1998 por ese pequeño 
grupo de “quijotes colombianos” –como nos llamaron en 
esa oportunidad– liderados por Juan Lozano, de echarse al 
hombro la construcción de una organización con absoluta 
independencia del Estado, mucha sindéresis, indiscutible 
capacidad técnica y profundo sentido de la oportunidad, 
sólo podía ser pensado, de una parte, como un esfuerzo 
colectivo de largo aliento, de trabajo cotidiano en equipo, 
soportado en el acompañamiento y la entrega de muchí-
simas personas igualmente comprometidas con sacar al 
país de la profunda crisis en que lo habían sumido todas las 
formas posibles de corrupción; y de la otra, como un esfuerzo 
en todos los ámbitos y niveles de la vida nacional, desde 
las tres ramas del poder público, pasando por las distintas 
instancias territoriales y por supuesto implicando al sector 
privado empresarial, a los medios de comunicación y a las 
demás organizaciones de la sociedad civil.

Hoy, al conmemorar estos primeros diez años de trabajo, 
de importantes logros alcanzados y también de sentidas 
frustraciones ante la persistencia de agudas formas de co-
rrupción, queremos rendir un merecido y sentido tributo a 
cada una de esas personas que con su creatividad, entrega 
y trabajo constante, hicieron posible hacer de Transparencia 

Diez años de transparencia  
por colombia

Nuestro orgullo y nuestra responsabilidad
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por Colombia la organización de referencia en la lucha contra 
la corrupción que es hoy. 

Son tantas, tan diversas y tan valiosas esas colaboraciones, 
que no alcanzarían las páginas de este texto para mencio-
narlas en detalle. Muchas provienen de mujeres intensas, 
amorosas y beligerantes que contribuyeron a hacer de 
Transparencia por Colombia una organización dinámica, 
solidaria, rigurosa y enriquecida por la manera femenina de 
profundizar la democracia en el país; otras colaboraciones, las 
más, provienen de jóvenes profesionales que le apostaron a 
la construcción de “lo público” en Colombia, y aportaron su 
creatividad, su energía y su irreverencia para lograr resulta-
dos concretos en tiempo record y con muy pocos recursos 
materiales y financieros; gran cantidad de contribuciones 
provienen de expertos y especialistas en múltiples disciplinas 
que con su conocimiento del país y sus problemas y con su 
criterio nos ayudaron a diseñar y materializar herramientas 
y metodologías de gran impacto y a enfrentar con éxito los 
obvios debates que los esfuerzos por combatir la corrupción 
conllevan; y no menos importantes han sido los aportes 
decididos de representantes destacados del sector privado 
empresarial, quienes entendieron la necesidad inaplazable 
de trabajar por la construcción de unas relaciones de nego-
cios éticas en Colombia, y comprometieron tiempo, recursos 
y su rigurosidad para sacar adelante la misión y las tareas de 
Transparencia por Colombia.

Cabe igualmente reconocer la calidad de la interacción 
lograda por la organización con distintos actores en todos 
los ámbitos y en distintos escenarios de la vida nacional. Con 
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la Vicepresidencia de la República –que ha sido la interlo-
cutora por excelencia– y las direcciones de los ministerios 
y entidades del nivel central del gobierno, así como, con 
los órganos de control y las autoridades departamentales 
y municipales, con los cuales se pudieron emprender pro-
yectos conjuntos a la vez que se sostenían debates intensos, 
complejos y sensibles, con posiciones conciliables unas e 
irreconciliables otras, pero siempre marcados por el mayor 
respeto por la autonomía, el criterio y la independencia de 
Transparencia por Colombia. Con los principales gremios 
económicos, los medios de comunicación, las universida-
des y otras organizaciones de la sociedad civil también 
se ha tenido un diálogo fluido y se han podido adelantar 
proyectos conjuntos que resultaron muy enriquecedores y 
fructíferos, contribuyendo de manera decidida al desarrollo 
y consolidación de la organización en estos diez años. Es que 
el reto de enfrentar con mediano éxito la eliminación de la 
corrupción solo tiene sentido si se logra sumar al mismo a 
todas estas fuerzas vivas del país. 

Es evidente que todo este esfuerzo mancomunado, liderado 
y potenciado por Transparencia por Colombia ha contribuido 
de manera efectiva a fortalecer las condiciones de integri-
dad en el país, a distintos niveles y en diversos espacios de 
la realidad nacional y territorial; a mejorar la legislación y a 
fortalecer instituciones públicas claves para la gestión estatal; 
a comprometer al sector empresarial público y privado en 
la construcción de reglas del juego más éticas y cuidadosas 
del interés general y a aumentar la capacidad y el involucra-
miento de la sociedad civil organizada en el ámbito territorial 
para hacer control a los asuntos públicos. No obstante, la 

N u e s t r o o r g u l l o  y nuestra  responsabilidad
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complejidad de la dinámica criminal en el país, hoy incrus-
tada de manera dramática en la forma de organizar y ejercer 
“la política”, que por supuesto se nutre y reproduce en torno 
a la corrupción, hace muy difícil reconocer los impactos del 
trabajo adelantado por Transparencia por Colombia y más 
bien le exige estar dispuesta a repensarse constantemente 
y a redefinir su agenda, sus metodologías y por supuesto sus 
colaboradores y aliados. 

La celebración de estos primeros diez años, que nos llenan 
de orgullo, es por lo tanto, un excelente motivo para hacer un 
recuento del camino recorrido y retomar aliento para seguir 
otros tantos años con renovados compromiso, entrega y 
creatividad, mostrando resultados pero reconociendo que es 
mucho aún lo que falta por hacer y que de ese mismo tama-
ño es el reto que asumimos con entera responsabilidad.

Rosa Inés Ospina Robledo

Consejera Rectora de Transparencia por Colombia

Directora de Transparencia por Colombia 
entre 1998 y enero de 2006



10 años
de Transparencia por Colombia

La línea de tiempo
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1996-1998
Nace Transparencia Internacional 
Colombia, Ticol

En 1996 Colombia atravesaba uno de los momentos polí-
ticos más difíciles de los últimos tiempos: el Proceso 8000. El 
presidente Ernesto Samper se encontraba cuestionado por 
las denuncias sobre el ingreso de dineros del narcotráfico a 
su campaña presidencial y las investigaciones al respecto 
revelaron nexos de decenas de políticos, personajes públicos 
e instituciones con los principales capos del narcotráfico. 
Diversos movimientos y expresiones ciudadanas se mani-
festaron contra la corrupción y a favor de un cambio radical 
en la cultura ética de los colombianos, comenzando por la 
política y los negocios. 

Ese año la Corporación Milenio organizó el Seminario sobre 
Corrupción Política y Justicia, al que fue invitado Peter Eigen, 
Presidente de Transparencia Internacional. Eigen motivó a un 
grupo de personas entre las que se contaban Héctor Riveros, 
de esa Corporación, y Juan Lozano, periodista vinculado a la 
Casa Editorial El Tiempo, a crear un capítulo de Transparencia 
Internacional en Colombia.

La idea era conformar una entidad sin ánimo de lucro, inte-
grada por personas naturales y organizaciones de la sociedad 
civil comprometidas en la lucha contra la corrupción, capaces 
de generar opinión pública y de iniciar procesos dirigidos 
a evidenciar y combatir la corrupción, con las orientaciones 
de Transparencia Internacional. 

En octubre de 1998 se firmó el acta de constitución de Trans-
parencia Internacional Colombia, como capítulo nacional 
de Transparencia Internacional, la organización que lidera la 

Los ministros  
del “miti–miti”
En noviembre de este año 
se produce el llamamiento 
a juicio de los ex ministros 
Saulo Arboleda y Rodrigo 
Villamizar por el célebre 
caso del “miti–miti”, origi­
nado en la grabación de 
una conversación telefó­
nica en la cual hablan de 
repartirse equitativamen­
te la adjudicación de fre­
cuencias radiales en FM en 
el marco de una licitación 
que contemplaba la adju­
dicación de cien de ellas. 
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lucha contra la corrupción en el mundo. El 10 de diciembre 
de ese año se realizó la primera Asamblea de miembros, en 
la cual se confirmaron los nombramientos de Juan Lozano 
como Presidente y Rosa Inés Ospina como Secretaria Técnica 
y Representante Legal. La Junta Directiva quedaría integrada, 
además, por Sabas Pretelt de la Vega, Camilo Calderón Rivera 
y Germán Jaramillo Rojas.

1999
Desarrollo y posicionamiento  
de Ticol

En 1999, los gestores de la iniciativa se concentraron en 
promover la participación y adhesión a la organización de un 
mayor número de personas y organizaciones de la sociedad 
civil en todo el país y a planear lo que serían las primeras 
líneas estratégicas del trabajo. Desde el primer momento 
se entendió que la organización debería abordar tanto el 
trabajo con el sector público, como con el sector empresarial 
y la sociedad civil, organizada o no. 

Para iniciar el trabajo, esas líneas estratégicas se orienta-
ron a la representación de Transparencia Internacional en 
Colombia, a la promoción de alianzas con organizaciones 
locales –que en los últimos años implicaría una estrategia 
regional más sistemática– , al acompañamiento al Programa 
Presidencial contra la Corrupción, que el gobierno de Andrés 
Pastrana había creado a partir de una reunión de alto nivel 
con participación de importantes líderes anticorrupción de 
América Latina y de Ticol, y al seguimiento de la implemen-

Coca en un avión 
de la Fuerza Aérea 
Colombiana
En Miami, las autoridades 
incautan 600 kilos de co­
caína en un avión militar 
de la FAC, confirmando la 
infiltración de la mafia en 
un sector de la Fuerza Aé­
rea. El incidente motivó la 
renuncia de su comandan­
te, el general José Manuel 
Sandoval.
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tación de la Convención Interamericana contra la Corrupción 
en Colombia. 

Estas líneas estratégicas han sido objeto de evaluación, ajuste 
y revisión posteriores a través de ejercicios sistemáticos y 
periódicos de planeación estratégica.

 

Los Pactos de Integridad: una 
respuesta a la corrupción en la 
contratación

Históricamente, la corrupción en la contratación pública 
ha sido uno de los problemas críticos en Colombia. Se calcula 
que en promedio diez por ciento del gasto en estas contra-
taciones se desperdicia en corrupción y soborno. 

En 1999, el estudio Costos de la corrupción en Colombia, 
del Departamento Nacional de Planeación, calculaba 
que los costos directos de la corrupción entre 1991 y 
1996 ascendían a más de 4,4 billones de pesos de 1996, 
es decir, un promedio anual de 742 mil millones de pesos, 
equivalente a un 0,91% del Producto Interno Bruto, PIB, de 
los cuales 4,3 billones, equivalentes a 0,87% del PIB anual, 
correspondían a pagos de sobornos para la adjudicación 
de contratos. 

Para enfrentar este fenómeno, Transparencia por Colombia 
decidió implementar la metodología de los Pactos de Integri-
dad, desarrollada inicialmente por Transparencia Internacional 
para proteger la inversión de importantes recursos compro-
metidos en la contratación pública, mediante la suscripción 
de acuerdos celebrados entre los actores del proceso, evi-
tando que los contratos se adjudiquen mediante prácticas 
corruptas que generan detrimento del patrimonio público. 
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El Pacto hace explícitas las conductas que se quieren preve-
nir, señala las sanciones para quien viole los compromisos 
adquiridos, establece los mecanismos para aplicarlas y define 
quién decide sobre el particular. 

Una vez adecuada a la realidad colombiana, con el apoyo 
voluntario de Antanas Mockus, Guillermo Gaviria (años 
después asesinado por la guerrilla) Alejandro Linares y 
otros, la herramienta se orienta a mejorar la transparencia 
en la contratación pública, promover un cambio cultural 
voluntario respecto de la probidad en la utilización de los 
recursos públicos por parte de los funcionarios públicos y las 
empresas privadas, producir mapas de riesgos de corrupción 
que permitan tomar las medidas preventivas necesarias y re-
coger y analizar las lecciones aprendidas con los funcionarios 
públicos y proponentes. También pretende rendir cuentas a 
la opinión pública cuando se han generado dudas o preocu-
paciones sobre la transparencia de los procesos.

Esta herramienta permite articular en un mismo ejercicio al 
sector público que convoca la licitación, al sector privado 
que decide participar en ella y a la sociedad civil, que junto 
con Transparencia, hacen control a la ejecución de esos 
recursos del Estado.

Así definida se presentó en un evento público a los principa-
les ejecutores de recursos del Estado, tanto públicos como 
privados. El Ministerio de Comunicaciones fue el primero 
en acoger la invitación a aplicar Pactos de Integridad en los 
procesos licitatorios de las dos fases de Compartel y del ser-
vicio de telefonía móvil PCS. Este mismo año se suscribieron 
convenios para implementar Pactos en  la contratación de 
la Gobernación de Risaralda, la Gobernación del Atlántico, la 
Cámara de Comercio de Barranquilla, el Fondo Nacional de 
Regalías y el Ministerio de Desarrollo para la modernización 
de acueductos municipales. 

El Estado paga por el 
caso Dragacol 
El Ministerio del Trasporte 
pagó a la compañía Draga­
col indeminizaciones por 
26 mil millones de pesos 
por el supuesto incumpli­
miento de contratos firma­
dos entre esa compañía y el 
Ministerio para dragar el 
río Magdalena y los puertos 
de Cartagena, Barranquilla 
y Buenaventura. Cinco ex 
funcionarios del Ministerio 
fueron detenidos y se in­
vestigó a seis ex ministros 
de esa cartera y al dueño de 
la firma, Reginaldo Bray. 
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Desde entonces, Transparencia por Colombia se convirtió 
en la organización líder de Transparencia Internacional a 
nivel mundial en la implantación de Pactos de Integridad y 
acompañó 85 procesos de contratación pública, los cuales 
involucraron recursos por un valor cercano a US$3.200 millo-
nes. Los procesos fueron adelantados por 31 entidades del 
Estado colombiano en diez sectores representativos de la 
economía nacional: comunicaciones, obras públicas, trans-
porte, informática, finanzas, adecuación de tierras, alimentos 
y bebidas, servicios de suministro, energía e interventorías.
 
En torno a este acompañamiento se suscribieron 62 Pactos 
de Integridad, en los cuales se concertó la participación 
de 301 compañías nacionales y 52 internacionales. En este 
mismo sentido, en desarrollo de la construcción de compro-
misos éticos, cerca de 700 servidores públicos suscribieron 
declaraciones éticas. 

Además, la metodología de Pactos de Integridad fue com-
partida con la Veeduría Distrital de Bogotá, mediante un 
ejercicio de transferencia y capacitación realizado durante 
2002 y 2003. Así, la Veeduría pudo acompañar con Procesos 
de Integridad a 16 entidades del Distrito en 49 contratacio-
nes, en las que se protegieron 1.562 millones de dólares 
de recursos públicos distritales, con participación de 250 
empresas nacionales y 24 internacionales.

Vicepresidencia de TI
Un primer reconocimiento importante al trabajo de Trans-
parencia por Colombia como capítulo de TI fue la elección 
a la Junta Directiva de Transparencia Internacional, a nivel 
mundial, de su Directora Ejecutiva. La misma que luego en 
2002 sería reelegida a la Junta y nombrada Vicepresidenta 
por tres años, hasta 2005.

Nuevas 
investigaciones 
en escándalo de 
Foncolpuertos 
El saqueo al Fondo de Pa­
sivos Pensionales de Col­
puertos, Foncolpuertos, 
investigado desde hacía 
varios años, volvió a ser 
noticia al comprobarse 
que la gran mayoría de 
liquidaciones se aprobaron 
con documentos falsos, en 
una defraudación en la 
que participaron magistra­
dos, jueces, abogados y ex 
funcionarios de alto nivel, 
y que ascendió a más de 2 
billones de pesos.
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2000
Surge Transparencia por Colombia de 
un acuerdo con la Iniciativa Empresarial 
contra la Corrupción

Los recientes hechos de corrupción en el país, el as-
censo de un gobierno abanderado de la transparencia y la 
consecuente puesta en marcha del Programa Presidencial 
de Lucha contra la Corrupción contribuyeron a generar un 
ambiente favorable a la transparencia. En ese contexto, un 
grupo de empresarios se motivó a desarrollar una Iniciativa 
Empresarial contra la Corrupción, liderada por la Fundación 
Corona y la Organización Merck de Colombia, las cuales 
apropiaron algunos recursos y establecieron una alianza con 
el Ethics Resources Center de Washington. 

Durante este proceso, los empresarios encontraron que ya 
se desarrollaba la propuesta de Transparencia Internacional 
Colombia, Ticol, por lo cual los responsables de las dos pro-
puestas entraron en contacto. Tras un año de acercamientos 
y diálogos, en noviembre de 2000 se logró la fusión entre 
Transparencia Internacional Colombia, Ticol y la Iniciativa 
Empresarial contra la Corrupción. La nueva organización, 
con los mismos objetivos fundamentales, tomó el nombre 
de Corporación Transparencia por Colombia, capítulo na-
cional de TI.

Como parte de los acuerdos, la Corporación entró a mane-
jar los recursos del convenio entre las Fundaciones Merck 
y Corona, lo que significó un importante impulso para la 
refinanciación de Transparencia por Colombia. Además se 

El caso Pomarico: 
Desfalco en el 
Congreso 
La Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia ordenó 
privar de la libertad a cinco 
congresistas involucrados 
en la celebración indebida 
de contratos ilegales por 
más de 5.000 millones de 
pesos con el presupuesto 
de la Cámara de Represen­
tantes. Los congresistas 
facultaron al director ad­
ministrativo de la Cámara 
para firmar más de 100 
contratos de obras y sumi­
nistros y más de 1.000 de 
prestación de servicios, sin 
convocatorias, con objetos 
de contratos falsos o inne­
cesarios y costos inflados, 
a empresas de papel o sin 
acreditaciones. 
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expandieron sus bases abriendo las puertas a la vinculación 
de importantes organizaciones empresariales, a la vez que 
se tomó la decisión de establecer la ética empresarial como 
una de las líneas prioritarias de trabajo. 

Se creó un Consejo Rector con miembros vitalicios que 
velan por los principios y fines de la Corporación, integrado 
inicialmente por Juan Lozano Ramírez, Alejandro Linares 
Cantillo, Andrés Echavarría Olano y Rodrigo Gutiérrez Duque, 
el cual ha venido evolucionando, y se nombró una primera 
Junta Directiva con presencia del sector privado empresarial 
integrada por Sabas Pretelt de la Vega, Guillermo Carvaja-
lino Sánchez, Clemens Caicedo Wilhem y Camilo Calderón 
Rivera. Como Directora Ejecutiva fue ratificada Rosa Inés 
Ospina Robledo. 

El establecimiento de un capítulo nacional de Transparencia 
Internacional con las características que finalmente adquirió, 
gracias a la inclusión de empresas y empresarios como miem-
bros, y unas reglas de juego para manejar su participación y 
proteger a Transparencia por Colombia, hicieron de este un 
hito bastante sui generis en todo el mundo.

Comienzan a publicarse los Cuadernos 
de Transparencia

Como una estrategia para recoger y divulgar las expe-
riencias y los aprendizajes del trabajo realizado, Transparencia 
por Colombia empieza a producir distintas publicaciones y 
presenta la primera versión de la página web de la Corpo-
ración. Entre las publicaciones se destaca la serie Cuadernos 
de Transparencia, que en su primer número, de julio de 
2000, se dedicó a la presentación de la herramienta Pactos 
de Integridad. 

Nueve mil millones 
perdidos en 
municipios
La Contraloría de Cundi­
namarca informó que el 
departamento perdió nue­
ve mil millones de pesos 
durante los tres últimos 
años por la contratación 
de obras de infraestructura 
que nunca fueron termina­
das o que no sirvieron para 
lo que fueron diseñadas. 
Los municipios compro­
metidos son: Anolaima, 
Beltrán, Cáqueza, Chía, 
Chocontá, Fosca, Fusaga­
sugá, La Peña, La Vega, 
Pacho, Pandi, San Francisco 
y Villagómez, entre otros.
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Los Cuadernos de Transparencia se han constituido en un me-
dio fundamental para la sistematización y la multiplicación de 
conocimientos relacionados con la lucha contra la corrupción 
en Colombia, resultantes del trabajo de investigación y de de-
sarrollo de proyectos y programas por parte de la Corporación. 

Entre 2002 y 2008 se han publicado dieciséis Cuadernos de 
Transparencia sobre diversos temas y experiencias: las vee-
durías ciudadanas, estudio de caso sobre el Sistema Nacional 
de Integridad, Principios empresariales para contrarrestar el 
soborno, Convención Interamericana contra la Corrupción, 
Control social en Colombia, Estudio sobre los riesgos de la 
incidencia indebida de intereses particulares en la formación 
de las leyes, Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción, Monitoreo ciudadano a herramientas de trans-
parencia en la contratación pública, Conflicto armado y delin-
cuencia organizada: escenarios de corrupción, Observatorios 
ciudadanos a concejos municipales, la primera encuesta na-
cional sobre prácticas contra el soborno en empresas colom-
bianas y La reconfiguración cooptada del Estado: más allá de 
la concepción tradicional de la cultura económica del Estado. 

Detenido el 
Registrador Nacional 
Jaime Calderón Brugés, 
Registrador Nacional del 
Estado Civil, fue detenido y 
acusado de enriquecimien­
to ilícito, por el supuesto 
recibo de varios cheques, 
por valor de 40 millones de 
pesos, girados por Miguel 
Rodríguez Orejuela, capo 
del cartel de Cali. 

2001
Lanzamiento de Transparencia  
por Colombia

En mayo se lleva a cabo en Bogotá la presentación pública 
de la nueva organización producto de la fusión, Transparen-
cia por Colombia, en un acto en el cual destacados empresa-
rios, profesionales e instituciones aceptan hacer parte de la 



25

L a l í n e a  de tiempo

misma y suscriben públicamente su compromiso de trabajar 
por la transparencia y contra la corrupción en Colombia, 
respetando la organización como instancia independiente, 
líder en el tema y miembro de Transparencia Internacional. 

El evento tuvo gran impacto en el sector empresarial, la 
academia y los medios de comunicación, en el plano na-
cional e internacional, y constituyó un hito importante en 
el posicionamiento y la legitimación de Transparencia por 
Colombia como organización de la sociedad civil compro-
metida contra la corrupción. 

Las Islas de Integridad: prevención de 
la corrupción

Ante los primeros resultados de la evaluación de los 
Pactos de Integridad y la necesidad de contar con una herra-
mienta que enfrentara no sólo procesos de contratación in-
dividuales (como es el caso de los Pactos de Integridad), sino 
procesos organizacionales de conjunto, se puso en marcha la 
construcción de Islas de Integridad. La primera se desarrolló 
en el Fondo Financiero de Proyectos de Desarrollo, Fonade, 
en el proceso de selección y adjudicación de contratistas y 
la segunda en la Fábrica de Licores y Alcoholes de Antioquia, 
en la selección y contratación de distribuidores.

Esta herramienta, que se aplica de manera preferente en una 
entidad pública, se planteó con los propósitos de fortalecer la 
cultura ética en los funcionarios y en las organizaciones, cons-
truir mapas de riesgos de corrupción con actores internos y 
externos, diseñar y aplicar medidas que blinden el proceso 
organizacional seleccionado frente a la corrupción, construir 
medidas y suscribir compromisos éticos con los actores que 
intervienen en el proceso organizacional. 
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La propuesta nació como una alternativa para generar 
procesos de integridad sostenibles y replicables dentro de 
una organización y hacia otras organizaciones, potenciando 
actitudes y liderazgos favorables a la transparencia en entida-
des que por su reconocimiento público y sus antecedentes 
pudieran protagonizar ejercicios ejemplarizantes. 

La realización de cuatro ejercicios más, entre 2002 y 2006 
(Senado de la República, Banco Agrario, Universidad Nacional 
y Ministerio de Defensa) permitió el ajuste metodológico de 
la herramienta.

Como balance de este esfuerzo, puede decirse que se 
construyeron mapas de riesgos con 500 funcionarios y ase-
sores del Estado, se suscribieron 152 declaraciones éticas, 
se conformaron grupos focales con la participación de 157 
entidades privadas y se protegieron cerca de 120 millones 
de dólares de recursos públicos.

Transparencia por Colombia también ofreció capacitación a 
funcionarios de Camacol Boyacá Casanare para la aplicación 
de la herramienta en otros procesos de acompañamiento a 
distintas organizaciones territoriales públicas o mixtas.

Nace el área de Sector Privado

Un punto muy importante de los acuerdos que dieron 
origen a la nueva Corporación permitió el desarrollo del 
Área de Sector Privado en Transparencia por Colombia, la 
cual contó con la asistencia técnica y financiera del Ethics 
Resources Center de Washington. Su propósito se orientó 
a capitalizar y ampliar tanto la creciente credibilidad en el 
trabajo de la Corporación, como la disposición de los em-
presarios colombianos a abordar el tema de la corrupción 
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con especial énfasis en el soborno, en el marco de la respon-
sabilidad social empresarial o corporativa.

Su trabajo comenzó con el diseño del modelo de programas 
integrales de ética en grandes empresas, con dos ejercicios 
realizados en Locería Colombiana y Credibanco, y apoyados 
por el Ethics Resources Center, a través de los cuales se 
avanzó en la implementación de una herramienta geren-
cial orientada a afianzar la confianza y el equilibrio en las 
relaciones con los distintos grupos de interés e incrementar 
la competitividad.

Con las Pymes se realizó un ejercicio piloto en Hermagú, 
apoyado por el Centro Colombiano de Responsabilidad 
Empresarial, que buscaba probar y adaptar la metodología 
de programas integrales de ética a la pequeña y mediana 
empresa, como una herramienta de autogestión. El avance 
de este trabajo se concretaría en el montaje del Programa 
Integral de Ética Rumbo Pymes, que sería presentado ofi-
cialmente en 2004. 

Las acciones de Transparencia por Colombia dirigidas al 
sector privado apuntan a generar en los empresarios com-
promiso en la lucha contra la corrupción, así como condi-
ciones para el establecimiento de relaciones empresariales 
basadas en la ética y la confianza con todo sus grupos de 
interés: empleados, clientes, proveedores, competencia, 
Estado y comunidad.

 

El Sistema Nacional de Integridad 

Si bien el Índice de Percepción de la Corrupción, del 
cual Colombia formó parte desde 1995, (llegó a ocupar el 
peor lugar) era una buena herramienta para mantener el 

Termo Río, triunfo 
costoso del Estado
En 2001 se destapó el es­
cándalo de Termo Río, una 
sociedad entre la Electrifi­
cadora del Atlántico, una 
empresa de papel de un 
ingeniero barranquillero 
y la multinacional Lease 
Co., que sin haber vendido 
nunca un solo kilovatio se 
ganó un contrato para el 
suministro de energía en el 
Atlántico, por veinte años. 
El incumplimiento del con­
trato por la liquidación de 
la Electrificadora del Atlán­
tico llevó a la presentación 
de una demanda de in­
demnización de Termo Río, 
resuelta inicialmente en 
contra del Estado colom­
biano que debería pagar 
60,3 millones de dólares. El 
Gobierno Colombiano ape­
ló el fallo y el Consejo de 
Estado lo anuló en agosto 
de 2002. Termo Río y Lease 
Co. demandaron enton­
ces al Estado colombiano 
ante una Corte de Estados 
Unidos. El Estado ganó la 
demanda en 2007, pero 
gastó muchos millones 
de pesos en los costos de 
defensa del caso. 
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tema de la lucha contra la corrupción en la agenda pública 
nacional e internacional, la Corporación entendió la necesi-
dad de desarrollar herramientas propias y más precisas para 
comprender las características de la corrupción en el sector 
público colombiano y su evolución, y como insumo para 
el desarrollo de programas que involucrara a los distintos 
sectores de la vida nacional. 

Así, la Corporación se propuso buscar la manera de recopilar, 
producir, analizar y divulgar información periódica, suficiente 
y oportuna sobre el desempeño de los distintos pilares, reglas 
y prácticas del denominado sistema Nacional de Integridad, 
concepto desarrollado por Transparencia Internacional que 
define como pilares de ese sistema al Ejecutivo, el Legislativo, 
el Judicial, los organismos de control, los gobiernos locales, 
los medios de comunicación, la sociedad civil, el sector 
privado y la cooperación internacional. 

Un primer esfuerzo se hizo en 2000, al convencer al Gobier-
no Nacional y al Instituto del Banco Mundial para hacer el 
estudio sobre “Gobernabilidad, Corrupción y Desempeño 
Institucional”, en el cual participó activamente la Corpora-
ción en alianza con otras organizaciones sociales. El mismo 
se constituyó en línea de base para los trabajos posteriores 
realizados por el Banco Mundial. Luego, en 2001, Ticol formó 
parte de la iniciativa impulsada por TI en más de veinte países 
del mundo para recoger información sobre la situación for-
mal versus la real de los pilares, con base en la metodología 
conocida como “Estudios de Caso por país, del Sistema 
Nacional de Integridad”.

A partir de estos insumos se decidió empezar a construir el 
Índice de Integridad de las Entidades Públicas Colombia-
nas, (hoy Índice de Transparencia) otra de las herramientas 
que se consolidaría con amplio reconocimiento nacional e 
internacional.
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Pasantías nacionales e internacionales
Ante la demanda por conocer y aprender de la expe-
riencia del Capitulo Colombiano de TI, desde 2001 
Transparencia por Colombia emprendió un programa 
de pasantías que permitió a los miembros de capítulos 
nacionales de Transparencia Internacional visitar Colom-
bia y conocer de primera mano el trabajo que desarrolla 
la Corporación y, a su vez, adquirir nuevos conocimiento 
para fortalecer a Ticol. 

2002
Municipios cuidadosos de los recursos 
públicos

Este proyecto buscó implementar una metodología in-
tegral de lucha contra la corrupción en el ámbito municipal, 
que convocaba a actores estatales y sociales (integrantes del 
Sistema Municipal de Integridad) para la formulación, ejecu-
ción y evaluación de un Plan Municipal por la Transparencia 
o por la Intregridad.

El proyecto se implementó en los municipios de Paipa (Bo-
yacá) y Malambo (Atlántico), en asocio con la Corporación 
Protransparencia Atlántico. En desarrollo del proyecto se 
diseñó y probó una metodología de capacitación que dotó 
a miembros de organizaciones de la sociedad civil, gremios 
empresariales, medios de comunicación, representantes 
de las principales entidades públicas y a miembros de los 
Consejos Municipales de Planeación en los municipios ob-
jeto del proyecto, de elementos teóricos y prácticos sobre 
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el Sistema Nacional de Integridad. Además, se asesoró a los 
grupos locales en la elaboración, ejecución, seguimiento y 
evaluación del Plan y se evaluaron los primeros resultados 
de las acciones conjuntas contenidas en el Plan.

En Paipa se formuló de manera participativa el Plan Convite 
Paipano por la Integridad para el Manejo de los Recursos 
Públicos y la Gestión Social sin Corrupción. En desarrollo 
del Plan, el alcalde adoptó el Código de Ética de la Adminis-
tración Pública, diseñó y puso en operación la página web 
de la alcaldía, realizó dos ejercicios de rendición de cuentas, 
fortaleció el sistema de control interno de la alcaldía y le 
entregó una oficina a las organizaciones sociales. 

Por su parte, las organizaciones sociales elaboraron su Guía 
de Principios Éticos, nueve programas radiales para socia-
lizar el Plan, prepararon una propuesta de cabildo abierto 
para presentar al Concejo y diseñaron y llevaron a cabo una 
veeduría al Instituto de Turismo del municipio. El Concejo 
municipal también elaboró su Guía de Principios Éticos en 
el tema de corrupción.

Con el adelanto del proyecto se logró en Paipa un mayor cli-
ma de confianza entre los servidores públicos y la ciudadanía, 
así como mejoró allí la imagen de honestidad de la Alcaldía, 
el Concejo Municipal y los órganos de control.

Las evaluaciones realizadas en Paipa por los participantes 
directos del proyecto dan cuenta de una recuperación de 
valores como la tolerancia, el respeto por los otros y la dis-
posición a escucharlos y la apertura al acercamiento entre 
actores tradicionalmente enfrentados. 

En Malambo se formuló participativamente el Plan por la 
Valoración y Cuidado de lo Público en Malambo, con ocho 
líneas de acción: desarrollo de valores éticos, desarrollo de 
meritocracia, estímulo a la participación entre instituciones 
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públicas y privadas, fortalecimiento de las veedurías, me-
joramiento de la comunicación entre la sociedad civil y la 
administración pública, visibilidad en los procesos públicos 
y capacitación para el cuidado de los recursos públicos.

Allí el alcalde no participó en el proyecto y sus manejos 
fueron señalados como poco transparentes. Debido a esto, 
las organizaciones sociales consideraron que la imagen 
de honestidad sólo mejoró en cuatro dependencias de la 
alcaldía (Gobierno, Hacienda, Secretaría Privada y Salud) de 
las trece que fueron objeto de encuesta a los ciudadanos, 
así mismo encontraron que se presentó una desmejora en 
la de la alcaldía municipal.

Ampliación y cualificación  
del Control Social 

Con recursos de donación de la familia Echavarría, se 
inició el programa de Ampliación y Cualificación del Control 
Social, orientado a apoyar y cualificar a organizaciones de la 
sociedad civil en ejercicios de control social que contribuyan 
al fortalecimiento de la transparencia en sus respectivas en-
tidades territoriales y al empoderamiento de la ciudadanía. 

Para lograrlo, se promovió la utilización calificada de herramien-
tas de control social entre organizaciones sociales, gremiales, 
profesionales y comunitarias, mediante el apoyo técnico y 
financiero a ejercicios de control social propuestos por ellas. 

Se respaldaron nueve, con las cuales se inició el programa: 
Manizales Cómo Vamos y El Alcalde pasa al Tablero (Corpo-
ración Cívica de Caldas y Cámara de Comercio de Manizales); 
Pérdida de investidura de congresistas (Red de Veedurías de 
Colombia); Observatorio del Consejo Municipal de Cartagena 
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(Funcicar, Red de Veedurías Ciudadanas y Cámara de Comer-
cio de Cartagena); Veeduría a las regalías petroleras directas 
de la Comuna 11 en Cartagena (Corporación Convergencia, 
JAL Comuna 11 y Veeduría Voz Ciudadana); Veeduría a tres 
proyectos del Programa Empleo en Acción (Fundación 
Participar, Unab y Cámara de Comercio de Bucaramanga); 
Fortalecimiento del Programa Probidad-Cauca y segui-
miento al Pacto de Transparencia firmado por el Alcalde de 
Popayán (Consejo Gremial y Empresarial del Cauca y Cámara 
de Comercio del Cauca); Apoyo a las comunicaciones de la 
Veeduría al Plan de Desarrollo de Medellín (Federación An-
tioqueña de ONG y Red Entre Todos); Veeduría Ciudadana a 
tres proyectos del Plan de Desarrollo Municipal (Asociación 
de Veedurías Ciudadanas de Paipa). 

El Programa mostró cómo numerosas organizaciones de 
diverso carácter están involucradas en el control social uti-
lizando novedosas herramientas para adelantarlo. También 
hizo ver que dichas organizaciones requieren apoyo institu-
cional para consolidar transformaciones importantes en la 
gestión pública y en su interlocución con la ciudadanía y el 
sector privado en búsca de la transparencia.

En esta perspectiva, el Programa de Ampliación y Cualifica-
ción del Control Social apoyó la constitución, en 2004, de una 
Red de Control Social con 18 proyectos en curso, todos dirigi-
dos a hacer seguimiento a temas de gran importancia muni-
cipal como el POT, regalías, asambleas y concejos, pactos de 
transparencia, compromisos en los consejos comunitarios e 
información de las alcaldías en Internet. La Red se orientó a 
propiciar escenarios de encuentro e intercambio de aprendi-
zajes entre los actores sociales participantes en los proyectos. 

El programa, además, derivó en la constitución, en 2007, del 
Fondo para el Apoyo del Control Ciudadano a los Asuntos 
Públicos, que siguió acompañado técnica y financieramente 
ejercicios similares. 

Asesinado periodista 
que luchaba contra la 
corrupción
El 30 de enero de 2002, fue 
asesinado el subdirector 
del periódico La Patria de 
Manizales, Orlando Sierra, 
quien libraba una intensa 
campaña contra la corrup­
ción desde sus columnas e 
informes. El asesinato fue 
atribuido a una alianza 
entre políticos locales y 
jefes paramilitares. Tres 
hombres fueron juzgados y 
condenados como autores 
materiales del crimen. En 
septiembre de 2006 fue 
llamado a rendir versión 
libre el director del Parti­
do Liberal en Caldas y ex 
diputado Ferney Tapasco 
González, señalado por 
testigos como autor inte­
lectual del homicidio. 
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Cátedra de Transparencia  
en las universidades

Transparencia por Colombia, en asocio con la Universi-
dad de Los Andes, el Politécnico Grancolombiano y el Centro 
de Estudios Superiores de Administración CESA, inició el 5 
de marzo de 2002 la Cátedra de Transparencia, un progra-
ma dirigido a sensibilizar a los jóvenes sobre la urgencia de 
asumir comportamientos éticos y comprometerse desde la 
academia con la transparencia y el respeto de lo público. 

La Cátedra se desarrolló con base en cuatro componentes: 
estudios de caso que permitieron aproximar a los estu-
diantes de manera práctica al análisis de problemas éticos; 
plenarias universitarias que analizaron temas de interés 
público; talleres de valores en acción con una metodología 
de juego de roles y espacios de reflexión e intercambio de 
experiencias pedagógicas sobre la enseñanza de la ética 
para los profesores.

El programa, diseñado con recursos de donación de la 
Fundación Shell, constituyó una iniciativa interuniversitaria 
novedosa que permitió reunir a estudiantes y docentes de 
distintas regiones del país con líderes de organizaciones 
públicas y privadas en un proceso de reflexión sobre los 
valores y los retos éticos que deben afrontar los profesiona-
les y las organizaciones contemporáneas para avanzar en la 
construcción de un país más íntegro. 

El programa alcanzó a contar con 19 universidades vincula-
das en cuatro ciudades, con cerca de diez mil estudiantes 
trabajando con los materiales e insumos de la Cátedra, 
entre ellos diez estudios de caso sobre temas como el robo 
a Foncolpuertos, el ejemplo de responsabilidad social de 
Hocol, el análisis de las exenciones en la reforma tributaria 
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y la responsabilidad social de la televisión. A la vez, los 
estudiantes tuvieron la oportunidad de escuchar en las 
plenarias a personalidades como Antanas Mockus, Andrés 
Oppenheimer, Frank Navran, Rubén Darío Lizarralde y Juan 
Sebastián Betancur. 

La Cátedra fue incluida en las ediciones especiales en in-
glés y en español del Tool Kit Enseñar ética a los jóvenes de 
Transparencia Internacional, como una de las once iniciativas 
exitosas de educación anticorrupción, desarrolladas por los 
capítulos nacionales de TI en el mundo. 

Finalizando el primer semestre de 2006, la Cátedra había rea-
lizado 42 plenarias abiertas al público que convocaron a cerca 
de sesenta conferencistas y contaron con la participación de 
alrededor de diez mil personas. También se desarrollaron 278 
talleres con 3.534 estudiantes.

En 2007, tras un ejercicio de evaluación externa, la Corpora-
ción decidió entregar la coordinación de la Cátedra a las uni-
versidades vinculadas, las cuales, después de seis años, conta-
ban con los materiales y el personal entrenado para continuar 
las acciones, como lo hicieron las universidades de Bogotá.

Nace y evoluciona el Índice de 
Integridad

En septiembre de 2002, Transparencia por Colombia 
lanzó el Índice de Integridad de la Entidades Públicas. En 
su primera versión, el Índice calificó 88 entidades del sector 
público del orden nacional y se presentó acompañado de un 
análisis comparativo de los resultados para las tres ramas del 
poder público y los órganos de control del Estado.
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Esta herramienta materializa de manera muy efectiva la 
intención de recopilar, producir, analizar y divulgar informa-
ción periódica, suficiente y oportuna sobre el desempeño 
de los distintos pilares, reglas y prácticas del denominado 
Sistema Nacional de Integridad. Buscó generar un mayor 
conocimiento sobre los temas de corrupción e integridad en 
el país, construir canales para garantizar un fácil acceso a la 
información sobre ellos y aportar elementos a la definición 
de políticas de lucha contra la corrupción.

Este instrumento le toma la temperatura a los riesgos de 
corrupción, es decir, a la probabilidad de que ocurran hechos 
de corrupción asociados a las condiciones institucionales y 
de la gestión administrativa de la entidad. De esta manera 
ha contribuido a la identificación de puntos vulnerables del 
proceso administrativo de las entidades, al tiempo que ha 
señalado elementos para que el Gobierno nacional avance 
en una cultura de la medición, en la buena disposición a la 
entrega de información cualificada y en la toma de acciones 
para mejorar sus resultados.

Esta fue la primera herramienta independiente y anual para 
medir el desempeño de las principales entidades públicas 
colombianas en tres factores representativos de un compor-
tamiento íntegro: transparencia, control y sanción, y eficiencia 
e institucionalidad. La medición combinó información de 
percepción con datos objetivos del desempeño institucio-
nal producidos por el mismo Estado, buscando superar la 
tradición de evaluar el fenómeno de la corrupción sólo con 
base en la percepción. 

Durante sus tres primeros años el Índice maduró y ajustó sus 
instrumentos de medición, incluyendo nuevos indicadores 
y diferenciando en la presentación de resultados los datos 
de percepción de la Encuesta de Desempeño Institucional 
y las calificaciones obtenidas por las entidades después de 
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la evaluación de información objetiva entregada por las 
entidades a la Corporación.

Después de tres publicaciones anuales, el Índice pasó a ser 
una herramienta bienal, que presentó su cuarta versión en 
2006, sobre los años 2004 y 2005 y su quinta versión en 
2008, sobre los años 2006 y 2007. A la vez, cambió su nom-
bre a Índice de Transparencia y continúa siendo mejorada y 
ajustada recogiendo los aprendizajes de la socialización de 
sus resultados y la apropiación que del mismo han tenido 
las entidades públicas evaluadas, como herramienta para el 
fortalecimiento de su gestión institucional. 

La cuarta versión del Índice, en 2006, presentó otra variante 
innovadora: por primera vez se publicó un Índice de Trans-
parencia específico para entidades con régimen y naturaleza 
especial, en el cual se incluyeron todas las empresas indus-
triales y comerciales del Estado, las sociedades de economía 
mixta, sociedades públicas por acciones y empresas de 
servicios públicos domiciliarios.

El Índice ha logrado articularse a los planes estratégicos de 
las entidades, como un indicador de los sistemas de gestión 
de calidad. Algunas de las entidades han desarrollado a 
partir de él dinámicas de mejoramiento institucional como 
planes de acción, comités de seguimiento a la transparencia 
institucional, jornadas de capacitación sobre el índice y el rol 
del autocontrol, incorporación de procesos de transparencia 
y acceso a la formación pública e implementación de siste-
mas de gestión de calidad. De hecho, la medición de 2005 
puso en evidencia una tendencia de mejoramiento en los 
puntajes de la mayoría de las entidades monitoreadas en el 
nivel nacional (trece puntos en el promedio general frente 
a la medición de 2003). 
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Este ejercicio ha contado con el apoyo financiero y técnico 
del Banco Interamericano de Desarrollo (recursos del Fondo 
Japonés) y la Embajada de los Países Bajos.

En 2004 se publicó por primera vez el Índice Departamental 
de Integridad, herramienta estructurada mediante un conve-
nio con el Banco Interamericano de Desarrollo, que financió 
la producción de los Índices de Integridad Departamentales 
y Municipales hasta 2007. 

En 2005 se presentó el primer Índice de Transparencia Mu-
nicipal, que ofreció indicadores sobre 148 municipios que 
atendieron la convocatoria para realizar la primera versión de 
esta herramienta. Más adelante se precisarán sus alcances.

Votebien.com: seguimiento a los 
procesos electorales desde  
la sociedad civil

Desde 2002, Transparencia por Colombia, en alianza con 
varias organizaciones sociales y medios de comunicación, 
ha promovido esta iniciativa con el propósito de ampliar las 
condiciones de transparencia de los procesos electorales, 
a través de la producción de información objetiva e inde-
pendiente que sirva a los ciudadanos para ejercer un voto 
informado. 

Votebien.com ha cubierto las elecciones presidenciales y 
a Congreso de 2002 y 2006, así como las elecciones terri-
toriales de 2003 y 2007. Durante este tiempo, Votebien se 
ha posicionado como una iniciativa pionera, innovadora y 
pertinente, y como punto de referencia para la academia, la 
ciudadanía, y otros medios de comunicación.



10 añ os de Transparencia  por Colombia

38

Votebien ha logrado impactar en la agenda pública electoral 
y la información producida por la alianza y publicada en el 
portal es citada por medios de comunicación nacionales, 
prensa extranjera e importantes editorialistas. 

Reconocimiento especial merece el incremento en la partici-
pación y aportes de los ciberciudadanos, quienes denuncian 
a través de la página web del proyecto hechos irregulares, 
fraude electoral, o financiación excesiva o indebida en las 
campañas electorales.

En 2006 Votebien produjo “Cómo cubrir elecciones, Manual 
para periodistas” y en 2007 se realizaron talleres para perio-
distas de distintas regiones.

2003
Transparencia hace una reflexión sobre 
su trabajo de cinco años 

Al cumplir cinco años de fundada, la Corporación hizo 
una autoevalución de su gestión, a manera de rendición de 
cuentas, con el propósito de enriquecer las prácticas ciuda-
danas y la interlocución con el Estado. 

El informe de la evaluación destacó que, a pesar de que 
diversas reformas al Estado han incorporado formalmente 
la lucha contra la corrupción en Colombia, “no han logrado 
afianzar una cultura de cuidado de lo público ni consolidar la 
institucionalidad estatal correspondiente”. Reconoció que los 
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esfuerzos contra la corrupción empezaban a mostrar lentos 
resultados, pues el país pasó en el Índice de Percepción de 
Corrupción de Transparencia Internacional de 2,7 en 1997 a 
3,7 en 2003, pero sin lograr avanzar de manera sistemática en 
la consolidación de un Sistema Nacional de Integridad.

El informe resaltó que en sus primeros cinco años Transparen-
cia por Colombia implementó un conjunto de metodologías 
y herramientas de carácter preventivo e impulsó políticas 
públicas, acuerdos voluntarios y compromisos éticos para la 
construcción de integridad, lo cual le permitió posicionarse 
como una organización de referencia en la lucha contra la 
corrupción a nivel regional e internacional. Igualmente, des-
tacó la construcción de alianzas con entidades multilaterales, 
fundaciones internacionales y agencias de cooperación, para 
desarrollar proyectos enfocados hacia el cumplimiento de 
su misión, aludiendo de manera especial al trabajo conjunto 
con Transparencia Internacional y el Ethics Resource Center de 
Estados Unidos. 

El informe propone, para una segunda fase de Transparencia 
por Colombia, orientar sus esfuerzos a la consolidación de un 
Sistema Nacional de Integridad por medio de las siguientes 
tareas: identificación y trámite de los conflictos de interés a 
favor de lo público, transformación estructural del sistema 
electoral, fortalecimiento de la transparencia y la respon-
sabilidad en el aparato estatal mejorando los sistemas de 
información, fortalecimiento del servicio público mediante 
mecanismos estructurales y generalizados de meritocracia, 
fortalecimiento de las unidades especiales anticorrupción 
en todas las instituciones encargadas de hacer control y 
fortalecimiento de la integridad en las entidades territoriales, 
entre otras.
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Se crea Internet para la rendición  
de cuentas

Un factor fundamental para lograr la transparencia en 
la gestión administrativa y política del Estado tiene que ver 
con garantizar un flujo constante, abierto y pertinente de 
información desde la administración hacia los ciudadanos. 
Por eso, Transparencia por Colombia, en alianza con Colnodo 
y con el apoyo financiero de GTZ y USAID, desarrolló el pro-
yecto Internet para la rendición de cuentas. 

El proyecto se orientó al diseño e implementación de un 
software para el montaje, administración y alimentación 
autónoma por parte de los funcionarios municipales de una 
página web de la alcaldía, que fortaleciera la transparencia 
de la gestión municipal, apoyara la rendición de cuentas 
presencial de los alcaldes y facilitara el control social. El mon-
taje piloto se hizo en las alcaldías de Buga, Pasto, Popayán 
y Rionegro.

La herramienta permite a las administraciones municipales 
del país acercarse al concepto de gobiernos transparentes y 
en línea, crear sitios web propios, ofrecer unos mínimos de 
información a la ciudadanía, apoyar ejercicios de rendición 
de cuentas, favorecer el derecho y el deber ciudadanos de 
informarse, opinar y hacer seguimiento y control a la ges-
tión de sus autoridades, contribuir a la gobernabilidad de 
los municipios, aportar a la legitimidad de la gestión de las 
administraciones municipales y contribuir a la disminución 
de riesgos de corrupción.

En 2004, esta herramienta fue donada por Transparencia 
al Gobierno Nacional que, mediante la Agenda de Co-
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nectividad logró que en 2007, fuera llevado a más de 700 
municipios del país.

En una segunda fase del proyecto se desarrolló una nue-
va versión del software para alcaldías, con mejoras en la 
estructura, los contenidos, la navegabilidad y los aspectos 
técnicos para su implementación. Esta fase también incluyó 
un software para la rendición de cuentas de contralorías 
territoriales, de tal forma que éstas puedan fortalecer la 
transparencia tanto de su gestión, como la de las entidades 
que son sujeto de su control. Este software fue usado en 
2007 por más de 4.000 entidades que presentaron informe 
fiscal anual a la Contraloría de Antioquia. Este software fue 
donado en 2006 al Consejo Nacional de Contralores y a la 
Auditoría General de la República con el propósito de pro-
mover su uso masivo.

Gracias a Internet para la rendición de cuentas, se posicio-
naron en el país unos mínimos de información municipal 
que deben ser publicados en Internet como indicadores 
de visibilidad de la entidad. El proyecto fue el primero que 
produjo recomendaciones para la rendición de cuentas en el 
país, con relación a la preparación y desarrollo de audiencias 
públicas de rendición de cuentas de los alcaldes, recomen-
daciones que han sido recogidas por entidades nacionales 
y territoriales para orientar sus propios ejercicios.

Este proyecto se ha puesto en práctica en siete municipios 
de Nicaragua (por iniciativa del Grupo Fundemos) y ha 
despertado el interés de otros países como Honduras y 
Argentina, cuyo gobierno solicitó permiso para usarlo. Tres 
alcaldías que usan IPRC (San Vicente de Chucurí, Ebéjico y 
Trinidad) fueron finalistas en el Premio Nacional de Internet 
de 2006, quedando la primera como ganadora.

Racha de 
destituciones en EPM
El alcalde Luis Pérez tomó 
decisiones polémicas que 
comprometieron los re­
cursos de las Empresas 
Públicas de Medellín, como 
el congelamiento tarifario 
y el programa de Masifi­
cación de Internet. Se hi­
cieron contratos ajenos al 
objeto social de la entidad, 
como la compra de morra­
les, la ejecución de obras 
públicas y la construcción 
de un mariposario. El ge­
rente general Iván Correa 
Calderón fue destituido por 
oponerse a la prórroga del 
congelamiento tarifario.
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Principios Empresariales para 
Contrarrestar el Soborno 

En 2003, Transparencia por Colombia logró avances 
en la divulgación y adopción de los Principios Empresariales 
para Contrarrestar el Soborno, elaborados por Transparencia 
Internacional y Social Accountability International, con el 
concurso de un comité de trabajo del que formaron parte 
varias empresas multinacionales. Los principios son dos: pro-
hibir el soborno en cualquiera de sus formas, ya sea directo 
o indirecto, y comprometerse a implementar un programa 
para combatirlo. 

Estos principios son un marco de trabajo para que las empre-
sas promuevan buenas prácticas y estrategias de gestión de 
riesgo orientadas a evitar el soborno de funcionarios públicos 
y en las transacciones en el sector privado. Además, mediante 
su promoción en Colombia, la Corporación busca asegurar 
que los negocios sean conducidos en un entorno libre de 
sobornos, demostrar el compromiso de las empresas para 
combatir el soborno y definir estándares empresariales de 
integridad, transparencia y rendición de cuentas. 

Al primer taller sobre el tema, realizado en Bogotá, asistie-
ron 108 empresarios. Posteriormente, varias asociaciones 
empresariales hicieron una alianza con Transparencia por 
Colombia para avanzar en la divulgación de los Principios 
y en el reconocimiento de su importancia para el sector 
empresarial. Participaron el grupo empresarial Compensar, 
la Asociación Nacional de Industriales, Andi, la Federación 
Nacional de Comerciantes, Fenalco, la Asociación Colombia-
na de Ingeniería Sanitaria y Ambiental, Acodal y el Consejo 
Colombiano de Seguridad Industrial. 

Desviación de 
fondos en Policía de 
Medellín
El Gobierno Nacional acep­
tó la renuncia del coman­
dante de la Policía Nacional 
General Teodoro Campo 
y llamó a calificar servi­
cios al Brigadier General 
José Leonardo Gallego, 
comandante de la Policía 
Metropolitana del Valle 
de Aburrá, al conocerse 
posibles irregularidades 
en la suscripción de varios 
contratos, en el manejo 
de los rubros de gastos 
reservados, dineros para 
el pago de recompensas y 
fondos especiales, con los 
que se hicieron gastos de 
alojamiento y consumo 
en hoteles y compra de 
bienes suntuarios como 
licores, carrieles, ponchos, 
zurriagos, y lencería.
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En 2004, se adhirieron a los Principios la Asociación Nacional 
de Industriales, Andi, Hocol, Liberty Seguros, Bolsa de Va-
lores de Colombia, Merck, Sociedad Comisionista de Bolsa 
Correval S.A., Indupalma, Corredores Asociados S.A., Skandia, 
Unisys, Bolsa Banca S.A., Banco Tequendama y la Asociación 
Nacional de Anunciantes, Anda.

La promoción de estos Principios ha servido para viabilizar 
otras iniciativas dirigidas al sector privado, como los Acuerdos 
Sectoriales Anticorrupción entre competidores, los Pactos de 
Integridad y los Programas Integrales de Ética Empresarial. 

En paralelo con estos procesos y también en 2003, Transpa-
rencia por Colombia, en asocio con el Instituto de Ciencia 
Política de la Universidad Externado de Colombia y Confecá-
maras participó en el Observatorio a la reforma del estatuto 
de contratación pública colombiano, que incluyó como una 
de sus propuestas estratégicas la adhesión a los Principios 
como requisito previo al registro de proponentes en los 
procesos de contratación estatal.

Estudio sobre el comportamiento  
de las tutelas

En 2003, también se realizó un estudio analítico sobre el 
comportamiento del derecho de tutela por vulneración al 
derecho de petición de información. El estudio permitió 
identificar las principales causas de vulneración del derecho 
de acceso a la información, las entidades que de manera 
recurrente incurren en esta falla y los departamentos del país 
donde se presentan más acciones de tutela por este motivo. 

El estudio propone algunas recomendaciones orientadas 
a motivar una mayor responsabilidad de los funcionarios 
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públicos frente a los requerimientos ciudadanos y a hacer 
más efectivo el acceso a la información pública por parte 
de la ciudadanía, para lograr por esta vía descongestionar 
el peso que sobre el sistema judicial impone el trámite de 
tutelas derivadas de la vulneración al derecho de petición 
de información.

El estudio concluye que es urgente rediseñar e implementar 
políticas dirigidas hacia el fortalecimiento de la transparencia 
en la información pública, la atención oportuna y completa 
de las solicitudes de información y la definición de mecanis-
mos que garanticen esta respuesta, así como de indicadores 
que permitan un seguimiento adecuado de su ejecución.

2004
Nace el Índice Departamental 

En diciembre de 2004, la medición de los riesgos de co-
rrupción llegó a los departamentos gracias a la financiación 
del Banco Interamericano de Desarrollo y la Cooperación 
Alemana GTZ. De esta manera, se evaluaron 274 entidades 
del ámbito departamental, entre despachos, secretarías, 
entidades descentralizadas, contralorías y Asambleas.

Usando el Índice Departamental se midieron los riesgos de 
corrupción mediante tres factores: condiciones de visibilidad, 
sanción e institucionalidad, con el fin de identificar los riesgos 
de corrupción y los niveles de transparencia.
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Mediante una serie de indicadores de la gestión pública, 
este índice evalúa los niveles de transparencia y riesgos 
de corrupción de gobiernos departamentales (despachos, 
secretarías de Hacienda, Salud, Educación, Obras Públicas 
e Infraestructura, Tránsito y Transporte), institutos descen-
tralizados del departamento, contralorías departamentales, 
loterías y licoreras, de los 32 departamentos, que en total 
corresponden a 232 entidades públicas.

Los resultados de las mediciones en el ámbito departamental 
fueron socializados y debatidos en el marco de reuniones 
regionales con autoridades y funcionarios de gobernaciones, 
contralorías y asambleas departamentales, para mejorar 
su comprensión y analizar la forma de incorporarlos como 
herramientas de mejoramiento de la gestión. 

En desarrollo de este proceso se logró, además, que los 
responsables institucionales de cada uno de los aspectos 
calificados identificaran las alertas evidenciadas con el 
fin de tomar los correctivos correspondientes, así como 
ratificar el valor del instrumento como una medición in-
dependiente aplicada desde la sociedad civil; también se 
recibieron recomendaciones de las autoridades y servidores 
públicos para el ajuste al instrumento y el mejoramiento 
de la interlocución. Este ejercicio impactó de manera muy 
importante en el posicionamiento de la herramienta en el 
ámbito territorial. 

En la medición de 2005 fueron evaluadas 286 entidades y 
se mostró un leve mejoramiento (dos puntos) en relación 
con 2003. Esta situación ha mostrado el largo trecho que 
tiene por recorrer la institucionalidad departamental para 
alcanzar la transparencia.

Colombia, a 
medio camino 
en la corrupción 
internacional
Colombia se ubicó en el 
lugar 59 (entre 133 países) 
con una calificación de 3.7 
en una escala de 0-10 en el 
Índice de Percepciones de 
Corrupción, IPC, de Trans­
parencia Internacional, lo 
cual significó una mejora en 
relación con el IPC de 2002.
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Para comprender la influencia indebida 
en las leyes

El proceso de formación, reglamentación e implemen-
tación de las leyes es foco de innumerables presiones de 
todo tipo, y sus resultados son vitales para el buen funcio-
namiento del Estado, el mantenimiento de la igualdad en el 
acceso a los bienes de la nación y la garantía de los derechos 
de los ciudadanos. 

Por eso, en 2004, con el apoyo financiero del National En-
dowment for Democracy, NED, Transparencia por Colombia 
decidió adelantar un estudio orientado a entender y ejem-
plificar las consecuencias que tiene en la formación e imple-
mentación de las leyes la injerencia de actores tanto legales 
como ilegales, por medio de la financiación de las campañas 
políticas, el pago de favores y el ejercicio irreglamentado 
del cabildeo, lo cual genera un beneficio mutuo ilegal para 
congresistas y grupos privados, en contra del interés general.

El estudio permitió identificar y caracterizar ocho categorías 
generales de riesgos en los procesos legislativos: falta de 
transparencia, alta discrecionalidad, vacíos y transgresiones 
al reglamento del Congreso, ineficacia e ineficiencia en el 
procedimiento, falta de claridad sobre la figura del conflicto 
de interés, prácticas indebidas en cultura política, riesgos 
de las debilidades técnicas de los congresistas y ejercicio 
desorganizado del cabildeo. 

Después de analizar cómo cada uno de los riesgos identifica-
dos se concretó en el trámite y aprobación de tres leyes, se 
derivaron las siguientes recomendaciones: repensar el con-
flicto de intereses, definir reglas del juego para el cabildeo, 
reforzar el debate sobre la financiación de la política, ofrecer 
mayores garantías de transparencia y acceso a la información, 
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incentivar mayor rigor en la sustentación de los proyectos de 
ley, garantizar mayor apoyo técnico al Congreso, clarificar las 
reglas de juego para la designación de ponentes, fortalecer 
los partidos y el trabajo en bancadas y trabajar por lograr 
mayor participación ciudadana en la formación y discusión 
de las leyes y en el seguimiento al proceso legislativo. 

Los resultados del estudio fueron recogidos en una edición 
de los Cuadernos de Transparencia y el tema se siguió desarro-
llando mediante la formación de una línea de trabajo sobre 
transparencia política en 2007. 

Seguimiento a información sobre contrataciones 
públicas 
Para reforzar las acciones dirigidas a proteger los recursos 
públicos comprometidos en licitaciones, la Corporación 
puso en marcha el programa Contrataciones Públicas 
Transparentes, que articula, amplía y potencia las acciones 
que se venían desarrollando. 
Entre las nuevas acciones se destaca el diseño de una me-
todología para el seguimiento y evaluación al Sistema de 
Información para la Contratación Estatal y al Portal Único 
de Contratación. El estudio, que se presentó en 2006, 
concluye que los dos instrumentos tienen un gran poten-
cial para hacer más competitivos, visibles y eficientes los 
procesos de contratación nacionales y territoriales, pero 
que aún no alcanzan el nivel de desarrollo esperado. 

Rumbo Pymes: nueva perspectiva de 
la ética integral 

Rumbo Pymes - Íntegras y Transparentes es una he-
rramienta autogestionada de manejo gerencial para el 
fortalecimiento de las prácticas éticas de las empresas, que 
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tiene como objetivo principal llevar la ética a la acción como 
parte del modelo de gestión y crear valor y confianza en las 
relaciones de negocios.

El programa busca incidir en aspectos fundamentales de 
la dinámica empresarial: la concepción y manera de hacer 
negocios, la reputación empresarial, la prevención de riesgos 
de corrupción al interior de la empresa y el fortalecimiento 
de algunas áreas críticas como la resolución de conflictos, 
el proceso de toma de decisiones, el liderazgo ético, las 
comunicaciones y el cumplimiento de la normatividad al 
servicio de la ética, entre otros.

La herramienta consta de tres módulos básicos y siete de 
apoyo temático y está concebida para que cada empresa 
vinculada pueda autogestionarla, con el liderazgo de un 
equipo promotor interno capacitado para tal fin. El programa 
se inicia con una encuesta de medición del clima ético, que 
identifica los riesgos de corrupción y prácticas comunes de 
transgresión a valores éticos empresariales, a partir de los 
cuales se seleccionan los módulos de apoyo apropiados a 
la superación de esos riesgos. 

La vinculación de empresas y la implementación del progra-
ma se han desarrollado mediante un modelo sustentado en 
alianzas con grandes empresas, que, por medio de su lideraz-
go, establece la ética organizacional como un factor estraté-
gico en las relaciones de negocios con las Pymes asociadas a 
su cadena de valor, creando confianza e impactando positi-
vamente la sostenibilidad y competitividad de las empresas.

Inicialmente, se estableció una alianza con Colcerámica y la 
Caja de Compensación Familiar Comfandi, de Cali, la cual 
favoreció la vinculación de 23 empresas pioneras en Cali, 
Bogotá y Medellín. Entre 2004 y 2008 se ha logrado avanzar 
a un total de diez grandes empresas aliadas y 217 Pymes 

La agonía 
hospitalaria
El viernes 18 de junio el 
alcalde de Manizales, Nés­
tor Eugenio Ramírez, con 
un piquete de policías, 
impidió el ingreso de los 
trabajadores, suspendió 
la prestación de servicios 
y clausuró el Hospital De­
partamental de Caldas. El 
hospital tenía un déficit 
de 9.000 millones de pe­
sos y deudas por 50.000 
millones, contando el pa­
sivo pensional, atribuidas 
al manejo clientelista de 
la entidad. Más de una 
docena de hospitales del 
país vivieron situaciones 
semejantes a causa de 
cargas burocráticas, atra­
sos tecnológicos, enormes 
pasivos prestacionales y 
pensionales y malas admi­
nistraciones. 
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vinculadas voluntariamente, involucrando a más de 20.000 
empleados. Se destaca la colaboración de Colcerámica S.A., 
Homecenter, Compensar, Sodexho, Sab Miller y Basc. 

Cuatro de estas grandes empresas han incorporado entre 
sus criterios de elegibilidad, evaluación y desarrollo para 
proveedores el tema de la ética y la transparencia, como 
condición en sus relaciones de negocios.

Un estudio de caso de Rumbo Pymes, realizado entre finales 
de 2007 e inicios de 2008, revela que Rumbo Pymes ha co-
menzado a generar resultados en la gestión administrativa, fi-
nanciera, comercial y de desarrollo humano de las empresas. 

2005
Transparencia por Colombia evalúa su 
trabajo de siete años

Entre junio y julio de 2005 se llevó a cabo una evalua-
ción externa de Transparencia por Colombia, realizada por 
los consultores Margarita Garrido y Jorge Enrique Vargas, 
invitados por Transparencia por Colombia y Jonas Moberg, 
asignado por el Ethics Resource Center de Washington. El ob-
jetivo de este ejercicio fue tener una mirada independiente y 
global de la entidad, que sirviera de referencia para delinear 
el futuro institucional. 

Los evaluadores hicieron 55 entrevistas con la Junta Directiva, 
el equipo de la Corporación, dirigentes políticos y gremiales, 
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funcionarios públicos, empresarios, académicos, analistas, pe-
riodistas, representantes de organizaciones civiles y donantes 
internacionales. Hicieron además un estudio sistemático de 
los documentos base de Transparencia Internacional, de las 
publicaciones, metodologías y estudios producidos por la 
Corporación en los últimos cinco años y de los intercambios 
epistolares sostenidos con varias entidades públicas. 

Su principal conclusión fue que “Transparencia por Colombia 
es considerada como una entidad seria y creíble. Tiene un 
profundo conocimiento de los mecanismos de promoción 
de la transparencia y lucha contra la corrupción. Desarrolla un 
amplio espectro de actividades. Es pionera en el desarrollo 
de herramientas de instrumentos de trascendencia interna-
cional para combatir la corrupción y, por ello, es una de las 
organizaciones nacionales de mayor éxito en el mundo en 
su especialidad”.

El análisis ve al Índice de Transparencia como la imagen 
principal de la entidad, porque tiende un puente entre el 
sector público, el sector privado y la comunidad. Por tanto, 
enfatiza la importancia de continuarlo como prioridad, 
conservando su estructura básica, y propone una serie de 
recomendaciones metodológicas, las cuales en su mayoría 
son acogidas de inmediato. 

Los Pactos de Integridad resultan muy bien evaluados, es-
pecialmente por la actitud favorable de empresas privadas. 
Sin embargo, los evaluadores recomiendan no participar en 
pactos de integridad particulares, por un aparente conflicto 
de intereses, y para evitar la percepción según la cual para 
que haya transparencia en la contratación pública es nece-
saria la presencia de Transparencia por Colombia.

Sobre el trabajo con el sector privado, la evaluación destaca 
el impulso dado a la autorregulación de las empresas y la 
asesoría ofrecida para facilitar la comprensión de cómo pue-

Lucha contra 
la corrupción 
en Alcaldía de 
Cartagena
Un grupo de periodistas 
fue amenazado mediante 
llamada telefónica el 20 
de septiembre, al parecer 
por hacer denuncias sobre 
irregularidades en la cam­
paña para las elecciones a 
la Alcaldía de Cartagena, 
que ganó el liberal Nicolás 
Curi Vergara, quien había 
sido destituido como alcal­
de en 1999. 
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den minimizar el riesgo de corrupción en la práctica, con los 
programas de capacitación en ética, de adopción de códigos 
de ética y de principios empresariales contra el soborno. Los 
evaluadores también proponen otorgar especial prioridad al 
desarrollo de acuerdos sectoriales anticorrupción.

Se suscriben acuerdos sectoriales 
contra la corrupción

Un interés central de la Corporación ha sido el impul-
so a la implementación de acuerdos sectoriales contra la 
corrupción, una herramienta de autorregulación que toma 
como referencia los Principios Empresariales para Contra-
rrestar el Soborno de Transparencia Internacional y Social 
Accountability. 

Estos acuerdos buscan construir confianza entre competido-
res de un mismo sector de negocios mediante la definición 
de unas reglas claras, en la búsqueda de condiciones de 
mercado justas y transparentes. A la vez, pretenden contra-
rrestar la participación del sector empresarial en prácticas de 
corrupción, tanto en la interacción con el Estado –influencia 
indebida en la toma de decisiones estatales, soborno en con-
trataciones– como en las relaciones en el sector privado.

En 2005 Transparencia por Colombia apoyó a 24 editoriales 
de libros de texto escolar de la Cámara Colombiana del 
Libro en la revisión del cumplimiento y las dificultades del 
“Acuerdo para preservar la sana competencia en el sector de 
libros de texto escolar” suscrito en 2003 y en el planteamiento 
de nuevas medidas para continuar el proceso. Se avanzó 
en la definición de los compromisos clave que deberían 
asumir las empresas para darle sostenibilidad al Acuerdo, 
en la reglamentación del comité de ética y el diseño de una 
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estrategia de capacitación para sensibilizar a los empleados 
de las editoriales en el cumplimiento del Acuerdo. 

En 2007, los firmantes decidieron hacer un alto en el camino 
para analizar la continuidad y seriedad de los compromisos 
y la desconfianza creada por la crisis de ventas del sector. 
La experiencia aportó al desarrollo de la herramienta de 
acuerdos sectoriales.

En abril de 2005 se firmó un acuerdo sectorial anticorrupción 
entre doce empresas fabricantes de tuberías para el sector 
de infraestructura de servicios públicos, estratégico en el 
desarrollo nacional y en la contratación pública. El acuerdo 
identificó los principales riesgos de corrupción a los que es-
tán expuestas las empresas, precisó medidas para prevenirlos 
y controlarlos, y estableció una instancia de seguimiento al 
cumplimiento del acuerdo y un régimen de sanciones para 
quienes lo incumplan. 

La experiencia, avalada por Acodal, el gremio que agrupa a 
estas empresas, permitió importantes logros: las empresas 
adhirieron a los Principios Empresariales para Contrarrestar 
el Soborno, se comprometieron a impulsar programas para 
erradicar prácticas indebidas en sus negocios, definieron 
reglas claras del juego entre competidores con unos mínimos 
éticos, se obligaron a promover una cultura de transparencia 
en el mercado y establecieron lineamientos particulares 
frente a cada forma de soborno. 

En 2006, se definió un sistema de indicadores para evaluar el 
nivel de logro alcanzado con el cumplimiento del Acuerdo y 
la Corporación intercedió para que el Programa Presidencial 
de Lucha contra la Corrupción creara un mecanismo para 
intervenir de manera inmediata y oportuna ante los organis-
mos de control en casos especiales que le reporte el Comité 
de Ética del Acuerdo. 
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En 2007, la intervención del Comité de Ética del Acuerdo 
logró atraer la atención de los medios de comunicación y la 
intervención del Banco Mundial en relación con un caso de 
posible corrupción objeto de su estudio. Lo anterior generó 
un precedente de seriedad y credibilidad frente al esquema 
de autorregulación.

También en 2007 se firmó una alianza con Fluir, la asociación 
de las principales empresas multinacionales productoras 
de tubería en América Latina, Transparencia Internacional y 
Transparencia por Colombia, para transferir la metodología 
de los Acuerdos a México, Brasil y Argentina, países en los 
que ya se han dado avances al respecto.

Por otra parte, durante 2006 Transparencia por Colombia 
acompañó a la Federación Nacional de Cultivadores de 
Palma de Aceite, Fedepalma, en un acuerdo para construir 
unas reglas mínimas que contribuyan a prevenir posibles 
conflictos de interés en las relaciones comerciales del sector, 
para afrontar con una visión ética e integral los nuevos retos 
del gremio. Se elaboró un documento sobre la política de 
conflictos de intereses, se identificaron los riesgos asociados 
a los diferentes conflictos de interés del sector y se esta-
blecieron las medidas para su prevención y las sanciones 
a aplicar frente al incumplimiento de los estándares que 
se definan.

La Corporación también avanzó en la formulación de un 
acuerdo sectorial para promover la transparencia en la 
comercialización de los medicamentos por medio de la 
Cámara de la Industria Farmacéutica de la Andi. Este acuerdo 
busca mejorar las prácticas de los laboratorios nacionales e 
internacionales y generar confianza entre las empresas del 
sector. La puesta en marcha de este acuerdo constituye aún 
un reto importante para la Corporación.
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Primer Índice de Transparencia 
Municipal

En 2005 se dio un paso más en el propósito de hacer segui-
miento a la gestión democrática y transparente del Estado y 
visibilizar el trabajo de las administraciones públicas. 

En alianza con la Federación Colombiana de Municipios y 
el Consejo Nacional de Planeación, con la financiación del 
Banco Interamericano de Desarrollo y el acompañamiento 
técnico y financiero de la GTZ, se lanzó el Índice de Trans-
parencia Municipal, una herramienta que recogería la ya 
amplia experiencia generada por el Índice de Transparencia 
Departamental. Así como los otros índices, éste evaluó facto-
res como la visibilidad y la institucionalidad, pero incorporó 
el factor de la participación ciudadana, ámbito central de la 
gestión transparente y democrática a nivel local.

Pese a las dificultades para acceder a la información y los 
riesgos asociados al conflicto armado y a las fuerzas políticas 
ilegales que porfían alrededor de las administraciones muni-
cipales, 148 municipios de categoría uno a seis atendieron la 
convocatoria para realizar esta primera versión, que fue un 
ejercicio piloto y midió la gestión de 2004.

Transparencia por Colombia realizó posteriormente un 
ajuste conceptual y metodológico de la herramienta, con 
el propósito de efectuar las evaluaciones de 2005 y 2006. 
Dicho ajuste tomó en consideración la activa interlocución 
con las autoridades municipales evaluadas, la consulta de 
expertos en los temas relacionados con la herramienta 
y el trabajo permanente del equipo de investigadores. 
 
En la evaluación de 2005 y 2006 participaron 252 municipios. 
Con el propósito de alcanzar un diálogo más fluido con ellos, 
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se formalizaron alianzas con dos organizaciones reconocidas 
en las distintas regiones: Corporación Compromiso y Funda-
ción Foro por Colombia –capítulos Valle del Cauca y Costa 
Atlántica. También se sumaron a este esfuerzo instituciones 
e iniciativas como USAID y el Laboratorio de Desarrollo 
Institucional y Gobernabilidad Pública Local. Igualmente, 
continuaron vinculados el programa Cercapaz–GTZ y el 
Banco Interamericano de Desarrollo.

Esta última medición arrojó un promedio para los muni-
cipios evaluados de 57,98 sobre 100 puntos, calificación 
que señala la necesidad de avanzar en el fortalecimiento 
institucional de las entidades locales, las cuales detentan el 
liderazgo natural y principal de la búsqueda del bienestar y 
el desarrollo local.

Vale la pena destacar en este proceso el amplio y constante 
diálogo que el equipo de investigación del Índice ha sos-
tenido con diversos actores de los procesos municipales o 
interesados en ellos, como alcaldes, gobernadores, entida-
des del orden nacional, asesores, consultores, académicos y 
miembros de ONG.

Nace ONG por la Transparencia
Con la participación activa de Transparencia por Colom-
bia, 40 organizaciones no gubernamentales se aliaron 
para crear la red ONG por la Transparencia. Esta iniciativa 
tomó forma el 13 de octubre de 2005, en el sitio web 
www.ongporlatransparencia.org.co, cuyo propósito es 
promover la oferta a la ciudadanía de información clara 
y transparente por parte de éstas organizaciones, sus 
objetivos, actividades, estructura, proyectos, fuentes de 
financiación y manejo de recursos. ONG por la Transpa-
rencia busca aportar a la construcción de una cultura de 
la transparencia desde el ejemplo de las ONG. 



10 añ os de Transparencia  por Colombia

56

2006
Acompañamiento a inversiones 
regionalizadas directas 

El Plan Nacional de Desarrollo 2002-2006 incluyó 
en su artículo 6 un presupuesto de dos billones de pesos 
para “inversiones directas regionalizadas”, una disposición 
que amenazaba con parecerse a la práctica ya derogada de 
los auxilios parlamentarios y con alimentar el clientelismo 
político. 

En respuesta a esta preocupación, Transparencia por Co-
lombia entregó en 2003 los resultados de una veeduría 
preventiva a la definición y asignación de esos recursos, con 
el fin de garantizar la transparencia de las asignaciones y las 
inversiones. El proyecto se ejecutó con la financiación de la 
Embajada de los Países Bajos y la Familia Echavarría. 

Transparencia acompañó 18 audiencias públicas departa-
mentales en las que se definieron los proyectos a financiar 
y se hizo seguimiento al cumplimiento de los criterios es-
tablecidos por el Gobierno Nacional para la asignación de 
los recursos. Como resultado de esa fase, se recomendaron 
ajustes para garantizar la transparencia del proceso. 

La Corporación diseñó dos metodologías de seguimiento: 
una para el cumplimiento de las reglas de juego en la 
asignación de recursos y otra para el monitoreo específico 
a los proyectos. Además, en alianza con cuatro veedurías 
regionales, se hizo seguimiento a seis proyectos de la 
vigencia 2004 por valor de $14.400 millones y a la informa-
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ción disponible sobre el proceso en las páginas web de las 
entidades nacionales.

Además, la Corporación presentó al Comité Técnico confor-
mado por Planeación Nacional ocho informes en los que 
se señalan sugerencias, alertas y dificultades para hacer el 
control social y se subraya la necesidad de clarificar el carác-
ter vinculante u obligatorio de lo definido en las audiencias 
públicas, pues la veeduría identificó que catorce proyectos 
de la vigencia 2004 por valor de $7.026 millones y doce de 
la vigencia 2005 por valor de $8.975 millones no fueron 
definidos en las audiencias públicas. 

En 2006, después de tres años de trabajo, Transparencia por 
Colombia produjo y entregó una metodología de seguimien-
to ciudadano a recursos nacionales regionalizados, con la 
participación de veedurías ciudadanas locales de diferentes 
municipios del país.

Relevo en la Dirección Ejecutiva
En enero de 2006 Rosa Inés Ospina dejó el cargo de Direc-
tora Ejecutiva de Transparencia por Colombia y asumió 
Margareth Flórez. 

Las convenciones anticorrupción de las 
Naciones Unidas y la OEA

En octubre de 2006 el gobierno colombiano adoptó la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 
que había sido aprobada por el Congreso Nacional el 19 de 
julio de 2005, mediante la Ley 970.

Transparencia por Colombia, mediante el apoyo de la agencia 
de cooperación alemana GTZ, dedicó un número de los Cua-
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dernos de Transparencia a divulgar y promover la convención 
y su implementación, así mismo organizó foros para presen-
tar la Convención y los retos para su aplicación en Colombia, 
a los que asistieron funcionarios públicos y organizaciones 
civiles. También puso en circulación una separata dirigida a 
empresarios en una revista para este público.

Con el apoyo de GTZ fue reeditado el Cuaderno de Trans-
parencia en el que se publicó la Convención de la ONU; en 
esta oportunidad se introdujo un documento anexo que 
revisa los avances, vacíos y retos para la implementación de 
está en el país.

Como complemento de estas acciones, la Corporación res-
pondió un cuestionario sobre avances en el cumplimiento 
de la Convención, que fue llevado por TI a la Conferencia de 
Estados Partes realizada en enero de 2008 en Bali.

Igualmente, en 2007 Transparencia por Colombia evaluó 
los logros en materia de cumplimiento de la Convención 
Anticorrupción de la OEA en cuanto a contrataciones pú-
blicas. Dicho informe fue presentado en el seno de esta 
organización en diciembre de 2007.

Premio de periodismo a líderes de Votebien.com
Una mención especial en el Premio Ipys–Tilac* de 2006 re-
cibió Carlos Eduardo Huertas, periodista de Votebien.com, 
junto con Fabio Posada y Maria Teresa Ronderos, por su 
artículo El gran zarpazo, en el que revelan los pagos millo-
narios e ilegales de pensiones e indemnizaciones que se 
estaban haciendo en la Caja Nacional de Previsión Social. 

* 	 Ipys es el Instituto Prensa y Sociedad, con sede en Lima, Perú, una 
asociación que promueve las libertades informativas y la prensa 
independiente. Tilac es la sigla de Transparencia Internacional 
Latinoamérica y el Caribe.

El destape de la 
parapolítica
Cinco aspirantes al Con­
greso fueron expulsados 
de las listas uribistas por 
sospechas de nexos con 
paramilitares, pero sa­
lieron elegidos en otras 
oportunidades. Investiga­
ciones posteriores de la 
Corporación Arco Iris y la 
politóloga Claudia López 
señalaron coincidencias 
entre la expansión de los 
grupos paramilitares en 
más de 200 municipios de 
12 departamentos, entre 
1999 y 2003, y la consoli­
dación en los mismos mu­
nicipios de movimientos 
políticos emergentes, en 
los que se juntaban po­
líticos tradicionales con 
personas desconocidas. 
Las confesiones de varios 
políticos detenidos, para­
militares desmovilizados y 
del Jefe de informática del 
DAS confirmaron la exis­
tencia de acuerdos entre 
paramilitares y políticos 
para apoderarse del poder 
político en la Costa, Antio­
quia y otras regiones.
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Segunda fase del Programa Integral de 
Ética en Grandes Empresas
 

Esta herramienta tomó un gran impulso en 2006 con 
el acompañamiento a tres entidades bancarias –BBVA, 
Multibanca Colpatria y Credibanco Visa–, para avanzar en 
una estructura de capacitación en ética que incluyó más de 
treinta talleres, la producción de materiales y la elaboración 
de un Código de Buen Gobierno Corporativo.

Transparencia por Colombia ya había acompañado procesos 
similares en Locería Colombiana, Fábrica de Licores de Antio-
quia, Serdán, Comfama, Credibanco Visa, Compensar, así como 
la primera fase en las tres entidades bancarias mencionadas.

El objetivo es lograr que grandes empresas implementen 
estrategias de ética organizacional y estandarizar las meto-
dologías para replicarlas en distintos sectores de negocios y 
contribuir a la reducción de riesgos de comportamientos no 
éticos en las organizaciones y en sus relaciones de negocios.

Como resultado del programa, las empresas participantes 
avanzaron en aspectos como la unificación de criterios éti-
cos entre distintas líneas de trabajo y la capacidad de tomar 
decisiones con sentido ético.

Seguimiento a los concejos 
municipales 

Desde 2006, Transparencia por Colombia, con el apoyo 
financiero de la Embajada de Canadá y la asesoría de Concejo 
Cómo Vamos, acompañó el ejercicio de cuatro observato-
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rios de “Concejos Visibles” en Cartagena, Barranquilla, Cali y 
Popayán. En 2007, gracias al apoyo financiero del National 
Endowment for Democracy, NED, se apoyaron los ejercicios 
en Barranquilla, Cartagena, Cali y Manizales. 

El objetivo del proyecto ha sido propiciar que los concejos 
municipales y sus miembros tengan un comportamiento 
ético, una actuación transparente y un desempeño eficiente, 
partiendo de reconocer la importancia clave de los concejos 
en la democracia local, la gobernabilidad de las instituciones 
en el municipio y el mejoramiento de las condiciones de vida 
de las comunidades.

Los observatorios hacen un seguimiento sistemático a 
diversos comportamientos de los concejales y de los con-
cejos mismos y comunican de forma permanente y clara a 
la ciudadanía los hallazgos de esta evaluación.

Ya se han comenzado a evidenciar transformaciones: mejora 
la asistencia y permanencia de los concejales en las sesiones; 
los debates se sincronizan con las prioridades ciudadanas y 
aumenta la transparencia de la corporación y de sus miem-
bros; mejoran los procesos de archivo y actualización de 
actas; las organizaciones sociales promotoras se fortalecen 
en lo político y lo técnico y ganan reconocimiento entre los 
concejales, los medios y la ciudadanía. 

Adicionalmente, se inició la formación de una Red de Ob-
servatorios al Concejo en la que participan, además de estos 
cuatro proyectos, Concejo visible de Neiva y Concejo Cómo 
Vamos de Bogotá.  La Corporación sistematizó esta experien-
cia en el Cuaderno 14 de Transparencia por Colombia. 

Los observatorios fueron desarrollados por organizaciones 
locales de la sociedad civil. Cartagena: Funcicar, Universida-
des Tecnológica de Bolívar y Jorge Tadeo Lozano y periódico 
El Universal; Barranquilla: Corcaribe, Protransparencia Atlán-

Corrupción: 
personaje de 2006 
Este fue un año de escánda­
los de corrupción. Entre las 
más notorias denuncias se 
cuentan el robo de recursos 
de Cajanal, el cobro de 
sobornos en la Superinten­
dencia de Notariado y Re­
gistro para la financiación 
de campañas políticas, la 
adjudicación de contratos a 
familiares de funcionarios 
en Invías, las atenciones de 
supuestos narcotrafican­
tes a magistrados de las 
altas cortes, las supuestas 
relaciones de narcotra­
ficantes con el director 
del Instituto Nacional de 
Concesiones, las interme­
diaciones de paramilitares 
en contrataciones públicas, 
las compras exageradas de 
equipos de informática en 
el Congreso, las votaciones 
irregulares en la Costa At­
lántica, serias limitaciones 
en la presentación de las 
cuentas de financiación de 
algunos partidos políticos 
en las elecciones y movi­
mientos de millones de 
dólares de la Aeronáutica 
Civil en paraísos fiscales. 
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tico, Foro Nacional por Colombia, Universidad del Norte y 
Periódico El Heraldo; Cali: Cámara de Comercio y Universidad 
Javeriana; Popayán: Consejo Gremial y Empresarial del Cauca, 
Colegio de Abogados del Cauca, Universidad del Cauca y 
Diario El Liberal; Manizales: Cámara de Comercio, Corpora-
ción Cívica de Caldas, universidades Autónoma y de Caldas.

Siete prioridades de Transparencia 

En enero de 2007, la Corporación hizo un balance del 
plan estratégico formulado en 2005, revisó los cambios 
ocurridos en el contexto que pudieran incidir en su estrate-
gia y ajustó sus prioridades programáticas para el periodo 
2007-2009. 

El nuevo plan se enmarcó en el modelo conceptual que pro-
pone el Sistema Nacional de Integridad, conservó una visión 
sistémica sobre el fenómeno de la corrupción y propuso un 
conjunto de acciones que vinculan tanto al sector público 
a través de los poderes Ejecutivo (en sus distintos ámbitos), 
Legislativo, Judicial y los órganos de control, como al sector 
privado y a la ciudadanía. 

El plan comprende acciones en torno a: 
a)	 La producción de conocimiento pertinente y relevante 

para prevenir y combatir la corrupción, para diseñar polí-
ticas públicas efectivas frente a los riesgos de corrupción 
y para que la ciudadanía pueda vigilar el desempeño de 
las instituciones. 

2007
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b)	 La construcción y promoción del uso de herramientas 
que ayuden a los involucrados a encontrar salidas y a 
vislumbrar posibilidades reales de mejorar. 

c) 	La generación de debate público y plural para proponer 
soluciones frente a la corrupción.

d)	La creación de vínculos de cooperación con diversos 
actores para aunar esfuerzos y consolidar una masa crítica 
que permita generar cambios positivos en la lucha contra 
la corrupción. 

Desde el punto de vista temático, Transparencia por Colom-
bia decidió concentrar sus esfuerzos en los próximos tres 
años en torno a siete prioridades: 
1) 	Elevar la transparencia en la política. 
2)	  Identificar y minimizar la corrupción en la justicia. 
3) 	Construir, a partir de su experiencia acumulada, un mo-

delo de intervención para la gestión transparente en el 
ámbito municipal. 

4) 	Fortalecer el control ciudadano en el país. 
5) 	Innovar en la prevención de corrupción en la contratación 

pública. 
6) 	Fomentar la participación activa del sector privado en la 

lucha contra la corrupción. 
7)	  Incidir en la formulación de políticas públicas y la forma-

ción de opinión a partir del conocimiento generado por 
el Índice de Transparencia y otros productos.

Desde esa perspectiva, la Corporación emprendió la rees-
tructuración de su equipo de trabajo.

Parapolítica: cada 
vez más grande
2007 terminó con cerca 
de 60 políticos indagados 
por la Corte Suprema de 
Justicia y 13 detenidos. 
Las elecciones regionales 
de 2007 conllevaron un 
esfuerzo mayúsculo del 
Estado y de la sociedad para 
evitar el mantenimiento 
o la expansión del control 
paramilitar en alcaldías, 
gobernaciones, asambleas 
y consejos. Los resultados 
fueron bastante positivos, 
pero persisten focos de 
influencia de paramilitares 
y parapolíticos en algunas 
zonas.
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Se pone en marcha el Fondo para el 
Apoyo del Control Ciudadano a los 
Asuntos Públicos

El Fondo busca contribuir a la construcción de una cultura 
de rendición de cuentas y cuidado de lo público en el país, 
y en esa perspectiva constituye un desarrollo del programa 
de Ampliación y Cualificación del Control Social y de la Red 
de Control Social, implementado entre 2002 y 2004. 

La iniciativa de la creación de este Fondo surgió de una pre-
ocupación compartida por Transparencia por Colombia, las 
fundaciones Corona y Avina y la Interamerican Foundation 
acerca de tres propósitos: promover el control ciudadano en 
Colombia como derecho fundamental y como mecanismo 
de participación que ayuda a incrementar la responsabilidad 
de quienes manejan asuntos o bienes públicos; mitigar las 
dificultades que enfrentan las organizaciones de la sociedad 
civil en cuanto a su falta de autonomía respecto a los sujetos 
del control, sus débiles capacidades técnicas y financieras 
y sus dificultades para acceder a la información y aportar 
a la construcción de una política pública de promoción de 
la participación ciudadana que contribuya a aminorar las 
dificultades señaladas. 

El Fondo ofrece asesoría en la preparación de los planes de 
acción, acompañamiento en su implementación, capacita-
ción en el marco de la ejecución de los ejercicios de control, 
financiamiento de las actividades de coordinación, asesorías 
especializadas, transporte, uso de internet y divulgación de 
resultados.

Transparencia por Colombia adelantó en 2007 el proceso de 
diseño operativo y metodológico de este Fondo, para pos-
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teriormente convocar a una lista cerrada de organizaciones 
de la sociedad civil en el primer semestre del año 2008 para 
participar en el Fondo.

En 2008 se eligieron cuatro proyectos para ser ejecutados 
con recursos del Fondo, tres de Cartagena y uno de Zipaqui-
rá: Control ciudadano en problemas de saneamiento básico 
y Control de roedores en el barrio El Pozón, Veeduría a la 
contratación distrital de Cartagena para la atención integral 
de personas con VIH–SIDA, Control ciudadano a la preserva-
ción de los derechos de estudiantes de quince instituciones 
educativas de la ciudad de Cartagena.  La Embajada Británica 
se unió a esta iniciativa de construcción de una cultura de 
rendición de cuentas y cuidado de lo público en el país.

Para comprender la captura  
del Estado

En 2007, Transparencia por Colombia inició una serie de 
trabajos sobre la captura del Estado en Colombia, con el fin de 
comprender quiénes intervienen, cómo, y dónde se manifiesta.

Con este objetivo el profesor Luis Jorge Garay y su equipo 
de investigadores realizó el estudio De la captura a la recon-
figuración cooptada del Estado, en el cual se hace una explo-
ración académica para complejizar el concepto tradicional 
de captura del Estado y facilitar la comprensión del escenario 
de la política en Colombia. 

El estudio sostiene que en Colombia hay una reconfigura-
ción cooptada del Estado, que se da cuando actores tanto 
legales como ilegales intervienen en el escenario político 
buscando satisfacer sus intereses particulares, en contra del 
bienestar general: intereses de muy diversa índole que van 
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desde los propiamente económicos hasta los políticos y los 
de poder territorial. 

En marzo de 2008 se realizó un debate sobre el estudio, en 
que participaron como comentaristas Gustavo Bell, director 
de El Heraldo, Rafael Santos, director de El Tiempo, el autor 
y Claudia López, politóloga y columnista de El Tiempo. El 
Cuaderno de Transparencia No. 16 presenta este estudio.

Veeduría a la selección de magistrados 
de las Altas Cortes

Junto con la Corporación Excelencia en la Justicia, Congre-
so Visible, Plural, Legis, El Tiempo, La República, El Heraldo, 
Ámbito Jurídico, Semana, Cambio y Citytv, Transparencia 
por Colombia formó parte de la Alianza para la Veeduría a 
la selección de Magistrados de las Altas Cortes. La Veeduría 
busca garantizar la transparencia en la selección de jueces 
y magistrados, condición necesaria para garantizar la inde-
pendencia de la justicia. 

La alianza monitoreó en 2007 el nivel de transparencia de los 
procesos de conformación de listas y ternas y de elección fi-
nal de los dos nuevos magistrados de la Sala Penal de la Corte 
Suprema de Justicia. La Veeduría propuso a las Altas Cortes 
implementar medidas para fortalecer la transparencia de este 
proceso de selección, y recomendó de manera particular la 
publicidad de todas las etapas del proceso, la revelación de 
los criterios de selección aplicables, y el establecimiento de 
canales de acceso mediante los cuales los ciudadanos pu-
dieran aportar información sobre eventuales inhabilidades o 
incompatibilidades de los candidatos o efectuar denuncias 
sobre irregularidades en el proceso.
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Las Altas Cortes tuvieron una actitud de apertura para permi-
tir el proceso de monitoreo y el Consejo Superior de la Judica-
tura abrió un canal de comunicación para que la ciudadanía 
expusiera sus opiniones y denuncias sobre los candidatos, 
se publicaron las listas en los medios de comunicación y 
se realizaron audiencias públicas para anunciar las listas y 
exponer la caracterización general de los candidatos. 

La Veeduría también monitoreó el proceso de selec-
ción del nuevo magistrado de la Corte Constitucional, 
a partir de una terna presentada por el Presidente de la 
República, a quien se invitó a hacer públicos los criterios para 
la conformación de la terna. Por su parte, al Congreso de la 
República se le invitó a presentar el cronograma de selección 
del nuevo magistrado, a abrir canales de comunicación con 
la ciudadanía, a televisar la audiencia de elección del nuevo 
Magistrado y a vincular a la Veeduría como observadora de 
todo el proceso. Lamentablemente, las recomendaciones de 
la Veeduría no fueron tomadas en cuenta, lo que no impidió 
mantener informada a la opinión pública sobre la evolución 
del proceso.

De cara a la elección de seis nuevos magistrados de la Corte 
Constitucional, de un total de nueve, se conformó en 2008 la 
alianza Elección Visible, en la que participan Ámbito Jurídico, 
Asociación para el Desarrollo del Tolima, Congreso Visible, 
Consejo Privado de Competitividad Colombia, Corporación 
Excelencia en la Justicia, Fedesarrollo, Funcicar, Instituto de 
Ciencia Política, Invamer Gallup, Misión de Observación 
Electoral, Proantioquia, Protransparencia de Barranquilla y 
Transparencia por Colombia.
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Prevención de Riesgos de Corrupción 
en la Rama Judicial 

 
Transparencia por Colombia y la Corporación Excelen-
cia en la Justicia emprendieron el proyecto “Caracterización 
de los riesgos de corrupción en la rama judicial colombiana 
y propuestas de política para prevenirlos–fase I”, que contó 
con el apoyo financiero de la USAID–Universidad Interna-
cional de la Florida.

En esta fase se presentaron los hallazgos y conclusiones del 
Reporte Global sobre Corrupción 2007 de Transparencia In-
ternacional, que analizó las causas y manifestaciones de la co-
rrupción en distintos sistemas de justicia del mundo, y se de-
batió sobre el concepto de corrupción judicial en Colombia, 
así como sus posibles causas y manifestaciones. Participaron 
magistrados, jueces, fiscales, abogados litigantes, académi-
cos, órganos de control, y auxiliares de la justicia. 
 
La percepción de casi cien operadores del sistema en rela-
ción con los principales riesgos de corrupción en la justicia 
colombiana fue recogida mediante la realización de mesas 
de trabajo regionales. Con estos aportes, más los estudios 
realizados en Colombia, se construyó un primer diagnóstico 
sobre los riesgos de corrupción judicial en Colombia. 

Después de esta primera exploración y aproximación, en la 
siguiente fase se espera afinar el diagnóstico y avanzar en la 
elaboración de mapas de riesgos para las áreas más críticas 
y vulnerables, y producir propuestas concretas de ajustes 
normativos o de políticas públicas que ayuden a prevenir 
la corrupción judicial y fortalecer la confianza ciudadana 
en la rama.
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Los retos de las elecciones territoriales 
de 2007 
 

La coyuntura electoral de 2007 se caracterizó por 
profundos cuestionamientos y alertas sobre las condiciones 
de transparencia e integridad en las que se desarrollaría un 
proceso electoral determinante para el desarrollo y la gober-
nabilidad local. La revelación de los nexos entre políticos y 
grupos al margen de la ley profundizó y puso en evidencia 
la crisis de los partidos y movimientos políticos, así como 
la desilusión ciudadana generalizada frente al sistema de 
representación, causando daños irreparables en la esencia 
misma de la democracia colombiana. 

Por todo lo anterior, Transparencia por Colombia se planteó 
para 2007 poner en marcha, por cuarta vez consecutiva, el 
proyecto Votebien para contribuir a hacer más transparentes 
las elecciones territoriales de 2007, promover las suscripción 
de Pactos de Transparencia Electoral, y continuar trabajando 
en favor del fortalecimiento de la capacidad de los partidos 
y movimientos políticos para rendir cuentas. 

En ese sentido, Votebien.com cubrió los comicios de 2007, 
en los que el país eligió 32 Gobernadores, 398 Diputados, 
1.098 Alcaldes y 12.143 Concejales, y que enfrentaron múl-
tiples amenazas. El influjo del narcotráfico y la existencia de 
grupos ilegales en algunas regiones generó escenarios en 
los que, mediante la constricción armada o financiera, se 
pretendió eliminar la voluntad popular, impedir el ejercicio 
libre del voto, imponer candidaturas, presionar resultados 
electorales, y restringir la libertad de información. Votebien 
respondió a este reto con el cubrimiento independiente y 
plural del proceso electoral; creando espacios para el debate 
político, y la circulación de información e ideas; brindando 
información relevante para que los votantes adoptaran de-
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cisiones bien fundamentadas; alertando sobre las amenazas 
a la transparencia del proceso; garantizando el derecho de 
los ciudadanos de acceder a información sobre candidatos 
y partidos; y acercando el debate electoral a temas y pro-
blemas de interés para el ciudadano. 

La alianza Votebien 2007 estuvo conformada por Terra, Revis-
ta Semana, Fescol, Congreso Visible, Colprensa, Caracol Radio, 
PNUD, la Agencia de Cooperación Técnica Alemana, GTZ, y la 
Embajada Británica. Votebien.com produjo en total 205 infor-
mes periodísticos; más de 200 noticias con información de 20 
de los 32 departamentos del país; 56 perfiles de candidatos 
a 10 gobernaciones y 12 alcaldías de ciudades capitales; se 
realizaron 20 entrevistas para televisión digital; se elaboraron 
y publicaron 7 especiales multimedia; 542 ciberciudadanos 
se inscribieron al portal para reportar información al proyecto 
sobre el desarrollo del proceso electoral en sus ciudades y 
municipios; hubo cinco blogs permanentes,  y participaron 
23 columnistas con 48 notas de opinión y se realizaron 13 
debates con candidatos a alcaldías y gobernaciones emitidos 
en directo por radio y televisión. 

Por otra parte, durante las elecciones territoriales de 2007, la 
Misión de Observación Electoral y Transparencia por Colom-
bia promovieron la suscripción de un Pacto de Transparencia 
Electoral, en el que se hiciera explícita la voluntad de las 
organizaciones políticas de asumir compromisos concretos 
en materia de transparencia financiera de las campañas 
electorales.

En ese sentido, los partidos y movimientos políticos firmantes 
del Pacto se comprometieron a:
1)	 Invitar de manera pública y visible a sus candidatos a 

reportar al partido o movimiento, de manera anticipada 
a las elecciones, la información sobre los donantes de sus 
campañas (nombre de la persona natural o jurídica que 
hace la donación y monto de la donación).
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2)	 Publicar la información recibida sobre los donantes de las 
campañas de sus candidatos en la página web del partido 
o en otro medio masivo de comunicación, por lo menos 
una semana antes del día de las elecciones.

3)	 Pedir a sus candidatos la hoja de vida de los contadores de 
sus campañas y publicarlas en la página web del partido, 
al menos una semana antes de las elecciones.

4)	 Publicar en su página web la hoja de vida del auditor in-
terno del partido o movimiento por lo menos una semana 
antes de las elecciones.

Los 16 partidos y movimientos políticos vigentes firmaron 
el Pacto, y Transparencia hizo seguimiento permanente al 
cumplimiento de los compromisos asumidos y mantuvo 
informada a la opinión pública sobre los avances en el cum-
plimiento del mismo. Aunque el nivel de cumplimiento del 
Pacto fue bajo, se destaca el interés de importantes medios 
de comunicación de demandar a las organizaciones políticas 
un mayor grado de responsabilidad con las actuaciones de 
sus candidatos. 

Al comprender que rendir cuentas y estar abiertos al escruti-
nio público no sólo es una obligación de las organizaciones 
políticas, sino además un elemento vital en el fortalecimiento 
de la confianza ciudadana en los partidos políticos y en la 
democracia, Transparencia por Colombia ha implementado, 
con el apoyo del Instituto Nacional Demócrata, dos fases del 
proyecto Fortalecimiento de la capacidad de los partidos y 
movimientos políticos para rendir cuentas. Durante la prime-
ra fase de esta iniciativa se desarrolló en 2006 el aplicativo 
Cuentas Claras en Elecciones, como una herramienta para 
facilitar a candidatos y partidos la elaboración y presentación 
del informe oficial de ingresos y gastos de campaña, en 
los términos requeridos por el Consejo Nacional Electoral. 
Durante la segunda fase en el año 2007, dicho aplicativo 
fue donado a la Registraduría Nacional del Estado Civil y al 
Consejo Nacional Electoral, CNE, para que fuera puesto a 

Compra de votos con 
el sisbén 
En septiembre, la directora 
de Planeación Nacional, 
Carolina Rentería, y el Pro­
curador General Edgardo 
Maya, denunciaron irregu­
laridades en el proceso de 
actualización del Sisbén 
en 66 municipios del país, 
basados en quejas pre­
sentadas por ciudadanos. 
Muchas de las quejas se 
relacionaban con un in­
cremento desmedido de 
afiliados al Sisbén de nivel 
1 que no existían antes o de 
afiliados que fueron reen­
cuestados, lo que al parecer 
se debió a la utilización de 
las afiliaciones al sisbén 
como pago anticipado de 
votos en las elecciones re­
gionales de octubre. 
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disposición de partidos y candidatos en todo el país, y sirviera 
de apoyo en el proceso de elaboración y presentación de 
los informes de ingresos y gastos de campaña.

Durante el proyecto, se dictaron también doce talleres regio-
nales de capacitación a candidatos, contadores de campañas 
y miembros del equipo administrativo o financiero de los 
partidos, sobre la normatividad que rige la contabilidad y 
la rendición de cuentas de campaña, así como en el uso 
del Aplicativo. En total, se capacitó a cerca de 450 personas 
pertenecientes a doce distintas organizaciones políticas, 
así como a grupos significativos de ciudadanos. De igual 
forma, se distribuyeron en todo el país más de mil copias 
del Aplicativo Cuentas Claras. 

En términos de avances normativos, es importante men-
cionar que el CNE acogió varias de las recomendaciones 
hechas tanto por Transparencia por Colombia como por otras 
organizaciones, tendientes a incrementar la transparencia en 
la financiación de las campañas. 

Conflicto de intereses en el Congreso 

En alianza con Congreso Visible y con el apoyo financiero 
de la Fundación Merck e Idea Internacional, la Corporación 
emprendió un estudio de caso que pretende profundizar en 
la caracterización sobre los vacíos de procedimiento y otros 
riesgos presentes en el manejo de la figura del conflicto de 
intereses en el Congreso de la República, y sus efectos adver-
sos sobre la transparencia de la actividad legislativa.

Los hallazgos y recomendaciones derivadas del estudio 
serán puestos a consideración del Congreso de la República 
y la opinión pública para que sean tenidas en cuenta en la 
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discusión sobre la reforma de la Ley 5, que rige la operación 
de este órgano.

Rinde: Alianza por el Desarrollo 
Territorial 

En 2007, Transparencia por Colombia se vinculó a la Red 
de Iniciativas para la Democracia y el Desarrollo Territorial, 
Rinde, impulsada además por la Agencia de Cooperación 
Alemana, GTZ, Cercapaz, la Universidad Nacional de Co-
lombia, la Universidad Externado de Colombia, la Escuela 
Superior de Administración Pública, ESAP, la Fundación Foro 
Nacional por Colombia y la Fundación para la Participación 
Comunitaria, Parcomún. 

La primera actividad en el marco de esta alianza fue la pu-
blicación de una separata en el diario El Tiempo, en octubre 
de 2007, para convocar a la ciudadanía a votar libremente 
y a escoger con criterio a las nuevas autoridades locales 
y regionales. A partir de los resultados de los Índices de 
Transparencia Departamental y Municipal se señalaron seis 
alertas en la gestión territorial que los nuevos mandatarios 
deben atender. 

 
Seguimiento a las regalías 
 

Por medio del Acompañamiento a los Comités de Segui-
miento a la Inversión de las Regalías, CSIR, Transparencia 
por Colombia contribuyó a profundizar la discusión sobre 
la naturaleza, papel y composición de estos comités como 
instancia de participación ciudadana. En Arauca, Córdoba, 
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Sucre y Huila, esto coadyuvó al ajuste de su diseño institu-
cional y sus planes de trabajo.

La Corporación ha llamado la atención sobre la existencia 
de una alta corrupción en el manejo de las regalías y señaló 
las dificultades que tienen los Comités para vigilar estos 
recursos en el contexto territorial de apropiación de lo pú-
blico por parte de intereses particulares, legales e ilegales, y 
ante la debilidad de la sociedad civil en las tareas de control. 
También señaló la conveniencia de mantener su carácter 
de instancia ciudadana de seguimiento y en esta medida 
la necesidad de que los gobernadores y alcaldes no sean 
parte de estos comités. Además exhortó a las contralorías 
y procuradurías a apoyar y capacitar a los miembros de los 
comités, entendiendo su trabajo como complemento del 
que hacen los organismos de control. 

En Huila y Arauca se logró un relativo posicionamiento de 
los CSIR como única instancia de participación ciudadana 
interesada en los temas de regalías. Con ello los comités 
alcanzaron un cierto protagonismo en el proceso electoral 
territorial, gracias a la invitación a los candidatos a firmar 
Pactos de Cuidado de las regalías.

Los CSIR animaron además la discusión sobre regalías, con 
lo que se puso en evidencia el estado de dispersión o de 
invisibilidad de la información sobre reglas en los niveles 
nacional y territorial.

Los CSIR deben ser entendidos como entes que comple-
mentan la labor de otras entidades del Estado encargadas 
de velar por el buen uso de los recursos provenientes de las 
regalías. Los comités pueden ser un buen complemento a 
mediano plazo, al interesar a los ciudadanos en el cuidado 
de lo público, pero no pueden responder por la inmensa 
tarea de velar por el uso transparente, responsable y efectivo 
de las regalías.
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Transparencia y rendición de cuentas 
territorial
 

Con el respaldo de la Agencia de Cooperación Técnica 
Alemana GTZ–Programa Cercapaz, la Corporación desarrolló 
este proyecto, dirigido a diseñar una estrategia integral de 
fortalecimiento de la transparencia y la rendición de cuentas 
en el ámbito municipal, que permita generar un modelo 
de trabajo susceptible de ser replicado en otros municipios 
del país. Participaron como municipios piloto Pamplonita, 
Labateca y El Zulia, en Norte de Santander y Manzanares, La 
Victoria y La Dorada, en el oriente de Caldas. 

El proyecto afrontó dificultades por ser un año electoral, por 
el débil compromiso de la mayoría de los alcaldes partici-
pantes y por los problemas tecnológicas de los municipios. 
Aun así, la capacitación a los funcionarios permitió avanzar 
en la visibilización de la información oficial mediante los sitios 
web de las administraciones locales. 

Para fortalecer la capacidad de gestión y la gobernabilidad 
de los nuevos alcaldes, se elaboró  la cartilla La transparencia: 
llave maestra para una buena gestión pública, entregada 
en el Seminario de Inducción a la Administración Pública, 
organizado por la Esap, la Contraloría General de la Repú-
blica y la Federación Colombiana de Municipios. Además, se 
avanzó en la construcción de una Guía para la contratación 
municipal y se aportó en el diseño y puesta en marcha del 
“Sistema de información piloto para la municipalización de 
Objetivos de Desarrollo del Milenio”, liderado por la GTZ, con 
la participación del PNUD y la Federación Colombiana de 
Municipios. Igualmente se avanzó en la articulación de este 
proyecto al de Internet para la Rendición de Cuentas.



75

L a l í n e a  de tiempo

2008
Se presentan índices de Transparencia 
2005 y 2006

El jueves 29 de mayo se presentaron públicamente 
los resultados de los Índices de Transparencia Municipal y 
Departamental que evalúan las vigencias 2005 y 2006 para 
228 dependencias departamentales y 252 municipios de 
todo el país. 

Para lograr una herramienta cada vez más confiable, la Corpo-
ración realizó un conjunto de ajustes metodológicos y técni-
cos a los Índices de Transparencia, así como reforzó el conjun-
to de alianzas que hicieron posible su realización y difusión. 

En cuanto a los ajustes técnicos y metodológicos, se destaca 
la incorporación de un núcleo central y un núcleo móvil de 
indicadores, que permiten mayores niveles de comparabili-
dad entre las diferentes mediciones realizadas; la utilización 
de aplicativos en línea que permiten la captura de informa-
ción primaria de una forma más ágil y segura; el ajuste a la 
precisión en los indicadores y a la normatividad vigente y la 
inclusión de algunos nuevos indicadores tanto en el Índice 
Departamental como en el Municipal.

La medición mostró que si bien muchos municipios han 
mejorado en el cumplimiento de normas y estándares de 
gestión, sigue preocupando asuntos como la visibilidad de 
los actos de gobierno, las decisiones de contratación, el 
manejo de regalías, el enganche de personal y el estímulo 
a la participación ciudadana. Según el informe del Índice 
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Municipal, los municipios colombianos continúan siendo las 
entidades públicas con mayores debilidades institucionales y, 
por tanto, con dificultades para alcanzar niveles importantes 
de transparencia.

En estos años más de 656 entidades del orden nacional, 
departamental y municipal han sido evaluadas mediante 
el Índice, que cuenta con gran credibilidad por parte de la 
opinión pública y de las propias entidades. 

Los equipos de gobierno de estas entidades, las universida-
des, centros de investigación y programas de cooperación 
internacional utilizan la información del Índice y las bases de 
datos consolidadas para profundizar en ajustes institucionales 
y análisis en el estudio de la administración pública nacional y 
regional. Igualmente, los medios de comunicación han encon-
trado en el Índice una fuente de información clara y confiable. 

Este proceso ha sido inspirado en iniciativas similares en 
varios capítulos de Transparencia Internacional: Panamá, 
República Dominicana, Guatemala y Chile. 

Transparencia hace seguimiento a la 
Reforma Política 

Por considerarla como un aspecto vital para el mejora-
miento de las costumbres políticas de Colombia, la Corpo-
ración ha participado de manera activa en el seguimiento 
a la Reforma Política que el Gobierno Nacional, el Congreso 
de la República, los partidos políticos y la opinión pública 
vienen debatiendo desde 2007. 

La Corporación ha presentado varias propuestas dirigidas 
a promover la transparencia en la actividad política, el 

Investigan la Farc–
política
Con base en los archivos 
encontrados en el compu­
tador del abatido líder 
guerrillero “Raúl Reyes”, 
la Corte Suprema de Jus­
ticia y la Fiscalía Nacional 
comenzaron a investigar 
los supuestos vínculos de 
dirigentes de la izquierda 
colombiana y el periodis­
mo con la guerrilla de las 
Farc. Los investigados son 
dos congresistas del Polo 
Democrático, una del Par­
tido Liberal, el director del 
semanario Voz, el corres­
ponsal en Colombia de la 
cadena venezolana Telesur, 
dos asesores de paz, cuatro 
ciudadanos extranjeros y 
la representante de la ONG 
Federación Nacional Sindi­
cal Unitaria Agropecuaria, 
única detenida a finales del 
mes de agosto.
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funcionamiento de los partidos y la gestión del Congreso: 
eliminación temporal del voto preferente, implementación 
del voto nominal y público para las corporaciones de elec-
ción popular, prohibición de la doble militancia, regulación 
del cabildeo, introducción de un paquete de medidas para 
dotar de mayor transparencia la financiación de partidos y 
campañas, aplicación inmediata de sanciones para los parti-
dos políticos con nexos con asociaciones ilícitas y obligación 
de rendir cuentas de los ingresos y gastos de las campañas 
antes de las elecciones.

Transparencia por Colombia forma parte del Grupo de Interés 
de la Reforma Política, integrado por organizaciones ciuda-
danas y personas naturales para hacerle seguimiento crítico 
al debate en torno al Proyecto de Acto Legislativo. El Grupo 
está conformado por la Misión de Observación Electoral, 
MOE, la Fundación Foro por Colombia, la Corporación Viva la 
Ciudadanía, la Central Unitaria de Trabajadores, CUT, la Corpo-
ración Transparencia por Colombia, la Corporación Gestión y 
Territorio, el Centro de Estudios de Derecho, Justicia y Socie-
dad, DeJusticia, la Comisión Colombiana de Juristas, CCJ, el 
Secretariado Nacional de Pastoral Social, el Grupo de Inves-
tigación Partidos, Congreso y Elecciones del Departamento 
de Ciencia Política de la Universidad de Los Andes, Congreso 
Visible, y un importante conjunto de abogados y académicos.

Índice de Transparencia para  
Empresas de Servicios Públicos

En 2008 ,Transparencia por Colombia ha emprendido una 
iniciativa piloto para construir un Índice de Transparencia 
para las Empresas de Servicios Públicos con el apoyo de la 
Fundación Avina, la Fundación Merck, la Embajada de Ho-
landa y la participación voluntaria de un grupo de empresas 
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líderes del sector, que han acogido esta iniciativa: Unión 
Fenosa, Promigas, EEPPM, Isagen, EEB, Telefónica, UNE EPM, 
Aguas de Manizales y Grupo Sala S.A. 

La iniciativa busca hacer más transparente la gestión de estas 
empresas que prestan bienes públicos a la sociedad colom-
biana y contribuir con elevar los estándares de transparencia 
del sector en su conjunto.

En la primera fase se han acordado unas reglas de par-
ticipación, se definieron los compromisos de las partes 
involucradas en la construcción, aplicación y divulgación 
de los resultados y se conformó un Comité Consultivo con 
representantes del sector de gran trayectoria y credibilidad. 
También se ha venido consolidando la propuesta conceptual 
y metodológica de la herramienta, partiendo de referentes 
internacionales y consultas a académicos, expertos del sector 
y grupos de interés.

Convenio con BASC para incorporar 
estándares de ética y anticorrupción en 
la norma técnica de gestión en control 
y seguridad

Con el fin de  incorporar  estándares de ética organizacio-
nal y anticorrupción en la norma que rige la certificación en 
sistemas de gestión en control y seguridad, BASC suscribió 
un convenio de cooperación interinstitucional con Transpa-
rencia por Colombia.

La alianza promoverá la vinculación de las empresas de 
comercio internacional y sus proveedores de la cadena 
logística, al Programa Integral de Ética Empresarial Rumbo 
Pymes, que en una primera fase será implementado por 
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cincuenta empresas certificadas por BASC. En un segundo 
momento se trabajará en el diseño de una guía técnica, 
que incorpore a la Norma BASC contenidos de ética orga-
nizacional y estrategias anticorrupción, que tendrá amplia 
repercusión a nivel nacional e internacional. 

Primera Encuesta Nacional sobre 
Prácticas Contra el Soborno en las 
Empresas Colombianas

El 21 de agosto, Transparencia por Colombia, en con-
junto con la Universidad Externado de Colombia, y con el 
apoyo de la Fundación Merck y Transparencia Internacional 
presentó los resultados de este trabajo que tiene por objeto 
indagar el nivel de desarrollo de las prácticas empresariales 
para prevenir el soborno y motivar a los empresarios a im-
plementarlas.

La encuesta, realizada durante el segundo semestre de 2007, 
se aplicó en 537 empresas entre grandes, medianas y peque-
ñas, en ocho ciudades del país: Bogotá, Bucaramanga, Cali, Cú-
cuta, Ibagué, Medellín, Santa Marta y Villavicencio. De manera 
específica la encuesta buscó identificar cuáles de las prácticas 
de los Principios Empresariales para Contrarrestar el Soborno, 
de Transparencia Internacional, son aplicadas, reconocer 
el nivel de aplicación de las prácticas y evaluar su utilidad. 

La encuesta mostró que un 91 por ciento de los empresarios 
consultados cree que hay empresarios que ofrecen soborno 
en el giro de sus negocios, 48 por ciento cree que el soborno 
y la competencia están íntimamente ligados y 54 por cien-
to lo ve como una estrategia comercial para obtener mayor 
participación en el mercado. Por eso, el estudio revela poca 
confianza entre empresarios y una percepción del pago de 
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“comisiones” como algo normal y que hacer contribuciones 
a políticos y dar regalos produce a la larga buenos frutos.

El estudio también revela que los engorrosos trámites y 
procedimientos ante entidades estatales constituye uno de 
los principales motivos para ofrecer y dar sobornos y que hay 
escasos controles internos en las empresas para prevenir el 
soborno. Aunque los empresarios perciben que el soborno 
es una práctica nefasta y la rechazan, sólo un 11 por ciento 
tiene un programa estructurado para prevenirla y apenas un 
25 por ciento se reserva el derecho de terminar un contrato 
con sus proveedores ante un ofrecimiento o pago de un 
soborno por parte de ellos.

Los resultados del estudio serán objeto de análisis por parte 
de la Corporación, para fortalecer, ajustar y construir acciones 
desde su programa de Sector Privado. 

Pacto por la Transparencia en 
Montelíbano

En el marco de la modernización del Hospital Local de 
Montelíbano, Córdoba, Transparencia por Colombia fue 
invitada por Cerro Matoso para que acompañara la construc-
ción de un Pacto con el triple objeto de proteger la gestión 
del Hospital de posibles riesgos de corrupción, incentivar la 
integridad en las relaciones entre el hospital y sus directos 
interlocutores, y fortalecer mecanismos de rendición de 
cuentas y de control social. 

Con la participación de la Alcaldía, del Hospital (Junta Direc-
tiva, Gerente y equipo directivo), de las EPS que contratan 
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servicios con el Hospital y de la Gobernación, se adelantó el 
proceso más importante que ha vivido el sector salud en el 
municipio, y tal vez en el país. La construcción de acuerdos 
partió de la revisión del mapa de riesgos de corrupción 
en diversas áreas de gestión del hospital, definió medidas 
concretas para controlarlos, precisó el responsable de imple-
mentarlas, las fechas en que deberían ser implementadas y 
propuso los indicadores que darían cuenta de que efectiva-
mente la medida habría sido cumplida. 

Como complemento de lo anterior, se conformó un Comité 
de Seguimiento independiente y plural, responsable de velar 
porque lo pactado se cumpliera, en el que están represen-
tados docentes, juntas de acción comunal, profesionales, 
medios de comunicación y fundaciones. Igualmente, se 
invitó al Centro de Gestión Hospitalaria y al Ministerio de la 
Protección Social a formar parte de él. 

El Pacto por la Transparencia se firmó en acto público el 25 
de julio de 2008, contó con la participación, en calidad de tes-
tigos, del Viceministro de Salud y Bienestar de la Protección 
Social, la Directora Ejecutiva de la Corporación Transparencia 
por Colombia, el Presidente de Cerro Matoso, el Director de 
la Fundación San Isidro, Monseñor Edgar de Jesús García y 
el Presidente de la Asociación de Productores de Especies 
Menores y Acuícolas, Asproesa.

Choque de trenes y 
acusaciones de altos 
funcionarios
El avance del proceso de la 
parapolítica que ya vincula 
más de 70 congresistas ha 
creado fuerte tensiones 
entre la Corte Suprema 
de Justicia, encargada de 
investigar y juzgar a los 
congresistas, y el Gobierno 
Nacional, que acusa a la 
Corte de estar politizando 
la justicia, de actuar de 
manera selectiva, de tener 
vínculos con delincuentes, 
de prejuzgar, de obtener 
testimonios falsos. 
El enfrentamiento se agudi­
zó cuando la Corte condenó 
a la ex parlamentaria Yidis 
Medina por el delito de 
cohecho, tras su confesión 
de haber cambiado su voto 
a favor de la reelección 
del Presidente a cambio 
de cuotas burocráticas. La 
Corte, además, abrió y le 
pidió a la Fiscalía abrir in­
vestigaciones contra varios 
funcionarios y ex funcio­
narios del Gobierno, como 
coautores del delito. 
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Contar con el reconocimiento y respeto de los actores más 
representativos de la vida nacional. En 2005, tres evaluadores 
externos, que entrevistaron a más de 50 representantes de diferentes 
sectores, señalaron: “para una mayoría muy representativa de los en-
trevistados, Transparencia por Colombia es una entidad seria y creíble. 
Enfatizan su profundo conocimiento de mecanismos de promoción 
de la transparencia y lucha contra la corrupción, la consistencia entre 
su discurso y sus propias prácticas, y su generosidad para transferir su 
acervo de conocimientos”. 

Establecer vínculos de cooperación con organizaciones de 
distinta naturaleza para ofrecer respuestas más innovadoras y 
audaces. En el transcurso de sus diez años de existencia, Transparencia 
ha establecido vínculos estrechos de cooperación con más de un cen-
tenar de organizaciones de distinta naturaleza: organizaciones civiles, 
universidades, empresas, medios de comunicación, entidades públicas 

En estos diez años de trabajo, Transparencia por Colombia ha 
logrado consolidar la organización social de lucha contra la corrupción 
más importante en Colombia, posicionando en la agenda nacional 
el tema de la corrupción. Con su trabajo ha generado información 
y herramientas para limitar el impacto de la corrupción, dirigidas a 
los sectores público, privado y civil y ha logrado incidir en que las 
entidades públicas tomen medidas institucionales de prevención a 
la corrupción y promoción de la transparencia, así como un impacto 
considerable sobre las políticas públicas de contratación y acceso a 
la información. Este esfuerzo ha producido diez grandes resultados, 
para estos diez años:

1
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de distintos niveles de gobierno y ramas del poder público, organismos 
internacionales, embajadas de gobiernos con presencia diplomática 
en Colombia, agencias de cooperación y financiadores. Estos vínculos 
le han permitido incrementar el impacto de las intervenciones, sumar 
mayores y mejores recursos técnicos, logísticos y financieros, y construir 
visiones colectivas para ofrecer propuestas innovadoras y pertinentes. 

Así mismo, Transparencia por Colombia ha venido consolidando su par-
ticipación en diferentes redes: 1) En ONG por la Transparencia junto con 
otras 47 organizaciones comprometidas con la rendición de cuentas 
sobre sus acciones. 2) En Rinde, una red de organizaciones promovida 
por la GTZ–Cercapaz, la Universidad Nacional, la Universidad Externado, 
la Esap, Foro Nacional por Colombia y Parcomún. 3) El Grupo de Interés 
de la Reforma Política, compuesto por distintas organizaciones sociales 
como la MOE, Congreso visible, Viva la Ciudadanía, Plural, universidades 
y formadores de opinión. 4) Veeduría Elección Visible para la selección 
de magistrados de la Corte de la Constitucional (2008) compuesta por 
12 organizaciones de la sociedad civil de distintas regiones del país y 
medios de comunicación.

Llevar su conocimiento y experiencia a las distintas regiones de 
Colombia. Durante estos diez años de trabajo, la Corporación, junto 
con un grupo importante de aliados, ha desarrollado un conjunto de 
iniciativas y de herramientas que hoy son utilizadas en distintas regiones 
del país, con variados niveles de impacto tanto en las administraciones 
locales como en la ciudadanía. Se destacan principalmente los Índices 
de Transparencia Departamental y Municipal, y el proyecto “Internet 
para la Rendición de Cuentas”, como los instrumentos que han permi-
tido tener mayor contacto con actores locales, construir alianzas en las 
regiones, y alimentar nuestra visión sobre la realidad local.

Convertirse en un referente para otras organizaciones a nivel 
internacional. Transparencia por Colombia ha liderado importan-
tes procesos de transferencia de conocimientos e intercambio de 
experiencias con capítulos de Transparencia Internacional, TI, y otras 
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organizaciones. Se destacan el acompañamiento a TI y a otros capítulos 
nacionales en el desarrollo de las herramientas de transparencia en 
las contrataciones públicas; pasantías organizadas para líderes de los 
capítulos nacionales de Pakistán, Argentina, Paraguay y Guatemala; la 
transferencia metodológica y el acompañamiento a Poder Ciudadano 
(Argentina) e Instituto Ethos (Brasil) para la implementación de los 
acuerdos anticorrupción entre empresas competidoras. Asimismo, 
el Índice de Transparencia de las entidades públicas ha inspirado la 
creación de herramientas similares en República Dominicana, Panamá 
y Chile; el uso de Internet para rendición de cuentas en siete munici-
pios de Nicaragua (iniciativa del Grupo Fundemos) y el interés que ha 
despertado en otros países de la región como Honduras (a través de 
la Fundación Democracia sin Fronteras) y Argentina. 

Ser pionera e innovadora en el desarrollo de herramientas y 
metodologías. Los ejemplos más significativos son: 1) La Cátedra 
Transparencia por Colombia, programa de formación en valores para 
jóvenes que involucró a más de 10.000 estudiantes de 19 universidades 
en 5 ciudades del país. 2) El portal votebien.com, el cual ha hecho moni-
toreo a las elecciones presidenciales, parlamentarias y territoriales desde 
2002 a 2007, y es reconocido en los medios políticos nacionales y por 
formadores de opinión como un ejercicio de comunicación pluralista 
que ha aportado a la transparencia de los procesos electorales en el 
país. 3) El impulso junto con otras organizaciones a la iniciativa pionera 
ONG por la Transparencia que promueve la rendición de cuentas por 
parte de las ONG en el país.

Adaptar e implantar herramientas para proteger las compras 
públicas de los riesgos de corrupción. En más de 80 procesos de 
contratación fueron implementados “Pactos de Integridad” que permi-
tieron la protección de US$ 2.300 millones de dólares y, a partir de esta 
experiencia, se contribuyó a introducir modificaciones en la legislación 
sobre contratación en Colombia. Esta metodología fue transferida a una 
serie de organizaciones, entre éstas la Veeduría Distrital de Bogotá.

5
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Involucrar al sector privado en la lucha contra la corrupción y 
hacerlo más consciente de su responsabilidad en la construc-
ción de lo público a través de herramientas diseñadas para tal 
fin. Acompañamientos a más de diez grandes empresas y mas de 200 
Pymes que integran la cadena de valor de estas empresas en la imple-
mentación de un programa de ética a través de Rumbo Pymes–Íntegras 
y Transparentes, una herramienta innovadora y pertinente desarrollada 
por la Corporación. La puesta en marcha de acuerdos sectoriales anti-
corrupción en tres sectores de la economía, cuyas medidas establecidas 
son un derrotero concreto para prevenir y combatir la corrupción en 
las empresas y en las relaciones de negocios, con un impacto social 
considerable. Adicionalmente, el desarrollo de un Índice de Transpa-
rencia para empresas que prestan servicios públicos que busca ser un 
referente de comparación entre las buenas prácticas adoptadas por las 
empresas en cuanto a oferta de información a sus grupos de intereses 
y la implementación de medidas a favor de la ética. 

Inspirar y acompañar alianzas de organizaciones civiles a hacer 
control y cuidar lo público. Más de 80 organizaciones involucradas 
en ejercicios de control social llevados a cabo en 14 departamentos del 
país han contado con el apoyo técnico y financiero de Transparencia 
por Colombia. Se destacan los ejercicios de seguimiento a los Conce-
jos Municipales y Distritales de Barranquilla, Cartagena, Cali, Popayán, 
Neiva, Manizales, el apoyo brindado al fortalecimiento de los comités 
de seguimiento a las regalías en Arauca, Sucre y Córdoba, y la puesta 
en marcha del Fondo de apoyo al Control Social. 

Brindar herramientas prácticas para fomentar la rendición 
de cuentas en los municipios de Colombia. Transparencia por 
Colombia produjo las primeras recomendaciones en el país con rela-
ción a la preparación y desarrollo de audiencias públicas de rendición 
de cuentas social de los alcaldes, que han venido siendo recogidas y 
enriquecidas por entidades nacionales y territoriales para orientar sus 
ejercicios de rendición de cuentas. Desarrolló la herramienta Internet 

7

8

9



89

10 logros de Transparencia por Colombia en diez años de trabajo

para la Rendición de Cuentas, IPRC, que ha posicionado en el país 
de unos mínimos de información municipal a publicarse en la web, 
como indicador de visibilidad de la entidad. Esta herramienta fue 
donada a la Vicepresidencia de la República y al Ministerio de Comu-
nicaciones–Agenda de Conectividad y en la actualidad más de 700 
municipios del país usan IPRC como base para alimentar el sitio web 
oficial de la alcaldía. 

 
Desarrollar una herramienta innovadora, pertinente de aplica-
ción sistemática para incentivar cambios institucionales contra 
la corrupción. El Índice de Transparencia de las entidades públicas se 
ha consolidado como el primer instrumento independiente desde la 
sociedad civil, que mide periódicamente el desempeño de las entida-
des públicas en la prevención y control de sus riesgos de corrupción, y 
cuenta con gran credibilidad por parte de la opinión pública y de las 
propias entidades evaluadas. El Índice evalúa 178 entidades públicas del 
orden nacional del Ejecutivo, Legislativo, Judiciario, órganos de control 
y empresas estatales y sociedades de economía mixta; 228 entidades 
del Gobierno departamental y 32 contralorías departamentales y 252 
municipios. Entre una medición y otra, se ha observado que todas las 
entidades evaluadas mejoran, lo que reafirma la pertinencia del índice 
como una herramienta que incentiva la adopción de medidas por parte 
de las instituciones públicas para prevenir los riesgos de corrupción. 
Adicionalmente, el Índice es un referente para decisiones de medidas 
y políticas que abarcan el conjunto de las entidades públicas y se ha 
convertido en una meta del Sistema de información para el seguimien-
to de la acción gubernamental Sigob. Además, el índice ha logrado 
posicionarse como un indicador de éxito para programas que impulsa 
la cooperación internacional en las regiones colombianas.
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Volver a posicionar la corrupción como prioridad en la agenda 
pública. La lucha contra la corrupción ha pasado a segundo plano en 
un país cuya prioridad es vencer el conflicto armado. La corrupción 
no es percibida como el mal mayor y los colombianos no parecen 
percibir las conexiones y los efectos nefastos de este fenómeno 
sobre la efectividad y legitimidad de las instituciones, la equidad y la 
justicia social, el acceso a los derechos, la generación y distribución 
de riqueza, el fortalecimiento de la democracia, y sus propias vidas. La 
corrupción preocupa por los efectos que produce sobre la sociedad 
y la institucionalidad.

Las prácticas corruptas impiden lograr los objetivos deseados por el 
Estado y la sociedad, reducen y ponen en manos de unos pocos los 
recursos disponibles para fines colectivos; distorsionan el proceso de 
decisiones a favor de intereses particulares; contaminan el ambiente en 
el cual opera el sector privado; aumentan los costos de administración 
de bienes y servicios públicos y privados; debilitan el respeto por la 
autoridad y deterioran la legitimidad de las instituciones y la confianza 
ciudadana, entre otros efectos nefastos.

1

Aunque se han logrado avances en la lucha contra la corrupción, 
el fenómeno es complejo, dinámico y extendido. Todo ello plantea 
desafíos importantes, algunos recurrentes, otros sobrevinientes de 
acuerdo con las características que ha adquirido recientemente el 
problema. Estos son los que plantea Transparencia por Colombia para 
los próximos años:
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Vencer el círculo perverso entre violencia, narcotráfico y 
delincuencia organizada como escenarios para corrupción. 
El narcotráfico y el fortalecimiento de los grupos armados ilegales 
como expresiones de la violencia han conducido al debilitamiento de 
la gobernabilidad y han movido la frontera de la ética en el país. En 
consecuencia, han generado un escenario propicio para el auge de la 
corrupción, y a la vez se ha convertido en un obstáculo para combatirla. 
Los fenómenos de violencia, narcotráfico y grupos armados ilegales, 
unidos, con la intensidad que los vive Colombia han presionado una 
mutación mucho más peligrosa de la corrupción: la captura y la recon-
figuración cooptada del Estado. 

Comprender y actuar con decisión y audacia para cerrar las 
puertas a la captura y la reconfiguración cooptada del Estado. 
La corrupción en Colombia ha evolucionado a formas más sofisticadas 
y complejas, los actores son más diversos, organizados y con frecuencia 
están vinculados a redes delincuenciales con objetivos de largo plazo 
que buscan afectar aspectos neurálgicos del Estado en sus distintos 
niveles y poderes. Sus objetivos son estructurales y ambiciosos y van 
más allá de lo económico para buscar la consolidación de poder político 
y territorial y la legitimación social. Combatir este fenómeno creciente, 
que produce efectos corrosivos sobre la sociedad colombiana en sus 
distintos ámbitos, requiere comprender cómo y dónde se manifiesta 
y diseñar reformas y medidas más complejas, más profundas y más 
integrales que aquellas convencionalmente aplicadas a la lucha contra 
la corrupción. 

Romper con la cultura del atajo y la ilegalidad. Algunos avances 
a favor de la transparencia y en contra de la corrupción conviven con 
una cierta tolerancia social de parte de los colombianos a la corrupción. 
Con frecuencia, los comportamientos no éticos (legales o ilegales) 
siguen siendo vistos como actos de audacia y astucia. La cultura del 
atajo, entendida como la obtención de resultados mediante la utiliza-
ción de métodos ilegales o antiéticos sin considerar las consecuencias, 
tiende a prevalecer en distintos escenarios de la vida pública y privada 
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de los colombianos. Por otro lado, una proporción importante de 
colombianos justifica la corrupción en función de los fines persegui-
dos; desconfían de las actuaciones de sus conciudadanos y justifican 
sus comportamientos no éticos (legales o ilegales) en el inadecuado 
comportamiento de la mayoría. 

Ser más estrictos en el cumplimiento de la legislación existente. 
Colombia ha ratificado convenciones internacionales anti-corrupción y 
cuenta con un conjunto amplio y suficiente de lineamientos constitu-
cionales, leyes y normas para avanzar en la lucha contra la corrupción. 
Si bien es necesario afinar la legislación existente en algunos aspectos, 
la tarea inaplazable consiste ser más estrictos en su cumplimiento, 
y cerrar la brecha que tradicionalmente caracteriza el país, entre la 
existencia de normas y leyes y su poca aplicación en la práctica. Es 
necesario aplicar mayores sanciones al incumplimiento e incentivos 
positivos al cumplimiento efectivo.

Estimular una sociedad civil vibrante y motivada por el cuidado 
a lo público. Los ciudadanos cada vez creen menos que es posible 
derrotar la corrupción. Esto genera un cierto desaliento de parte de los 
colombianos a exigir mayores compromisos y resultados de parte de 
los gobernantes y empresarios frente al combate a la corrupción. Por 
otro lado, los colombianos si bien tienen una alta percepción de que 
la corrupción es extensa, no la consideran como uno de los problemas 
prioritarios que afecta sus vidas de manera directa y contundente, 
probablemente debido a que no establecen vínculos causales entre 
la gran corrupción e incluso la amenaza de captura del Estado, y los 
daños causados a sus vidas en particular o a los bienes y servicios a los 
cuales accede cada ciudadano. Es necesario hacer esfuerzos orientados 
a crear conciencia colectiva sobre el impacto nefasto de la corrupción 
y rechazo social a este fenómeno. Asimismo, es esencial no ahorrar 
esfuerzos para incentivar la actuación de la sociedad civil organizada 
en torno al cuidado de lo público, en especial mediante los ejercicios 
de control social.

5
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Los empresarios deben asumir un fuerte y claro liderazgo en la 
lucha contra la corrupción. El sector privado tiene el reto de asumir 
un papel protagónico en la búsqueda e implementación de soluciones 
individuales y colectivas. La condición básica de una empresa social-
mente responsable es la conducción de sus negocios con principios 
éticos y de transparencia. Una forma concreta para que los empresarios 
asuman su corresponsabilidad en la lucha contra la corrupción es la 
puesta en marcha de programas de ética organizacional en sus empre-
sas, extensivos a su cadena de valor, la implementación de esquemas 
de autorregulación para prevenir el soborno en la gestión empresarial 
y en particular la adopción de los Principios Empresariales contra el 
Soborno. El Estado, a su vez, debe impulsar medidas para incentivar 
a las empresas a adoptar y cumplir estándares y prácticas de transpa-
rencia e integridad y de prevención del soborno, especialmente entre 
aquellas empresas que contratan con él, así como limitar o evitar que 
estas últimas hagan contribuciones a las campañas electorales. Y los 
consumidores deben asumir una actitud responsable en sus prácticas 
de consumo, así como premiar las actuaciones éticas y responsables 
del empresariado, y castigar las contrarias.  Estas condiciones, impul-
sadas desde el entorno, pueden afectar de fondo la manera en que 
se relacionan y hacen negocios las empresas.

Consolidar un sistema de pesos y contrapesos. Es necesario rever-
tir en el país la tendencia de concentración de poder en el ejecutivo y 
alcanzar un mayor equilibrio e independencia entre los poderes, como 
condición indispensable para el adecuado funcionamiento de un siste-
ma de integridad basado en pesos y contrapesos, en el que cada actor 
vigila y es vigilado. La lucha contra la corrupción en Colombia requiere 
que estos controles operen de forma efectiva y que la interacción entre 
los actores se ciña a reglas democráticas y transparentes.

En particular es esencial elevar la eficacia de los Órganos de Control y la 
Justicia para investigar y sancionar los hechos de corrupción.  La lucha 
contra la corrupción en Colombia requiere que la Fiscalía, la Procura-
duría y la Contraloría actúen con eficacia, eficiencia y oportunidad en 
la prevención de riesgos de corrupción y en la investigación y sanción 

8
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de los casos. Por su parte, el Consejo Nacional Electoral debe actuar 
con celeridad e independencia en el ejercicio de su labor de vigilar la 
actuación responsable de las organizaciones políticas y la transparencia 
en la financiación de partidos políticos y campañas electorales. 

Sellar las fisuras de la institucionalidad estatal, que expresan 
los escenarios de riesgo de corrupción en la gestión administrativa 
de las entidades del orden nacional, departamental y municipal. Si 
bien Colombia cuenta con una institucionalidad cada vez más sólida 
y transparente, ésta aún presenta fallas y debilidades en los terrenos de 
la visibilidad, el cumplimiento de las normas y la existencia de pesos y 
contrapesos, configuración que favorece la ocurrencia de hechos de 
corrupción. Estas fisuras, si bien están presentes en toda la institucionali-
dad, tienen sus expresiones más agudas en el nivel territorial. Es urgente 
entonces equilibrar el desarrollo institucional del país, profundizar la 
descentralización tanto administrativa como política y posicionar en 
ella la lucha contra la corrupción como una de las primeras tareas para 
el logro de la autonomía local.

Recuperar la legitimidad y confianza en la institucionalidad  
democrática y en la política. La falta de transparencia y rendición 
de cuentas de los sistemas políticos en Colombia ha llevado a que el 
Congreso de la República, las asambleas departamentales, los concejos 
municipales y distritales y los partidos políticos no gocen de la confian-
za ciudadana y sean percibidos como los más proclives a la corrupción. 
Estos órganos son escenarios institucionales por excelencia de la de-
mocracia local, y en esta medida su falta de legitimidad deslegitima 
la democracia misma. Es necesario impulsar en estos cuerpos mayor 
transparencia y rendición de cuentas, regulación del lobby y manejo 
adecuado del conflicto de intereses, implantación del voto nominal, 
cierre de las posibilidades a la filtración de intereses indebidos de 
grupos legales e ilegales en la formación de las leyes. Y por otro lado, 
hacer más transparente los ingresos y gastos de campañas electorales 
y partidos, y reformar el sistema electoral colombiano. Los partidos y 
movimientos políticos deben ser fortalecidos institucionalmente y 

9
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deben abrirse a la inspección pública y asumir responsabilidad por las 
actuaciones de sus candidatos y representantes en cargos de elección 
popular, de manera que se restablezca la confianza ciudadana en el 
ejercicio ético de la política.

Transparencia por Colombia tiene la firme convicción que es posible 
avanzar de manera sustantiva en la superación de estos desafíos, con 
el compromiso decidido y la acción articulada de funcionarios públicos, 
empresarios, organizaciones civiles y ciudadanos. 

La corrupción tiene un efecto profundo y destructor sobre las socie-
dades, puede acabar con todo, incluso con la esperanza de miles de 
hombres, mujeres, jóvenes y niños que aspiran a un futuro mejor y en 
paz. Hay que vencer este flagelo. Transparencia por Colombia sabe que 
no existen recetas mágicas  ni sencillas para combatir la corrupción; sin 
embargo, invierte talento, recursos y persiste en la tarea de entregar a 
las generaciones futuras una Colombia libre de corrupción. Y espera 
poder contar con el concurso de sus miembros, aliados, donantes y 
actores destacados del Estado, el sector privado y la ciudadanía en 
esta causa mayor.
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	 En el índice de Percepción de Corrupción de Transparencia Interna-
cional, Colombia partió de un puntaje de 2,2/10 en 1998. En 2006 
el país obtuvo una puntuación de 3.9/10 y en 2007 alcanzó 3.8/10 
entre 183 países, lo cual ubica al país en el puesto 68.

	 Según el estudio LAPOP – 20071, la percepción de corrupción en el 
país es de 74,2% frente a 73,9% en 2006, 68,2% en 2005 y 73,5% en 
2004. Sin embargo, la corrupción es un problema prioritario sólo 
para el 2,9% de los entrevistados, cifra muy distante de la calificación 
dada a la violencia (31,49%) y al desempleo (20,7%).

	 La corrupción es el segundo factor que más dificulta la realización 
de negocios para las empresas colombianas, en la opinión de los 
empresarios (World Economic Forum 2007).

	 El 91% de los empresarios considera que hay empresarios que 
ofrecen sobornos en sus negocios. El 11% de los empresarios afirma 
tener programas integrales y continuos e invierte recursos contra 
el soborno (Transparencia por Colombia y Universidad Externado 
de Colombia, 2007).   

	 Un 16,92% de los empresarios considera que el empresario intere-
sado es quien ofrece soborno. Del 28,4% de los empresarios que 
fue victima de algún tipo de solicitud de dinero, favores o regalos a 
cambio de algún servicio por parte de un funcionario del Estado, tan 
solo un 8,52% denunció efectivamente el caso (Encuesta Probidad 
2007 de Confecámaras).  

1	 Estudio Cultura Política de la Democracia en Colombia 2007, LAPOP (Proyecto de 
Opinión Publica de América Latina), Centro Nacional de Consultoría, Universidad 
de los Andes, Observatorio de la Democracia y el Centro para las Américas de la 
Universidad de Vanderbilt.

Las cifras 
de la corrupción en Colombia
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	 Según el Barómetro Global de la Corrupción 2007, los colombianos 
se muestran muy pesimistas con respecto a la disminución de la 
corrupción en los próximos tres años; un 52% afirma que las prácticas 
corruptas van en aumento. Frente a la actuación del gobierno en 
la lucha contra la corrupción, los colombianos se encuentran muy 
polarizados. Un 49% piensa que las medidas tomadas han sido 
eficaces mientras que un 41% percibe lo contrario.

	 Los partidos políticos reciben una calificación de 4.0/5 y el Congreso 
3.9/5, donde 1 es nada corrupto y 5 muy corrupto. Los sectores mejor 
calificados por los colombianos encuestados son el ejército, las ONG 
y los organismos religiosos, compartiendo una calificación de 2.8/5; 
y los medios de comunicación con 2.9/5. (Barómetro Global de la 
Corrupción 2007).

	 De acuerdo con el Barómetro 2007 de Transparencia Internacio-
nal, los colombianos calificaron con 3.0 el nivel de percepción de 
corrupción de la rama judicial, donde 1 es nada corrupto y 5 muy 
corrupto.  En una escala de 0 a 100, el sistema de justicia nacional 
fue catalogado por los colombianos con un nivel de confianza de 
52.7, por debajo del promedio de confianza del total de instituciones 
(54.0), según el estudio LAPOP 2007. 

	 De acuerdo con los resultados del Índice de Transparencia de las 
Entidades Públicas los niveles de transparencia en la gestión admi-
nistrativa de las entidades nacionales aumentó trece puntos entre las 
mediciones de 2003 y 2005, obteniendo un promedio de 75.7/100 
puntos. Las entidades departamentales obtuvieron un promedio 
de 52.3/100 en 2006, lo que representó un punto de aumento en 
relación a la calificación de 2003. El nivel municipal obtuvo una 
calificación promedio de 57.9/100 en 2006. En el nivel nacional la 
calificación promedio más alta la obtiene el sector comercio con 
90/100 y el promedio más bajo la rama legislativa con 55.7/100. Los 
gobiernos departamentales obtienen 59.6/100, mientras que las 
contralorías de ese ámbito obtienen 57.5/100. Los municipios con 
mejores promedios se ubican en la categoría 1 con 68.8/100 puntos 
y los de menor promedio en la categoría 6 con 54.8/100.



Cuatro ensayos 
sobre la corrupción en Colombia
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Luchar contra la corrupción requiere de valentía, dedicación y compromiso para 
servir al bienestar público. Demanda además actuar de manera responsable, transparente y 
consistente. Esto es lo que ha hecho Transparencia por Colombia durante sus diez años de 
existencia. Los logros que ha obtenido en este tiempo son el mejor sustento para abordar 
decididamente los enormes desafíos que sigue representando esta incansable lucha.

El décimo aniversario de Transparencia por Colombia coincide con los quince años de 
actividad de Transparency International, TI, este movimiento global que desde la socie-
dad civil convoca a una gran diversidad y cantidad de actores para avanzar en el logro de 
nuestra visión: un mundo en el que el gobierno, política, negocios, sociedad civil y la vida 
cotidiana de la gente están libres de corrupción.

Es motivo de júbilo para todo el movimiento de TI acompañar a Transparencia por Co-
lombia en esta celebración. Es además una valiosa oportunidad para recordar el origen 
de nuestro movimiento, los logros alcanzados hasta el momento en distintos niveles, los 
retos que aún enfrentamos hacia el futuro en Colombia, América Latina y el mundo, y la 
perspectiva de nuestros esfuerzos hacia los próximos años.

La fundación de Transparency International y su movimiento global

Hace quince años, luchar contra la corrupción a nivel internacional implicaba hacer frente 
a muchos obstáculos que por años fueron considerados como imposible de desafiar. La 
práctica de usar el soborno y la corrupción para obtener negocios a nivel internacional 
era algo tan común que en muchos países desarrollados el soborno se consideraba un 
“gasto” deducible de impuestos. En el escenario mundial de ese entonces no existían los 

Logros y esfuerzos 
en una lucha que sigue adelante

Huguette Labelle

Presidenta 
Transparency International
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incentivos para que las empresas y los gobiernos resolvieran el problema de coordinar a 
nivel global un esfuerzo contra este problema. 

Organizaciones internacionales líderes como las Naciones Unidas y el Banco Mundial es-
taban inhibidas de actuar en este ámbito tanto por preocupaciones diplomáticas como 
por la falsa idea de que la responsabilidad por luchar contra la corrupción recaía en los 
gobiernos de los países pobres. De esta manera, la corrupción era considerada como una 
cuestión política interna más allá del ámbito de las instituciones multilaterales. A nivel 
interno, sin embargo, los intentos de enfrentar la corrupción omitían uno de los factores 
esenciales para incrementar la posibilidad de éxito en esta lucha: la participación de la 
sociedad civil.

TI se creó en 1993, reconociendo el arraigo y la diversidad de la corrupción en las distintas 
realidades alrededor del mundo, así como entendiendo la naturaleza trasnacional de la 
corrupción. Por tanto, la respuesta fue hacer frente al problema a través de un trabajo en 
red a nivel internacional: ofreciendo respuestas locales y abogando juntos por marcos 
internacionales a favor de la transparencia y de la integridad. Para esto, TI trazó desde sus 
inicios los principios organizacionales que siguen siendo válidos en la actualidad. En primer 
lugar, movilizar el conocimiento, entusiasmo, valor y credibilidad de gente comprometida 
en el mundo. Desde nuestro comienzo promovimos la creación de capítulos nacionales, 
que son organizaciones de la sociedad civil ubicadas en su respectivo país de operacio-
nes, compuestas por personas apasionadas por el país y con un gran conocimiento del 
mismo, pero unidas en una red global. En segundo lugar, desarrollar un enfoque holístico 
que permita fortalecer los distintos elementos de un “Sistema Nacional de Integridad” –o 
el conjunto de instituciones, leyes y prácticas que componen la base para la transparencia 
y rendición de cuentas en una sociedad– lo cual implica construir coaliciones amplias que 
incluyan una amplia variedad de actores para enfrentar y prevenir la corrupción. En tercer 
lugar y como complemento a lo anterior, no investigar casos individuales de corrupción, 
sino enfocarse en la prevención y corrección del problema, buscando así una solución a 
más largo plazo, pero más sostenible. 

Hoy, Transparency International es la organización de la sociedad civil que lidera la lucha 
contra la corrupción en el mundo con aproximadamente cien capítulos nacionales y su 
secretaría internacional en Berlín, Alemania. Nuestra organización opera bajo el supuesto 
de que es posible combatir la corrupción de manera eficaz y sostenida, siempre y cuando 
se cuente con la participación de todas las partes interesadas –gobiernos, sector privado 
y sociedad civil– tanto a nivel nacional como regional e internacional. 
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TI en América Latina y los logros de Transparencia por Colombia

Desde sus primeros años, TI ha estado presente en América Latina. En 1996 se creó la red 
de capítulos de América Latina y el Caribe, TILAC, que hoy en día cuenta con trece capítulos 
nacionales. Pocos creyeron que esta región, de extenso territorio y más de 600 millones 
de habitantes, podría trabajar en conjunto para luchar contra la corrupción. 

Sin ir muy atrás en la historia, recordemos que los procesos institucionales vividos por 
Latinoamérica fueron parecidos en muchos países: sangrientas dictaduras en los años 
setenta y ochenta alejaron a gran parte de la población de la vida cívica. Los procesos 
de apertura democrática que siguieron estuvieron acompañados por profundas crisis 
económicas, baja participación de la ciudadanía y poca confianza en las instituciones. La 
democratización trajo consigo una conciencia creciente sobre los derechos humanos y la 
necesidad de contar con gobiernos eficaces, pero el reclamo por una mayor transparencia 
quedó en un segundo plano.

Las personas que lideraron el esfuerzo de Tilac supieron entender el daño que la corrup-
ción inflige a la democracia y al desarrollo y la urgente necesidad de sumar apoyo para 
hacerle frente. Por ello, estuvieron entre los primeros en crear conciencia en América 
Latina acerca de la necesidad de luchar contra la corrupción en todos los órdenes de la 
vida pública:  desde el Estado, el sector privado y la sociedad civil. Varias de esas personas 
fueron las mismas que en 1998 decidieron conformar Transparencia por Colombia y en 
ese momento acreditarse por primera vez como capítulo nacional de TI, entrando así al 
movimiento global. 

El contexto que enfrentaban no era para nada fácil. El país no sólo venía de atravesar el 
escándalo desatado por la comprobación de entrada de dinero proveniente del narco-
tráfico a las campañas electorales anteriores a ese año y las consecuencias que esto había 
generado para toda la sociedad colombiana. El nuevo capítulo debía operar también en 
un escenario de baja rendición de cuentas por parte de los representantes y funcionarios 
públicos, altos índices de impunidad, malversación de fondos públicos en distintos niveles 
de gobierno, prácticas del sistema político orientadas a servir el interés particular sobre 
el general, y un conflicto interno en el cual se presenta interferencia de actores armados 
ilegales en los asuntos públicos.

Si bien algunos de esos problemas aun persisten, sería equivocado señalar que en Colombia 
no se ha hecho nada para enfrentarlos. El papel de Transparencia por Colombia en ello ha 
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sido fundamental. Tal como TI lo hizo en un contexto internacional adverso, Transparencia 
por Colombia ha contribuido de manera decidida a posicionar la lucha contra la corrupción 
como problema de orden nacional y servir de catalizador para generar acciones contra 
estos problemas, convocando a múltiples actores del sector público, empresas y organi-
zaciones de la sociedad civil.

Los esfuerzos en distintos niveles de acción fueron rindiendo frutos. En el escenario inter-
nacional TI, alimentado por el trabajo de sus capítulos, impulsó con éxito la creación de 
marcos reguladores orientados a prevenir y castigar la corrupción, tal como la Convención 
de la OECD contra el Soborno Transnacional que entró en vigor en 1999 y hoy cubre a 36 
países desarrollados, y la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción adoptada 
en 2003 y de la cual actualmente forman parte 121 naciones. Igualmente, el movimiento 
internacional avanzó en el diseño e implementación de metodologías e informes para 
aproximarse al impacto de la corrupción a escala global, no sólo mediante el Índice de 
Percepción de Corrupción, cuya edición de 2007 cubrió 180 países, sino también mediante 
herramientas como el Barómetro Global de la Corrupción, que anualmente indaga sobre 
las experiencias diarias con la corrupción de miles de ciudadanos del mundo, y los infor-
mes globales de la corrupción que desde hace varios años analizan la corrupción en áreas 
sensibles como el financiamiento de la política, las obras de infraestructura, la salud, el 
poder judicial y la provisión de agua.

A nivel nacional, Transparencia por Colombia también ha visto como sus emprendimientos 
se han transformado en logros significativos y concretos: acompañamiento de procesos de 
compras públicas que a la fecha suman 80 e involucran la vigilancia de 2.300 millones de dó-
lares; apoyo a ejercicios de control social en distintos lugares del país que ha permitido a más 
de 80 organizaciones locales en 14 departamentos contar con apoyo técnico y financiero; 
uso y promoción de Internet para facilitar la rendición de cuentas a nivel municipal; desarro-
llo y aplicación de herramientas para involucrar al sector empresarial en la prevención y lu-
cha contra la corrupción a su interior y en su interrelación con el Estado; seguimiento a la im-
plementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción, entre otras iniciativas.

Una de las características que Transparencia por Colombia le ha dado a sus esfuerzos es 
la trascendencia de los mismos hacia el escenario internacional. Para ello, el capítulo se 
ha apoyado siempre en un liderazgo muy valioso que lo ha conducido a ser parte de la 
junta directiva y asumir la vicepresidencia internacional de TI durante tres años, al igual 
que participar activamente en discusiones e iniciativas estratégicas de la red regional 
Tilac. Además, Transparencia por Colombia ha apoyado procesos de fortalecimiento de 
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capítulos nacionales en la región y ha transferido su experiencia y tecnología a sus pares 
en diversas ocasiones para desarrollar herramientas y conocimientos.

El liderazgo ha estado siempre acompañado de un trabajo altamente profesional. A manera 
de ilustración, organizaciones de países como Pakistán, Nicaragua, Paraguay, Guatemala, 
Venezuela, visitaron Colombia pocos años luego de la fundación del capítulo para recoger 
de primera mano sus experiencias en contratación pública. Más recientemente, el Índice de 
Transparencia de las Entidades Públicas ha servido de inspiración para herramientas simi-
lares en República Dominicana, Chile y Panamá, y la metodología de acuerdos sectoriales 
anticorrupción entre empresas privadas en Colombia ha sido transferida a organizaciones 
aliadas a nuestro movimiento en Argentina y Brasil.

Los desafíos que aún persisten

Sin embargo, a pesar de los esfuerzos liderados en distintos niveles por TI, Tilac y Transpa-
rencia por Colombia, la realidad actual nos muestra que la corrupción sigue arruinando 
vidas en el mundo y que es necesario redoblar esfuerzos. La corrupción no es solamente un 
problema de sobres llenos de dinero que se intercambian debajo de la mesas o en pasillos 
oscuros. Este fenómeno va más allá del fraude y el desfalco. Se refleja en las obras públicas 
de mala calidad susceptibles a la más leve tormenta, en los proyectos nunca terminados, 
la entrega de responsabilidades públicas sin consideración del mérito y los tribunales en 
los que las pruebas no cuentan para nada. Su impacto sigue siendo devastador. 

Este año nuestro Informe Global de Corrupción sobre provisión de agua señala que cuando 
hay corrupción, el coste de conexión de un hogar al suministro de este servicio básico 
aumenta hasta un 30 por ciento, es decir un incremento de 48 mil millones de dólares en el 
precio para alcanzar los Objetivos de Desarrollo del Milenio para el agua y el saneamiento. 
Paralelamente, nuestro más reciente informe sobre la implementación de la Convención 
de la OECD indica que mientras 16 gobiernos dan muestras de una significativa aplicación 
de la Convención, entre ellos Estados Unidos, Francia y Alemania, entre otros 18 países, 
incluidos Japón y Rusia, se aprecia escasa voluntad, y en algunos casos ausencia total de 
la misma para asegurar su implementación. 

América Latina no es excepción y también se enfrenta a grandes retos. Algunos de ellos 
han sido identificados y analizados recientemente por la red de capítulos de TI en la re-
gión e incorporados a su estrategia de trabajo regional al 2012. Varios de estos resultan 
relevantes para Colombia. 
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En primer lugar, el crecimiento económico que ha vivido la región en años recientes no 
ha conllevado necesariamente a la reducción de la brecha entre ricos y pobres, lo cual ha 
conducido a que la región continúe marcada por una fuerte desigualdad de oportunida-
des para la mayoría de los ciudadanos. Esto significa que las políticas y sistemas para una 
mejor distribución del crecimiento económico siguen siendo incompletos. Combatir la 
corrupción en este contexto es un deber ineludible pues tal como señala los resultados 
del Barómetro Global de la Corrupción 2007, en todo el mundo, aquéllos que cuentan con 
menos ingresos tienen que pagar sobornos más a menudo. 

En segundo lugar, la tendencia de concentración de poder en el Ejecutivo en países con 
distintos contextos, entre ellos Colombia, conlleva el riesgo que los sistemas de pesos y 
contrapesos –agrupados bajo el Sistema Nacional de Integridad mencionado anterior-
mente– se vean dominados por una de sus partes, y de esta manera es posible que se 
afecte el principio de división de poderes del Estado y las posibilidades de control interno 
y externo. Tal como lo ha defendido TI desde su creación, es necesario que esos controles 
funcionen y que la interacción entre los actores que conforman este Sistema se rija por 
reglas democráticas y transparentes.

En tercer lugar, la incapacidad de algunos sistemas judiciales para sancionar a los crimi-
nales sirve de incentivo para incrementar la inseguridad que afecta la vida cotidiana de 
un sinnúmero de personas en la región. El Informe Global de la Corrupción del 2007 nos 
mostró que América Latina presenta el nivel más bajo de confianza en el poder judicial 
en comparación con las otras regiones del mundo. El 73 por ciento de las personas en-
cuestadas en diez países de la región, entre ellos Colombia, piensan que su judicatura es 
corrupta, lo cual ubica a la región por debajo de lo reportado en África y Europa Surorien-
tal. El problema se agrava con la presencia de actores criminales como mafias, grupos de 
delincuencia organizada y narcotraficantes, que se benefician de la debilidad institucional 
y la falta de aplicación de la ley.

En cuarto lugar y en relación con lo anterior, la capacidad de grupos legales o ilegales 
para sesgar hacia intereses particulares las decisiones públicas, amenaza la calidad de las 
políticas públicas y su orientación hacia el beneficio general. Esta situación, conocida en la 
literatura sobre anticorrupción como la “captura del Estado”, limita los esfuerzos legítimos 
por contar con mejores y más justas decisiones de gobierno y políticas públicas. Desde el 
movimiento internacional nos anima a conocer el valioso e innovador esfuerzo de Trans-
parencia por Colombia por profundizar en la compresión de esta situación en el país y la 
ha designado como “reconfiguración cooptada del Estado”. De esta manera, el capítulo 
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se refiere a una realidad que surge como resultado de prácticas de corrupción cada vez 
más sofisticadas y complejas, desarrolladas por actores más diversos, organizados, y con 
frecuencia vinculados a redes delincuenciales que buscan apropiarse del Estado para que 
las reglas de juego y el régimen político operen a su favor. 

Quinto, se percibe una creciente desilusión de la ciudadanía relacionadas con la inca-
pacidad de lograr triunfos importantes en la lucha contra la corrupción. Mientras que 
en 2004 el 43 por ciento de los entrevistados por el Barómetro Global de la Corrupción 
reportó que esperaba que la corrupción aumentara en los próximos años, en 2007 esta 
cifra incrementó a 54 por ciento. Esta tendencia global también se presenta en América 
Latina y se puede transformar en el desánimo ciudadano para demandar y sumarse a la 
lucha contra la corrupción. Podría implicar además un desincentivo para que los políticos 
asuman compromisos más sólidos contra la corrupción o que los empresarios se absten-
gan de incurrir en sobornos. Es necesario, por tanto, que los gobiernos logren resultados 
concretos, visibles y ejemplarizantes. En este punto Colombia cuenta con una situación 
privilegiada, pues se encuentra entre los países donde la actuación del gobierno contra la 
corrupción se percibe como más eficaz según el estudio mencionado. Por tanto, el país, 
sus líderes en el gobierno y los distintos estamentos del Estado deben ser conscientes de 
esto y actuar en consecuencia.

Las anteriores situaciones nos llevan a un reto central definido por la red Tilac como: la 
falta de transparencia y rendición de cuentas en los sistemas políticos y administrativos 
en América Latina limita la capacidad de formular e implementar políticas públicas que 
respondan a las necesidades y prioridades de la ciudadanía, notablemente de la población 
más pobre. Esta situación se hace aún más apremiante por la influencia indebida de inte-
reses privados –ya sea de grupos legales como los de “cabildeo corporativo” o de redes 
de delincuencia organizada. Esta situación amenaza la legitimidad, y la confianza en las 
instituciones democráticas.

Mirando hacia delante

Está claro que el reto central es enorme, pero la experiencia que conmemoramos en esta 
ocasión nos señala que sí es posible enfrentarlo. Desde el nivel internacional, TI continúa 
abriendo espacios de diálogo y colaboración con gobiernos, organismos multilaterales y 
empresas multinacionales, aportando diagnósticos en áreas clave e incidiendo para que los 
compromisos no se queden en palabras muertas sino que se traduzcan en acciones concretas. 
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A nivel latinoamericano, la red Tilac ha asumido este reto y lo ha traducido en una estra-
tegia de cinco años orientada a fortalecer la transparencia y la rendición de cuentas de 
los sistemas políticos, a combatir la corrupción principalmente en los ámbitos en que ésta 
impacta más fuertemente en la pobreza, la inequidad y la exclusión social, y a empoderar 
a la ciudadanía para que utilice los compromisos internacionales anticorrupción y exija 
mayor rendición de cuentas. 

A estos esfuerzos globales y regionales se suman los de Transparencia por Colombia a 
nivel nacional que, en los próximos años, estarán orientados a enfrentar la corrupción en 
el sistema político, el sistema judicial, el nivel territorial y la contratación pública, así como 
a promover el control de la ciudadanía a la gestión pública, el compromiso empresarial en 
la prevención y lucha contra la corrupción, y la incidencia en las políticas públicas. 

De particular relevancia para Colombia y para el movimiento mundial anticorrupción será 
que Transparencia por Colombia continúe el esfuerzo por comprender y generar propues-
tas de reforma para enfrentar el ya mencionado fenómeno de reconfiguración cooptada 
del Estado. Dicho trabajo tendrá importantes enseñanzas que aportar a la comprensión 
del problema en diversos países del mundo. Con este y otros esfuerzos, Transparencia por 
Colombia seguirá siendo líder en innovación y sus éxitos seguirán representando triunfos 
del movimiento global en esta batalla contra la corrupción.
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La construcción de transparencia en Colombia está llena de avances y retrocesos. 
Violencia y corrupción se han combinado de diversas maneras. A pesar de indicios de 
reducción de la corrupción, como trasfondo se mantiene una cierta aprobación social 
a conductas ilegales exitosas que siguen siendo vistas como combinación de audacia y 
astucia. Ahora, a la luz de una mayor presencia del conflicto, esas conductas pueden ser 
justificadas adicionalmente como aportes a causas percibidas como justas. 

Desarrollaremos estas ideas en cinco tesis. La primera es la siguiente:

1.	 En Colombia la cultura del atajo ha incubado en su interior violencia y corrupción, 
dando lugar a cuatro posibles combinaciones: atajos no violentos ni corruptos, 
violencia sin corrupción, corrupción sin violencia y corrupción violenta (que también 
podría llamarse violencia corrupta1).

Cultura del atajo consiste en la aprobación por parte de toda la sociedad, o por grupos en 
ella, de la búsqueda y obtención de resultados mediante la utilización de métodos ilegales 
o moralmente cuestionables, sin considerar ni las consecuencias a mediano y largo plazo 
ni las consecuencias para poblaciones socialmente lejanas. Así, decimos que hay cultura 
del atajo o atajismo cuando hay aceptación colectiva del “todo vale”, cuando el resultado 

Colombia en los últimos 
diez años
avances en probidad y mutación hacia 
una corrupción violenta

Antanas Mockus

Corpovisionarios | Ex alcalde de Bogotá 

1	 Estrictamente no son iguales: en la corrupción violenta se usa la violencia como medio para hacer viable 
o más eficiente la corrupción; en la violencia corrupta quien tiene un mandato (legal o ilegal) para hacer 
uso de la coerción desvía la ejecución de ese mandato en provecho propio. La presión armada sobre una 
alcaldesa de Tolú ilustra el primer caso. La transformación de autodefensas legales en paramilitares que se 
involucraron en narcotráfico o se hicieron a grandes extensiones de tierra ilustra el segundo caso. En esta 
introducción queremos subrayar la presencia simultánea de corrupción y violencia.
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alcanzado valida las irregularidades del proceso. Al ampliar el repertorio de métodos 
aceptables, la cultura del atajo aumenta la tolerancia a la violencia y a la corrupción.

La OMS define violencia como “el uso deliberado de la fuerza física o el poder, ya sea en 
grado de amenaza o efectivo, contra uno mismo, otra persona o un grupo o comunidad, 
que cause o tenga muchas probabilidades de causar lesiones, muerte, daños psicológicos, 
trastornos del desarrollo o privaciones”2. Es causar (o amenazar con causar) voluntariamente 
ciertos tipos graves de daño.

Transparencia Internacional define la corrupción como “el mal uso del poder encomendado 
para obtener beneficios privados”.  Según Transparencia por Colombia, “esta definición 
incluye tres elementos: 1) el mal uso del poder; 2) un poder encomendado, es decir, puede 
estar en el sector público o privado; y 3) un beneficio privado, que no necesariamente se 
limita a beneficios personales para quien hace mal uso del poder, sino que puede incluir 
a miembros de su familia o amigos”3. Hay corrupción cuando quien actúa haciendo uso 
de un poder encomendado se aparta del uso esperado por el poderdante, y lo hace en 
beneficio propio o de personas cercanas. Ejemplos: puede hacerse un uso corrupto del 
mandato de una asamblea de accionistas; puede hacerse un uso corrupto de la facultad 
otorgada de asignar unos recursos a la mejor propuesta en una licitación abierta con el 
objeto de adelantar una obra de interés público. La corrupción es una traición del mandato 
recibido, realizada por interés particular. Para Transparencia por Colombia la corrupción se 
define como el “abuso de posiciones de poder o de confianza, para beneficio particular 
en detrimento del interés colectivo, realizado a través de ofrecer o solicitar, entregar o 
recibir, bienes en dinero o en especie, en servicios o beneficios, a cambio de acciones, 
decisiones u omisiones” (ibíd.)4. 

Un ejemplo de atajo no violento ni corrupto se presenta cuando un peatón cruza la calle 
por lugar indebido porque le acorta el camino. O cuando un vehículo cruza por encima 
de un separador. O cuando se atraviesa un semáforo en rojo. Hay ilegalidades que son 
manifiestamente imprudencias que se cometen aparentemente para ahorrar energías o 
tiempo. Al cometerlas se suelen ignorar o minimizar sus potenciales consecuencias para 

2	 OMS, Informe sobre salud y violencia, 2003 (versión en inglés publicada en el 2002).
3	 www.transparenciacolombia.org.co
4	 Esta definición subraya la norma social de reciprocidad positiva (“yo te doy, tú me das”) muy frecuentemen-

te presente en los hechos de corrupción. Muchos hechos de violencia están asociados a la reciprocidad 
negativa (“ojo por ojo, diente por diente”). Imaginen la fuerza conjunta del atajo de los favores y el atajo de 
la venganza autorizados por normas sociales pre y anti-jurídicas.
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uno mismo y para los demás. Un ejemplo aún más tenue: parar un vehículo para dejar o 
recoger un pasajero incomodando a otros vehículos. Una característica esencial del atajo 
es que al tomarlo omitimos pensar en el otro5.

La violencia tiene una intencionalidad expresiva (emocional o reactiva) o instrumental 
(como un medio racionalmente escogido para lograr un fin). En ambos casos, ya sea que 
se busque expresar algo, por ejemplo responder a un agravio, o conseguir un beneficio, 
por ejemplo robar, el uso del método violento es un atajo. Así, muchas veces los casos de 
violencia intrafamiliar ilustran una violencia expresiva, una violencia sin corrupción. Por 
otra parte, casi todos los sobornos que aceptaban o exigían muchos de los policías de 
tránsito de Bogotá (Policía de Tránsito que disolvimos en enero de 1996) eran corrupción 
sin violencia (daban un uso desviado al poder de multar que la ley les otorgaba). La co-
rrupción violenta ilustra como eventualidad no consumada el caso de una alcaldesa de 
Tolú que renunció por amenazas a su vida que se produjeron cuando no aceptó la oferta 
de un trato corrupto.

En Colombia es difícil establecer si fue la corrupción la que contaminó progresivamente 
la violencia y la subordinó o si fue la violencia la que colonizó y puso a su servicio a la 
corrupción. Las dos se entrelazaron en el marco de la cultura del atajo que encontró su 
epítome en el narcotráfico politizado expresado en el entreveramiento de ilegalidad y 
ambición política, emblemáticamente representados en Carlos Lehder y Pablo Escobar6. 
Aquí o allí se toleraba la corrupción en aras de la lucha contra la violencia (por ejemplo 
desvío de recursos públicos para financiar grupos paramilitares en los años noventa y 
en la primera década del milenio, revelados por los procesos de la Ley de Justicia y Paz 
y por los de la parapolítica adelantados por la Corte Suprema de Justicia y la Fiscalía) o 
la violencia en aras de la lucha contra la corrupción (secuestro por las Farc de un alcalde 
local de Bogotá en 1997).

2.	 La coincidencia trágica en un mismo país y en un mismo territorio entre corrupción y 
violencia puede desarrollarse de varias maneras:

5	 Colarse en la fila tal vez sea un caso frontera: hay desobediencia de una norma (social más que legal), hay 
provecho particular a costa de un perjuicio colectivo doble: las personas cuyo turno se aplaza pierden 
tiempo y se pone en riesgo la vigencia misma de la regla de respetar la fila y sus beneficios. Es una forma 
leve de corrupción que puede implicar (algo de) violencia.

6	 “Sólo conozco una cosa más sucia que la guerra y es la manera de conseguir el dinero necesario para 
hacerla” llegó a decir, palabras más, palabras menos, Carlos Castaño en un libro que recogió una entrevista 
biográfica.
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a.	 la corrupción, especialmente la no violenta, puede pasar a un segundo plano y 
combatirla puede volverse tarea dejada para más tarde;

b.	 la corrupción que “ayuda” a combatir a los enemigos puede ser mirada con 
indulgencia, mucha gente se hace la de la vista gorda; las guerras deterioran las 
barreras éticas;

c.	 incluso puede ser mal visto denunciar o frenar la corrupción no violenta o la 
corrupción puesta al servicio de la justa causa;

d.	 en Colombia se denuncia una parte de la corrupción ante la opinión y ante la 
justicia; en parte, se hace por motivos auténticos, en parte por salvar apariencias, 
en parte por enemistad política, en parte porque toda confrontación bélica se 
acompaña de una lucha por legitimarse cada bando e ilegitimar al contrario; en 
Colombia, desde los primeros debates políticos que siguieron a la independencia se 
usó mucho la mutua acusación de corrupción;

e.	 los actores armados extremos han cometido tales barbaridades –delitos de lesa 
humanidad– que imputarles participación en procesos de corrupción no añade 
mucho…

f.	 la corrupción que se debería volver foco de atención debería ser naturalmente la 
que le ayuda a quienes son percibidos como enemigos (para la gran mayoría de la 
población el enemigo principal son las Farc);

g.	 de acuerdo con esto hubiera debido desatarse primero el escándalo de la Farc–
política; se desató primero el de la parapolítica ¿qué pasó? 

h.	 si bien la violencia puede alimentar y agravar la corrupción ¿no ha sucedido más 
bien lo contrario y es la corrupción la que ha alimentado y agravado la violencia?

Según las investigaciones de Gustavo Duncan, en muchas regiones colombianas, la 
violencia corrupta y la corrupción violenta se identificaron en unos mismos actores para 
subordinar la corrupción no violenta, la política tradicional e incluso la economía legal y 
capturar al estado local. La prestación privada de servicios ilegales de seguridad y justicia 
generó poderes regionales mafiosos. Como lo muestra el escándalo de la parapolítica, la 
corrupción violenta afectó la política, la justicia y la contratación.

¿Nacionalmente ha habido un deslinde entre corrupción no violenta y corrupción violenta 
o se han integrado? Es posible que la contaminación de la corrupción con violencia haya 
tenido algún efecto de disuasión. La cancha no está para amateurs7.

7	 La prioridad otorgada por el gobierno y por la sociedad a la seguridad democrática y, en el marco de ésta y 
también –y mucho– por iniciativa de la rama judicial, la prioridad dada a los nexos entre política y grupos 
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3.	 En los últimos diez años hay pruebas patentes de derrotas puntuales y retrocesos 
tendenciales de la cultura del atajo, de la violencia y de la corrupción. Estos males ya 
no son percibidos como una fatalidad, no son enemigos imbatibles. Pero presentan 
resiliencia y pueden mutar.

Es de destacar el rol de organizaciones como Transparencia por Colombia8 y Confecáma-
ras. Valientemente han ayudado a medir corrupción y a impulsar probidad en los niveles 
locales, regionales y nacionales. Veamos algunos datos:

El Índice de Transparencia Municipal, ITM, construido por Transparencia por Colombia 
muestra que el riesgo de corrupción ha disminuido en el país. Todas las seis categorías de 
municipios han mejorado en el ITM y cada factor que define el ITM aumentó de 2005 a 2006. 
Sin embargo, la variación porcentual frente a este indicador particular es baja: 5 por ciento.

El Índice de Transparencia Nacional, ITN, muestra avances más importantes que el Índice 
de Transparencia Municipal: “un incremento en el promedio general de 13 puntos al pasar 
de 62,57 puntos en 2003  a 75,85 en 2005”9. 

“Por primera vez en la historia del ITN, 13 por ciento de las entidades se ubican en riesgo 
bajo de corrupción y, por tanto, en un nivel alto de transparencia. Así mismo disminuye 
el número de entidades en riesgo alto y muy alto al pasar de 36 por ciento en el 2003 a 
3,84 por ciento en el 2005. Finalmente, las entidades en riesgo moderado pasan de 27 por 
ciento en 2003 a 52,26 por ciento en 2005”10.

También los estudios de John Sudarsky sobre Capital Social en Colombia muestran que 
en general la percepción de corrupción en Colombia ha disminuido, sin embargo este 

	 armados ilegales parece haber hecho pasar a un segundo plano la corrupción no ligada a violencia. O los 
grupos violentos capturaron todo el potencial de corrupción y ya no hay corrupción no violenta en Colom-
bia o la corrupción no violenta sigue ahí y se expresa por ejemplo en la convicción existente en el sector 
privado de que apoyar a candidatos claramente aumenta la posibilidad de celebrar contratos con ellos si 
resultan elegidos. Hay contratistas que al no querer participar en el tráfico de influencias con políticos y 
administradores públicos prefieren subcontratar con firmas dispuestas a entrar en dicho tráfico.

8	 Transparencia por Colombia merece toda nuestra admiración pues ha contribuido a que en la sociedad 
colombiana (en funcionarios públicos y demás ciudadanos) el tipo de regulaciones (ante todo sociales) y 
de motivaciones (ha dado razones para ubicar los riesgos de la corrupción en municipios y departamentos) 
acá mencionadas se fortalezcan frente a la corrupción. Esta corporación ha aumentado la regulación social 
por métodos rigurosos de control social generando índices de Transparencia públicos, precisos y claros 
sobre la situación de la corrupción de los gobiernos municipales y departamentales del país. 

9	 Cfr http://www.transparenciacolombia.org.co/%C3%8DNDICES/%C3%8DndiceNacional/tabid/105/Default.aspx
10	 Cfr. http://www.transparenciacolombia.org.co/LACORRUPCI%C3%93N/EnColombia/tabid/101/Default.aspx
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cambio, de nuevo, es pequeño: la percepción de corrupción de 1997 a 2005 ha tenido una 
variación porcentual negativa del 6 por ciento (de 7,33 en 1997 a 6,88 en el 2005)11. 
 
Por otro lado, según el indicador “rule of law”12, construido por el Banco Mundial13, Co-
lombia tuvo una variación porcentual de 44 puntos desde 2003 (-0,92) hasta 2006 (-0,64). 
Frente al indicador “control of corruption”14 Colombia también ha mejorado: desde el 2000 
(-0,61) hasta el 2006 (-0,22) Colombia tuvo una variación porcentual de 177 puntos. Frente 
al mundo, Colombia en el 2006 en el papel de la ley estaba 1,36 puntos más abajo que el 
promedio del mundo (0,72) y frente al control de corrupción estaba en el 2006 0,22 puntos 
más abajo que el promedio mundial (0.00)15.

Los anteriores resultados muestran avances importantes frente a los riesgos de la corrup-
ción y su percepción. 

Ahora, frente a la confianza en las instituciones parece haber un retroceso en Colombia 
desde 1997 hasta 2005: según los datos que ofrece Sudarsky a través de Barcas16: de 1997 
a 2005 hubo una variación porcentual negativa de 11 puntos frente a este indicador (1997: 
98% - 2007: 87%). 

Sobre corrupción en el sector privado añade TC:

“La corrupción es uno de los factores que más dificultan la realización de negocios para 
las empresas colombianas. (…) El 84,4 por ciento de los empresarios se abstiene de par-
ticipar en procesos de contratación con el Estado, porque considera que la competencia 
no es justa, que hay politización en el proceso de contratación y pagos no oficiales. (…) 
Se estima que el porcentaje promedio a pagar por la obtención de un contrato es del 
12,91 por ciento del mismo”17.

11	 Cfr. Sudarsky, J.(2007) La evolución del capital social en Colombia. Fundación Virgilio Barco: Bogotá. Cap.18.
12	 Esta dimensión mide el nivel de disposición que tienen los ciudadanos a cumplir normas y en particular la 

calidad del cumplimiento de contratos, a su vez, mide la probabilidad que se genere en el país estudiando 
delincuencia y violencia.

13	 Cfr. Kauffmann, D. & Kraay, A & Mastruzzi, M.(2007) “Governance Matters VI: Aggregate and Individual Gov-
ernance Indicators 1996-2006” En: Word Bank Policy Research Working Paper. The World Bank.

14	 Esta dimensión mide el grado en que el poder público se ejerce para obtener beneficios individuales.
15	 El país con mayor control de corrupción es Finlandia (2,57) y el más bajo es Somalia (-1,77). El país donde 

más se cumple la ley es Dinamarca e Islandia (2,03) y en donde menos se cumple es Somalia (-2,53).
16	 Barómetro de Capital Social.
17	 www.transparenciacolombia.org.co, “Corrupción en el sector privado”.
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Esta actitud de los empresarios puede ser explicada por los siguientes resultados de la 
encuesta Lapop 2006.

“Los funcionarios públicos entrevistados declaran que en el 49,7 por ciento de las licita-
ciones públicas en Colombia se realizan pagos adicionales para asegurar la adjudicación 
de contratos (…) La percepción de los funcionarios es corroborada, asimismo, por los 
empresarios que en un 62% coincidieron en que “siempre o casi siempre” las empresas 
recurren a pagos extraoficiales para ganar concursos o licitaciones públicas18.

Sobre corrupción en la justicia dice TC:
 
“El poder judicial enfrenta una crisis de confianza en muchas partes del mundo, conforme 
a lo reflejado en el Barómetro Global de la Corrupción de TI. (…)“En Colombia, el 45 por 
ciento de la gente describe el sistema judicial nacional como corrupto, según el Informe 
Global de la Corrupción 2007. (…) Sin embargo, el Índice de Transparencia Nacional 2006 
evaluó a seis entidades de la Rama Judicial: (…) tanto el Consejo de Estado, la Fiscalía, el 
Consejo Superior de la Judicatura y la Corte Suprema de Justicia se encuentran en riesgo de 
corrupción moderado. (…) Existe una persistente incertidumbre por parte de la ciudadanía 
respecto al acceso, oportunidad, adecuada dimensión, eficacia y eficiencia de la justicia”19.

Sobre corrupción política señala TC:
 
“Según revela el Barómetro Global de la Corrupción 2006 de Transparencia Internacional, 
los ciudadanos perciben a los partidos y movimientos políticos como las instituciones más 
afectadas por la corrupción en el mundo, seguidas de los parlamentos. (…) …diversos 
hechos han disparado las alarmas sobre la posibilidad de que a través de la financiación 
de la política se termine incidiendo de manera indebida en las actuaciones y decisiones 
de quienes son elegidos para representar el interés público, es decir, que se “capture” el 
Estado para favorecer intereses particulares20.

18	 “La corrupción en Colombia” publicado por Transparencia por Colombia en http://www.transparenciaco-
lombia.org.co/LACORRUPCI%C3%93N/EnColombia/tabid/101/Default.aspx

19	 www.transparenciacolombia.org.co, “Transparencia en la Justicia”.
20	 Tuve la oportunidad de conocer de cerca votebien.com, “una alianza entre medios de comunicación y or-

ganizaciones sociales para cubrir los procesos electorales de forma independiente y ofrecer a la ciudadanía 
información oportuna y veraz para contribuir a lograr un voto ciudadano más informado. Cfr.
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En conclusión, aunque los avances frente al riesgo de corrupción y su percepción son 
positivos, éstos aún no han logrado independizarse de la aceptación cultural y moral de 
algunas prácticas corruptas no violentas. Estamos en plena transición hacia un país más 
probo pero aún queda mucho trabajo por hacer frente a este tema. 

Cabe señalar que parte de la percepción de corrupción está asociada a la falta de diligen-
cia en la atención al ciudadano. Existe lo que hemos llamado la “venganza ciudadana”: al 
indagar en un estudio con Carlos Lemoine del Centro Nacional de Consultoría por qué los 
ciudadanos percibían a algunas instituciones públicas como corruptas, en la mitad de los 
casos los ciudadanos no señalaron actos corruptos sino mala atención y tarifas percibidas 
como injustificadamente altas. Esto quiere decir que al menos parte de la disminución de 
percepción de corrupción nacional o regional se puede deber a avances en el servicio al 
ciudadano.

3.	 El sentimiento colombiano antiviolencia es mucho más fuerte que el sentimiento 
anticorrupción. Y el sentimiento antiatajo es aún más débil. Al haberse centrado la 
narrativa política del país en la guerra, lo que importa ahora es ganarla. No importan 
los medios, no importan los métodos. Hay claro riesgo de que se generalice una 
aceptación masiva, no sólo puntual, de lo que se llamaría una corrupción justa. Se 
tiende a justificar el todo vale.

La Directora Ejecutiva de la Corporación Transparencia por Colombia afirma que “…si 
bien la percepción de corrupción es alta, este estudio de Lapop señala que el fenómeno 
ocupa un lugar marginal entre los problemas que más afectan a los colombianos, es decir, 
la corrupción es un problema prioritario solo para el 2,9 por ciento de los entrevistados, 
cifra muy distante de la calificación dada a la violencia (31,49 por ciento) y al desempleo 
(20,7 por ciento)”.

Así como hay un concepto (problemático) de guerra justa, asimismo Colombia transita en 
estos últimos años hacia una configuración de creencias, actitudes y comportamientos 
que se podría resumir con el concepto de corrupción justa.

La guerra modifica los límites legales (por ejemplo a través de la conmoción interna), 
morales y culturales del comportamiento admisible. Dado el mandato (ganar la guerra) y 
las necesidades de la causa, es posible, al mismo tiempo, aliarse con la corrupción (y con 
la violencia) y tomar distancia de ella (por ejemplo, invitando a la población a “linchar a 
los corruptos”).
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Existe el riesgo de que la corrupción se haya convertido en un mal menor. Si hay que 
tolerarla para vencer en la guerra, se tolerará. Ahora, las necesidades mismas de la guerra 
justifican la inmediata toma de distancia si la alianza se descubre o si deja de ser necesaria. 
Por eso el Presidente puede llamar a los congresistas cuestionados o investigados por 
parapolítica a votar hasta el último día los proyectos de ley presentados por el gobierno. 
Uribe no es él mismo corrupto, pero la causa que encabeza y encarna es tan vital que 
amerita el apoyo y el concurso unilateral de todos, incluidos los corruptos.

4.	 Como lo muestra la investigación de la parapolítica, la división de poderes (y la 
objetividad de los estudios académicos) es definitiva para contener y revertir los avances 
de las formas más graves de corrupción violenta (con pretensiones de corrupción justa 
inaceptables en el Estado de Derecho).

Margareth Flórez, refiriéndose a la actitud frente a la corrupción de los colombianos, cita 
el “cuarto estudio anual de opinión pública del Barómetro de las Américas–Lapop”. En 
él se afirma que: “cerca del 90 por ciento de los encuestados castigarían a congresistas 
que reciben mordida (…) [pero sólo] el 42 por ciento de la gente [considera que se debe 
castigar] al político que usa su palanca para conseguir un empleo público para su cuñado 
desempleado. Estos resultados (…) podrían ser interpretados como una actitud permisiva 
frente a la corrupción dependiendo del fin que se persigue (el fin justifica los medios). Al-
gunos otros trabajos, señalan que “en Colombia, y en otras sociedades con bajos niveles de 
autorregulación, ser corrupto se percibe como una manifestación de astucia y pericia”21.

Han jugado un papel clave los estudios académicos y las publicaciones de la prensa escrita 
sobre la captura del estado municipal o departamental por grupos armados ilegales cada 
vez más estrechamente vinculados al narcotráfico y al paramilitarismo (ver los trabajos de 
Claudia López, Gustavo Duncan, León Valencia y Mauricio Romero, entre otros). 

El gobierno nacional ha sido muy hábil en esquivar el desprestigio que le podrían haber 
causado graves escándalos relacionados con la recolección y divulgación por parte del 
DAS de información crítica que fue clave para la realización de gravísimos delitos (asesinato 
de sindicalistas), o con el manejo de decisiones sobre créditos y enajenaciones de tierras, 
o con el cohecho aparentemente decisivo en su momento por el proceso de reelección 

21	 Margareth Flórez, “Información para entender un fenómeno complejo: la corrupción” en: www.transpa-
renciacolombia.org.co. Explica allí: “La baja prioridad atribuida puede estar asociada a los bajos niveles de 
victimización por corrupción… …durante los últimos doce meses, uno de cada diez colombianos recibió 
una solicitud de soborno de parte de algún funcionario o agente del Estado”.



120

10 a ñ o s de Transparencia  por Colombia

(el escándalo de la “yidispolítica”) o con la nítida influencia paramilitar en las elecciones 
de 2002, 2003, 2006 y 2007. Los partidos uribistas, altamente involucrados en estos líos, se 
han logrado proteger en parte del desprestigio y del rechazo social poniéndose al abrigo 
de toda responsabilidad política, individualizando responsabilidades, lo cual es válido 
jurídicamente pero no políticamente. Porque el gran argumento a favor de los partidos es 
precisamente el de la responsabilidad colectiva y el control social que de ahí se deriva. En 
los últimos años se fortalecieron los partidos como alianzas y como máquinas electorales 
pero no como dispositivo de autocontrol y mutua regulación. La actual “presidencializa-
ción” del escenario político en los países latinoamericanos permite la siguiente paradoja: 
el presidente (o el alcalde) no responde por los partidos que lo llevan al poder.

En síntesis, las prioridades y vicisitudes de la guerra parecen haber frenado en parte la 
transición hacia una sociedad más proba. La aceptación moral y cultural de ciertos com-
portamientos ilegales no ha disminuido y ahora cuenta con “mejores” justificaciones. Al 
lado de los secuestros, de las masacres y las desapariciones, del masivo desplazamiento de 
la población campesina y de las bandas emergentes asociadas al narcotráfico, la corrup-
ción pacífica y el clientelismo parecen males menores. No hay que equivocarse: han sido 
y siguen siendo el principal soporte en Colombia del divorcio entre la regulación legal y 
la autorregulación moral y entre la regulación legal y la mutua regulación cultural.

Apéndice 1 

La guerra no es la única “causa justa” que ayuda a justificar la corrupción. Hay otras jus-
tificaciones que sirven para validar comportamientos ilegales, para reducir la culpa y la 
vergüenza que tienden a provocar la violencia, la corrupción y otras ilegalidades.

Uno de los aspectos estudiados en la encuesta de Cultura Ciudadana es el de las justi-
ficaciones que tienen los ciudadanos para incumplir la ley. Dentro de las estudiadas, las 
razones aceptadas para desobedecer la ley, ordenadas de mayor acogida a menor, son: 
por la familia, para combatir injusticias, por lograr objetivos (atajismo), por provecho eco-
nómico (también atajismo) y porque es lo acostumbrado (ver Gráfica 1). Los porcentajes 
varían bastante de ciudad a ciudad, pero el orden se mantiene. Bogotá tiene un perfil 
atípico: primero la injusticia y en última lugar el provecho económico22.

22	 Mirando con mayor detenimiento las ciudades encuestadas, se puede anotar lo siguiente: 
	Santa Marta es de las ciudades estudiadas en su cultura ciudadana la que más debe trabajar en cultura 

de la legalidad. En efecto, Santa Marta justifica cuatro veces más que Bogotá desobedecer la ley por 
razones económicas y tres veces más que Cali desobedecer la ley por razones culturales.
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Frente a este indicador, se puede afirmar que las ciudades de Colombia tienen su propio 
perfil23. Hay ciudades donde se justifica más desobedecer la ley por razones políticas (luchar 
contra un régimen injusto): Bogotá; hay ciudades donde se justifica más desobedecer la 
ley por razones económicas: Medellín; hay regiones en donde el familismo (se justifica 
desobedecer la ley por razones familiares) es muy fuerte: Casanare. 

Justificaciones para incumplir la ley según encuestas de 
cultura ciudadana practicadas en seis ciudades colombianas

Gráfica 1

	Casanare es la región encuestada más familista.
	Las razones políticas para desobedecer la ley son relativamente altas en Casanare, Bogotá y Santa 

Marta. 
	Medellín es relativamente baja en familismo y en atajismo por justicia pero en razones económicas para 

desobedecer la ley y en razones culturales para desobedecer la ley es relativamente alto. 
	Cali tiene un perfil mejor que el que se podría esperar desde los prejuicios internos y externos.

23	 Se ha encontrado que las diferencias que existen entre ciudades son mayores que las diferencias que se 
dan entre estrato, nivel educativo, género y edad al interior de cada ciudad.
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24	 Ibagué, Santa Marta, Medellín, Pereira, Bogotá, Cali y Neiva.

En términos generales se puede afirmar que la razón más importante que se presenta en 
las principales ciudades de Colombia para desobedecer la ley es el familismo (promedio24: 
51,2 por ciento) seguido por atajismo por la justicia (se justifica desobedecer la ley para 
luchar contra un régimen injusto): 47,7 por ciento. 

Llama la atención que justificar la desobediencia a la ley porque es lo acostumbrado es 
3,5 veces menos frecuente que el familismo.
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No debería ser motivo de sorpresa que la naturaleza de la corrupción, como muchos 
fenómenos sociales, haya cambiado a través del tiempo, al igual que los actores involucra-
dos. Lo que sí es de destacar es que en Colombia, al igual que otras conductas delictivas 
y socialmente perjudiciales se han perfeccionado, la corrupción ha avanzado a formas 
particularmente sofisticadas, ambiciosas y estructuralmente perjudiciales.

Aquello que hasta hace algunos años se conocía tradicionalmente como corrupción –el 
soborno, la adjudicación indebida de contratos, el clientelismo y el desvío de recursos 
públicos–, ha cambiado al punto que, actualmente, sólo puede analizarse y entenderse en 
una contexto más amplio que el tradicional, ante el papel determinante que han ejercido 
procesos y actores de corte mafioso. Actualmente, la corrupción en Colombia sólo puede 
entenderse a la luz de la intervención de grupos armados ilegales y la utilización de prác-
ticas degradadas como la amenaza y el asesinato de funcionarios públicos y miembros de 
la sociedad civil, el desplazamiento de población campesina y la usurpación de tierras en 
su búsqueda de poder y predominio territorial, especialmente para la expansión de sus 
actividades ilícitas y su propósito de imposición de intereses para su legitimación social.

De esta manera, el fenómeno de la corrupción en sentido amplio ha adquirido dimensiones 
y alcances bastante particulares, con una destacada influencia en la organización misma 
de la sociedad, especialmente en el nivel local de algunas regiones del país. Razón por la 
cual, esta situación amerita ser analizada con el mayor rigor y profundidad posibles, lo cual, 
infortunadamente, todavía no deja de ser una tarea pendiente en Colombia.
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Estado en Colombia
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 Eduardo Salcedo-Albarán**

*	 Director académico del Programa de estudio sobre Captura y Reconfiguración Cooptada del Estado en 
Colombia.

**	 Investigador del Programa de estudio sobre Captura y Reconfiguración Cooptada del Estado en Colombia. 
Coordinador Área de Metodología del Grupo Transdisciplinario de Investigación en Ciencias Sociales, Método.



124

10 a ñ o s de Transparencia  por Colombia

Sin pretender subsanar este vacío y sin otro propósito que el de avanzar algunos plan-
teamientos sobre la problemática específica en el país, vale la pena en esta ocasión, con-
centrarse en el avance de ciertos procesos de Captura del Estado y de Reconfiguración 
Cooptada del Estado, por su importancia ante la subordinación de lo público a favor de 
intereses privados, legales e ilegales, el desfavorecimiento de bienestar general y el debi-
litamiento de los principios rectores de un Estado de Derecho.

Tradicionalmente, la Captura del Estado se ha entendido como una forma de corrupción 
a gran escala que se da durante la formulación de leyes, normas, decretos, reglas y regula-
ciones, a diferencia de la corrupción pública que se produce durante la implementación y 
ejecución de leyes, reglas y regulaciones instituidas (World Bank 2000). Específicamente, la 
Captura del Estado se ha definido como “la acción de individuos, grupos o firmas, en el sector 
público y privado, que influyen en la formación de leyes, regulaciones, decretos y otras polí-
ticas del gobierno, para su propio beneficio como resultado de provisiones ilícitas y no trans-
parentes de beneficios privados otorgados a funcionarios públicos” (World Bank 2000:XV).

La Captura del Estado aparece cuando, mediante pagos o dádivas no transparentes a 
funcionarios públicos, las empresas influyen en la formulación de reglas, leyes, decretos 
y regulaciones, para que éstas los favorezcan (Hellman et al, 2000). Cuando aparece esta 
situación, grupos y élites legales obtienen retribuciones económicas sostenidas y perdu-
rables (Hellman y Kauffmann, 2001; Hellman et al, 2000b). Los efectos más analizados de 
la Captura del Estado han sido los de naturaleza económica, a pesar de que sus impactos 
también pueden ser de índole social, política y cultural. 

Cuando se revisa la literatura conceptual y empírica sobre Captura del Estado, se encuentra 
que, por lo general, se contempla la participación de actores legales, como si éstos fueran 
los únicos interesados en manipular e influir en la formulación legislativa, normativa y de 
políticas públicas. No obstante, es casi evidente que en Estados de Derecho que aún no 
han consolidado el imperio de la ley y el monopolio fiscal, se puede encontrar una gran 
cantidad de actores interesados en intervenir en la formulación, aplicación e interpretación 
de leyes, normas, regulaciones y políticas públicas. Entonces, parece lógico preguntar si en 
un país como Colombia, los grupos económicos legales son los únicos actores interesados 
en capturar el Estado. 

En Colombia confluyen actores subversivos y antisubversivos, grupos de crimen organiza-
do y mafias cuya actividad oscila entre diversos delitos y, algunas veces, en asocio o con 
aceptación velada con actores legales, en zonas grises entre lo legal y lo ilegal pero, por 
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supuesto, siempre en lo moralmente ilegítimo. Todos estos actores pueden tener claros 
intereses en intervenir y modificar la estructura legislativa, normativa, regulativa e incluso 
constitucional de un Estado, no sólo con el propósito de obtener beneficios económicos, 
sino también con el objetivo de obtener beneficios penales y sociales, de manera sostenida 
y perdurable, más allá de intereses coyunturales y esporádicos.

En principio, la presencia de actores ilegales lleva a cambiar la naturaleza de los objetivos y 
los procedimientos de la Captura del Estado. Como muchos colombianos lo saben actual-
mente, sobre todo en el nivel territorial, es frecuente encontrar grupos y organizaciones 
criminales poderosas que acuden a la intimidación y a acciones violentas para influir en 
las decisiones públicas. Esto se aleja, radicalmente, de la mayoría de marcos conceptuales 
sobre la corrupción.

Esta situación es bastante excepcional y, por lo tanto, casi no se cuenta con referentes 
históricos para entenderla. Tal vez, sólo la mafia italiana es un ejemplo paradigmático de 
influencia coercitiva y violenta en la formulación y aplicación de leyes. En Colombia, Carlos 
Lehder, Pablo Escobar, el cartel de Cali (con el proceso 8000) y la llamada parapolítica, son 
ejemplos de un proceso de Captura del Estado dinamizado por grupos ilegales, particu-
larmente, grupos mafiosos. 

La “parapolítica” resulta muy ilustrativa porque evidencia quizás la etapa más reciente de 
un proceso avanzado, aunque claramente imperfecto, parcial e inacabado, de Captura del 
Estado en Colombia. La acción de los grupos narco–paramilitares estuvo orientada, en 
una primera instancia, a Capturar al Estado y, posteriormente, en una instancia superior 
y más sofisticada, a avanzar hacia una Reconfiguración Cooptada del Estado en el nivel 
regional y local (Garay et al, 2008, 2008b).

Se recurrió a distintos procedimientos tanto más drásticos y efectivos, como más sofisti-
cados que el propio soborno. En el primer caso, apareció la intimidación y comisión de 
delitos contra la vida, entre otros procedimientos drásticos, que les permitió operar efecti-
vamente en el corto plazo. En el segundo caso aparecieron aquellos procedimientos más 
sofisticados, con efectos potenciales de más largo plazo; uno de dichos procedimientos 
consistió en lo que se ha denominado Captura Instrumental de los Partidos Políticos (Garay 
et al, 2008, 2008b).

La Captura Instrumental de los Partidos Políticos consistió en acudir a partidos y movi-
mientos políticos, como instituciones democráticamente legítimas, para acceder al núcleo 


